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RESUMEN 
En el presente trabajo de investigación, se realiza  un análisis crítico del 

Tribunal de Conducta, órgano penitenciario establecido por el Reglamento de la 

Ley de Libertad Condicional (Decreto Supremo Nº 2.442). Con ese objetivo, se 

analiza preliminarmente la llamada relación jurídica penitenciaria, vínculo 

jurídico existente entre las personas privadas de libertad y el Estado .En el 

segundo acápite, se establece el carácter administrativo del Tribunal de 

Conducta, para luego indicar las normas que serían aplicables al mismo 

teniendo en cuenta esa naturaleza jurídica. A continuación, el tercer capítulo se 

centra en las normas del Tribunal que regulan aspectos orgánicos del mismo, 

mientras que en el cuarto acápite, se efectúa un análisis en detalle de las 

distintas funciones del Tribunal de Conducta, las que se encuentran directa o 

indirectamente vinculadas al acceso por parte del interno a beneficios 

penitenciarios. En el quinto apartado se postula la posibilidad de aplicar 

supletoria o directamente las disposiciones y los principios de la ley Nº 19.880 a 

las normas que regulan al Tribunal de Conducta. En el sexto capítulo, se 

exponen los puntos críticos detectados al examinar la regulación del Tribunal de 

Conducta. Por último, se efectúan algunas reflexiones finales en torno a las 

interrogantes inicialmente planteadas. Específicamente, se concluye que en su 

estado actual, la regulación referida al Tribunal de Conducta es inadecuada 

teniendo en cuenta la importancia del órgano analizado, razón por la cual se 

hace necesaria y urgente una reforma en la materia.  
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“La prisión es el único lugar en el que el poder puede manifestarse de forma 

desnuda, en sus dimensiones más excesivas, y justificarse como poder moral”. 

Michel Foucault 
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INTRODUCCIÓN 
 

La conducta de los sujetos condenados a penas privativas de libertad al 

interior de los establecimientos penitenciarios constituye un elemento central del 

régimen penitenciario chileno. En efecto, en nuestro ordenamiento jurídico, la 

conducta de un interno determina en gran parte sus posibilidades de acceder a 

beneficios penitenciarios como permisos de salida (salida dominical, salida de 

fin de semana, salida controlada al medio libre), libertad condicional, reducción 

de la condena, o incluso un indulto particular. En otras palabras, la conducta es 

un criterio que posee una incidencia directa respecto del modo en que un sujeto 

privado de libertad dará cumplimiento a la pena que le fue impuesta, respecto 

del tiempo de condena, o incluso respecto de la extinción de la responsabilidad 

penal. 

Partiendo de la premisa anterior, es decir, de la importancia que posee la 

conducta de las personas privadas de libertad para el acceso a los beneficios 

aludidos, resulta de gran interés el estudio de los órganos penitenciarios que 

guarden algún tipo de relación con dicho criterio. A pesar de que varios órganos 

penitenciarios cumplen con esta última característica (por ejemplo el Consejo 

Técnico y la Comisión del Beneficio de Reducción de Condena), el presente 

trabajo de investigación se encuentra enfocado en el Tribunal de Conducta, 

entidad jurídica establecida por el Decreto Supremo Nº 2.442 que “Fija el texto 
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del Reglamento de la Ley de Libertad Condicional”1 (en adelante Reglamento 

de la Ley de Libertad Condicional ). Específicamente, el objetivo del trabajo 

consiste en realizar un análisis crítico respecto del Tribunal de Conducta, un 

órgano penitenciario escasamente conocido entre quienes no se encuentran 

familiarizados con el Derecho Penitenciario y que en general no ha sido objeto 

de análisis. Con ese fin, se estudiará acuciosamente la regulación del Tribunal 

de Conducta desde un enfoque orgánico y funcional, pero también desde el 

punto de vista de la técnica legislativa. Considerando que no todas las normas 

penitenciarias se encuentran en línea para su consulta, para poder estudiar 

apropiadamente las normas referidas al Tribunal de Conducta, se realizaron dos 

requerimientos de información2 a través de la Ley Nº 20.285 “Sobre acceso a la 

información pública”3 (en adelante Ley Nº 20.285), y se consultó un compendio 

de normas legales penitenciarias y de actos administrativos emanados de 

Gendarmería (resoluciones exentas, oficios circulares) creado por la Defensoría 

Penal Pública. Asimismo, con el fin de complementar la información obtenida a 

través de los medios anteriores y de conocer el punto de vista o interpretación 

de Gendarmería en relación a algunos aspectos de la regulación del Tribunal de 

Conducta, se solicitó en dos ocasiones una entrevista con algún funcionario de 

Gendarmería que tuviera conocimiento sobre el tema o  con un integrante de de 

                                                           
1CHILE. Ministerio de Justicia. 1926. Decreto Supremo 2.442: Fija el texto del reglamento de la 
ley de libertad condicional.  
2Solicitudes Folio NºAK006C-0000453 y AK006C-0001016. 
3
 CHILE. Ministerio Secretaría General de la Presidencia. 2008. Ley 20.285: Sobre acceso a la 

información pública.  
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un Tribunal de Conducta. Con todo, en ninguna de las solicitudes de entrevista 

se obtuvo respuesta alguna por parte de Gendarmería. 

Un análisis como el que proponemos en estas líneas, nos posibilitará 

dimensionar la relevancia que el Tribunal de Conducta pudiera tener en relación 

al acceso a diversos beneficios penitenciarios. Asimismo, el referido análisis, 

nos permitirá determinar si existen o no problemas relacionados con la 

regulación, organización y funciones del Tribunal de Conducta. Si se detectara 

la existencia de tales falencias, deberemos cuestionarnos si ellas conllevan un 

perjuicio para las personas privadas de libertad, y en caso afirmativo, cómo se 

materializa dicho perjuicio. En relación con este último punto, en el presente 

trabajo se persigue responder si la calidad del diseño normativo del Tribunal de 

Conducta resulta proporcional a la relevancia de dicho órgano. Al respecto, 

desde ya hacemos presente la idea consistente en que siendo el Tribunal de 

Conducta un órgano sumamente relevante en relación a la obtención de 

beneficios penitenciarios, la calidad de su regulación no es adecuada. 

Conjuntamente, la detección de puntos críticos respecto del Tribunal de 

Conducta nos posibilitará proponer modificaciones a la actual regulación de 

dicho órgano, las que dependiendo de la existencia y de la gravedad de las 

falencias, podrían consistir en simples o grandes modificaciones a la actual 

regulación del órgano en estudio, o incluso en la derogación del mismo. 
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Con el objetivo de llevar a cabo el análisis propuesto y de responder las 

interrogantes que hemos planteado, se seguirá en el presente trabajo de 

investigación la siguiente estructura: 

El primer acápite, en forma previa al estudio del Tribunal de Conducta, se 

centrará en la llamada relación jurídica penitenciaria, vínculo jurídico existente 

entre las personas privadas de libertad y el Estado. Concretamente, en él se 

describirán las características del antedicho vínculo, se expondrán las distintas 

teorías acerca de su naturaleza, y se determinará cuál de dichas teorías 

subyace al régimen penitenciario chileno. 

En el segundo acápite, se esbozará una definición del Tribunal de 

Conducta, y se buscará establecer su naturaleza jurídica, para luego indicar las 

normas que le serían aplicables teniendo en cuenta esa naturaleza jurídica. 

A continuación, el tercer capítulo se centrará en las normas del Tribunal 

que regulan aspectos orgánicos del mismo. Específicamente, se examinará la 

composición del órgano objeto de estudio, la celebración de sus sesiones, el 

procedimiento de toma de decisiones, y el llamado Libro de Vida. 

En el cuarto acápite del presente trabajo de investigación, se efectuará 

un análisis en detalle de las distintas funciones del Tribunal de Conducta, las 

que se encuentran directa o indirectamente vinculadas al acceso por parte del 

interno a beneficios penitenciarios.  

En el quinto apartado se analizará la posibilidad de aplicar las 

disposiciones de la Ley Nº 19.880 que “establece bases de los procedimientos 



11 

 

administrativos que rigen los actos de los órganos de la Administración del 

Estado”5 (en adelante Ley Nº 19.880) y de sus principios a las normas que 

regulan al Tribunal de Conducta. 

En el sexto capítulo, serán expuestos todos aquellos puntos críticos 

detectados al examinar la regulación del Tribunal de Conducta. 

Específicamente, se darán a conocer las falencias que sean detectadas y que 

se encuentren relacionadas con la regulación propiamente tal, con los aspectos 

orgánicos del órgano en cuestión, con sus funciones, con los criterios utilizados 

para calificar la conducta, así como con la publicidad y la transparencia de su 

funcionamiento. 

Finalmente, se compartirán algunas conclusiones en relación a los 

resultados del análisis del Tribunal de Conducta, a las interrogantes que se han 

planteado, así como a los aspectos que debiera comprender una reforma en la 

materia. 

 

 

 

 

 

 

                                                           
5
 CHILE. Ministerio Secretaría General de la Presidencia. 2003. Ley 19.880: Establece las bases 

de los procedimientos administrativos que rigen los actos de los órganos de la administración 
del Estado.  
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CAPÍTULO I 

LA RELACIÓN JURÍDICA PENITENCIARIA 

 

1. Concepto y  características 

 

  La expresión relación jurídica ha sido definida como "la relación entre 

dos o más sujetos regulada por el derecho objetivo. Este atribuye a uno de los 

sujetos un poder y al otro, como contrapartida, un deber, que está en la 

necesidad de cumplir para satisfacer el interés que el sujeto titular del poder 

está llamado a realizar con el ejercicio del mismo"6.  

 Por su parte, el vínculo jurídico propio del Derecho Penitenciario, la 

llamada relación jurídica penitenciaria, ha sido entendido como “[la relación] que 

existe entre el Estado, representado por el ente administrativo penitenciario, y el 

interno”7.  

 En cuanto a sus características, cabe señalar en primer lugar que, 

siguiendo la definición citada, la relación jurídica penitenciaria se encuentra 

compuesta por los siguientes sujetos:  

 

                                                           
6ALESSANDRI, A., SOMARRIVA, M. y VODANOVIC, A. 1998. Tratado de Derecho Civil. Partes 
preliminar y general. Tomo primero. 1ª edición. Santiago, Editorial Jurídica de Chile. p. 293. 
7 KENDALL, S. 2010. Tutela judicial efectiva en la relación jurídica penitenciaria. 1ª ed. 
Santiago, Librotecnia. p. 23. 
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a) El Estado, el que se encuentra representado en este vínculo específico por la 

Administración Penitenciaria, la que se encuentra compuesta en Chile por el 

Ministerio de Justicia y Gendarmería8; y, 

  

b) La persona privada de libertad, concepto que engloba a los sujetos 

condenados, a los detenidos y a las personas sometidas a prisión preventiva9. 

 

 Por otra parte, la relación jurídica penitenciaria tiene su origen en un 

título jurídico, el cual dependerá de la situación en la que se encuentre el sujeto 

privado de libertad, pudiendo tratarse de: (i) una sentencia condenatoria firme, 

(ii) una orden de detención, o (iii) un decreto de prisión preventiva10.  

En tercer lugar, en cuanto a sus efectos en el tiempo, la relación jurídica 

penitenciaria adquiere vigencia desde el momento en que el condenado, el 

detenido o el imputado respecto del que se ha decretado la prisión preventiva 

ingresan al recinto penitenciario11. En otras palabras, no basta el ingreso al 

establecimiento penitenciario, sino que también se requiere la existencia de un 

título reconocido por la ley. En cuanto a la extinción de relación jurídica 

penitenciaria, en orden a que se produzca el cese de su vigencia, se hace 
                                                           
8 CORDERO, E. 2009. Informe en derecho: El control jurisdiccional de la actividad de la 
administración penitenciaria. En: DEFENSORÍA PENAL PÚBLICA. Doctrina procesal penal 
2009. Santiago, Defensoría Penal Pública. pp. 76-77. 
9 KENDALL, loc. cit. Véase también BENITO, R. 2007. La relación jurídica penitenciaria. Revista 
jurídica de la Universidad Autónoma de Madrid (15): 57-90 [en línea] 
<https://repositorio.uam.es/bitstream/handle/10486/4578/30547_A3.pdf?sequence=1> [consulta: 
10 de octubre de 2014]. p. 58. 
10KENDALL, loc. cit.  
11BENITO, loc. cit. 
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necesaria la salida del sujeto privado de libertad del establecimiento 

penitenciario, así como un hecho jurídico que dé lugar a esa salida (por ejemplo 

el cumplimiento de la condena o un indulto). 

 

2. Naturaleza de la relación jurídica penitenciaria   
 

 Al discutir la naturaleza de la relación jurídica penitenciaria, nos referimos 

a la forma en la que debe ser comprendido el vínculo entre el sujeto privado de 

libertad y la administración penitenciaria. Sobre este punto, no es posible 

constatar la existencia de un consenso, apreciándose divergencias tanto en la 

doctrina comparada como en la jurisprudencia de tribunales extranjeros. En el 

caso de la doctrina nacional y de la jurisprudencia de nuestros tribunales, en 

general no parece existir un debate acerca del tema. 

 Determinar la naturaleza que la relación jurídica penitenciaria posee en el 

ordenamiento jurídico de un país en específico es una tarea de absoluta 

importancia. En este sentido, adoptar una postura determinada influirá respecto 

del contenido que se atribuye al vínculo jurídico penitenciario. Específicamente, 

la asunción de un planteamiento teórico sobre la naturaleza de la relación 

jurídica penitenciaria implicará la atribución de mayores o menores derechos y 

cargas para cada una de las partes de la misma. 



15 

 

A continuación, sin perjuicio de la existencia de otras posiciones12, se 

expondrán dos visiones en particular sobre la naturaleza de la relación jurídica 

penitenciaria:   

 

a) La doctrina de la relación jurídica penitenciaria como una relación especial de 

sujeción; y, 

 

b) La comprensión del vínculo jurídico penitenciaria a partir del Derecho 

Internacional de los Derechos Humanos (en adelante DIDH). 

 

El motivo por el cual sólo se desarrollarán las visiones anteriores, es 

porque en el caso de la primera, se ha sostenido que por varias razones, en 

Chile la relación jurídica penitenciaria se concebiría como una relación especial 

de sujeción13. En tanto, la segunda visión será tratada en estas líneas ya que, 

aun cuando en nuestro ordenamiento puedan existir indicios que dan cuenta de 

que el ordenamiento jurídico penitenciario de nuestro país sigue la primera 

teoría, existen buenas razones para sostener que la relación jurídica 
                                                           
12 Véase KENDALL, op. cit., pp. 28-30. En la doctrina española, Faustino Rodríguez propone 
entender la relación jurídica penitenciaria como una relación administrativa que no es de 
relación especial de sujeción, y que debe orientarse a la resocialización. Borja Mapelli señala 
que la teoría de las relaciones especiales de sujeción debe ser reemplazada por el concepto de 
prestación de servicios públicos. Rivera Beira sostiene que la persona privada de libertad es un 
sujeto titular de derechos fundamentales pero con ciertas restricciones derivadas de su 
condición. De manera similar a lo planteado por la Corte Interamericana de Derechos Humanos, 
Kendall plantea que la relación jurídica penitenciaria tiene una naturaleza sui generis, en la que 
el Estado debe proteger y respetar los derechos fundamentales de la persona privada de 
libertad, salvo por aquellos que se ven restringidos por el contenido de la sentencia 
condenatoria. 
13 Ibídem, pp. 36-44. 
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penitenciaria debe ser comprendida a partir de lo que en el DIDH se ha 

señalado. 

  

2.1. La relación jurídica penitenciaria como una relación especial de 

sujeción 

 

 La teoría de las relaciones especiales de sujeción surgió en Alemania 

durante el siglo XIX. Si bien se ha sostenido que el germen de esta doctrina se 

encontraría en los trabajos de Georg Jellinek y Paul Laband, su formulación 

propiamente tal se atribuye a Otto Mayer14. La categoría de relación especial de 

sujeción surge de la distinción entre las relaciones del Estado con los 

ciudadanos, de las relaciones del Estado con los servidores15. Esta 

diferenciación da lugar a las categorías de relación de sujeción general y 

relación de sujeción especial16. Al primer tipo de relación se encontrarían 

sujetos los ciudadanos y se caracterizaría por la preminencia del principio de 

legalidad17. Por otro lado, a las relaciones especiales de sujeción quedarían 

sujetas algunas categorías de personas, y en ellas “la legalidad es más flexible 

                                                           
14 GUDÍN, F. La relación jurídico penitenciaria bajo la óptica del derecho administrativo. [en 
línea] <http://www.uned.es/dpto-derecho-politico/gudin.pdf> [consulta: 11 de octubre de 2014]. 
p.9. Véase también MAPPELLI,  B. 1993. Las relaciones especiales de sujeción y el sistema 
penitenciario. Estudios Penales y Criminológicos 14: 282-393. [en línea] 
<https://dspace.usc.es/bitstream/10347/4189/1/pg_281-394_penales16.pdf> [consulta: 9 de 
octubre de 2014]. p. 288. 

15 BENITO, loc. cit. Véase también CORDERO, op. cit., pp. 83-84.  
16 CORDERO, loc. Cit. 
17 Loc. Cit. 
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y permite intervenir en la esfera jurídica de estas personas rompiendo la regla 

de la reserva legal”18. Respecto a las relaciones especiales de sujeción, Mayer 

sostuvo:  

 

“Se designa como relación de sujeción la dependencia jurídica, en su sentido 

más amplio, en la que se encuentra el súbdito frente al Estado. Cuando aquí se 

habla de relación especial de sujeción, se hace entonces referencia a esa 

acentuada dependencia que se establece, en favor de un determinado fin de la 

Administración Pública, para todos aquellos que entren en esa prevista 

estructura especial”19.  

 

Más recientemente, la doctrina de las relaciones especiales de sujeción 

ha sido ampliamente tratada por la doctrina española. Así, Eduardo García de 

Enterría y Tomás Fernández Rodríguez han definido este tipo de relación como 

“aquel marco jurídico que sitúa a un individuo prescindiendo de su condición 

común de ciudadano y como consecuencia de la modificación de su estatus 

jurídico, adquiere el estatus específico de persona sujeto a un poder público – 

que no es el marco jurídico general – posibilitando que actúen sobre él unas 

                                                           
18 Loc. Cit. 
19 PENACHO, E. 1990. La flexibilización de los principios punitivos en las relaciones especiales 
de sujeción. [en línea] 
<http://www.mjusticia.gob.es/cs/Satellite/1292344069421?blobheader=application%2Fpdf&blob
headername1=Content-
Disposition&blobheadername2=EstudioDoctrinal&blobheadervalue1=attachment%3B+filename
%3D1990_1577.pdf&blobheadervalue2=1288777471194> [consulta: 9 de octubre de 2014]. p. 
4159. 
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potestades administrativas especiales y un marco preestructurado”20. Por su 

parte, López Benítez se refiere a este tipo de vínculos como “las  relaciones  

jurídico–administrativas caracterizadas por una duradera y efectiva inserción del 

administrado en la esfera organizativa de la Administración, a resultas de la cual 

queda sometido a un régimen jurídico peculiar que se traduce en un especial 

tratamiento de la libertad y de  los  derechos  fundamentales,  así  como  de sus 

instituciones  de garantías,  de forma adecuada a los fines típicos de cada 

relación”21.  

 De las diversas definiciones existentes, es posible apreciar que todas 

coinciden en que las personas partícipes de la relación especial de sujeción con 

el Estado, asumen en dicho vínculo, una posición en la que se encuentran 

sometidos al poder estatal (o más específicamente administrativo) de una forma 

más intensa y directa que el común de las personas, ello en aras de un interés 

público. 

 Ahora bien, se ha entendido que sólo ciertas categorías de personas se 

encuentran sujetas a las relaciones de sujeción especial como por ejemplo las 

personas privadas de libertad, los funcionarios públicos y militares, estudiantes, 

entre otros22. 

 Respecto a la situación específica de las personas privadas de libertad, 

se ha señalado: 

                                                           
20 KENDALL, op. cit., p. 25. 
21 GUDÍN, op. cit., p.10. 
22 PENACHO, loc. cit.  
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“El elemento principal que caracteriza al estado de privación de libertad es su 

sometimiento a un poder administrativo más intenso que el que se ejerce sobre 

el común de la ciudadanía. La internación en un centro penitenciario crea entre 

la administración y la persona recluida una relación de derecho público –

denominada relación de sujeción especial- que conlleva a una subordinación y 

dependencia total: quienes están privados de libertad dependen de la 

administración para desarrollar cualquiera de sus facetas vitales, tanto las 

materiales como las culturales”23. 

 

  El acogimiento de la categoría de relación especial de sujeción, implica 

un tratamiento diferenciado de las personas que se encuentran sometidas a una 

relación caracterizada por una obediencia más intensa, el que a su vez conlleva 

las siguientes consecuencias24: 

 

· Flexibilización del principio de legalidad y de la reserva de ley; 

                                                           
23 CENTRO DE DERECHOS HUMANOS. 2013. Personas privadas de libertad y medidas 
disciplinarias en Chile: análisis y propuestas desde una perspectiva derechos humanos. 
Santiago, Universidad de Chile, Facultad de Derecho. p. 24. 
24 DEFENSORÍA PENAL PÚBLICA. 2011. La doctrina de las relaciones de sujeción especial en 
la jurisprudencia. [en línea] <http://www.biblio.dpp.cl/biblio/DataBank/6021.pdf> [consulta: 9 de 
octubre de 2014]. pp. 2-3.  COTINO, L. 1999. Relaciones de especial sujeción: su diversa 
evolución en Alemania y España. Revista del Poder Judicial (55): 291-324. [en línea] 
<http://documentostics.com/component/option,com_docman/task,doc_view/gid,27/> [consulta: 
10 de octubre de 2014]. p. 297. 
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· Afectación de los derechos fundamentales por medio de normas de 

rango reglamentario25; y, 

· Control jurisdiccional restringido o inexistente de los actos 

administrativos.  

 

No obstante lo anterior, con el paso del tiempo la comprensión de la teoría 

de las relaciones especiales de sujeción ha variado26. En efecto, tanto en 

Alemania como en España, países en los cuales la postura en comento recibió 

una gran acogida por parte de la doctrina y la jurisprudencia, se reconoció que 

la existencia de vínculos administrativos más intensos no puede justificar la 

afectación arbitraria de los derechos fundamentales o la contravención al 

principio de legalidad27. El hito fundante de este proceso de cambio 

corresponde a una sentencia del Tribunal Constitucional Federal alemán, el cual 

resolvió el 14 de marzo de 1972 que la limitación de los Derechos 

Fundamentales sólo puede llevarse a cabo sólo en virtud de una ley o sobre la 

                                                           
25 Se ha expresado que la teoría de las “Relaciones de Sujeción Especial (RSE) ha sido la más 
utilizada para fundamentar restricciones a los derechos fundamentales de los reclusos. En aras 
de delimitar un concepto que defina qué se entiende por RSE, se puede señalar que dichas 
relaciones han de concebirse como aquella construcción jurídica que fundamenta un 
debilitamiento o disminución de los derechos de los ciudadanos, o de los sistemas 
institucionalmente previstos para su garantía, como consecuencia de una relación cualificada 
con los poderes públicos”. Véase DEFENSORÍA PENAL PÚBLICA, loc. cit. 
26 Incluso algunos han propuesto su reemplazo. Véase nota al pie Nº 9. 
27 Véase KENDALL, op. cit, pp.27-30. Para un estudio de la jurisprudencia del Tribunal 
Constitucional Español, véase COTINO, op. cit., pp. 301 y ss. 
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base de una ley28, y que las personas sometidas a una relación de sujeción 

especial deben gozar de una mayor protección jurisdiccional29.  

 

2.2. La relación jurídica penitenciaria desde la óptica del Derecho 

Internacional de los Derechos Humanos (DIDH). 

 

 Debido a la especial situación de vulnerabilidad de las personas privadas 

de libertad frente a las violaciones de derechos humanos –propiciada en gran 

parte por la desatención de los Estados-, el DIDH ha demostrado gran 

preocupación por la promoción y protección de los derechos de dichos sujetos. 

En parte, esta preocupación se ha plasmado en la consagración  de principios 

directamente relacionados con las personas privadas de libertad en 

instrumentos de derecho internacional vinculantes y no vinculantes, pero 

también en el desarrollo de tales principios por parte de órganos internacionales 

jurisdiccionales y cuasijurisdiccionales.  Incluso se ha logrado desarrollar una 

concepción específica de la relación jurídica penitenciaria.  

 No obstante la abundante cantidad de instrumentos de derecho 

internacional relacionados con las personas privadas de libertad existentes, en 

el presente trabajo sólo se tendrán en cuenta el Pacto Internacional de 

Derechos Civiles y Políticos (PIDCP), y la Convención Americana de Derechos 

                                                           
28 DEFENSORÍA PENAL PÚBLICA, op. cit., pp.4-6. COTINO, op. cit., pp. 297-301. 
29 COTINO, loc. cit. 
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Humanos (CADH), por tratarse de instrumentos de derecho internacional 

jurídicamente vinculantes de los cuales Chile es Estado Parte. Particularmente, 

a partir del PIDPC y de la CADH, se estudiarán el principio del trato humano, la 

finalidad del régimen penitenciario en el DIDH, y la teoría del Estado como 

garante de los derechos de la persona privada de libertad. 

 

2.2.1.  El principio del trato humano y la finalidad del régimen 

penitenciario 

 

El principio del trato humano consiste en “el deber de tratar 

humanamente, de acuerdo a su dignidad inherente, a las personas privadas 

libertad. Esto quiere decir que, en cuanto persona, el sujeto privado de libertad 

no pierde sus derechos fundamentales por ese hecho, sino que, por el 

contrario, goza de ellos de la misma manera que los ciudadanos libres, a 

excepción de los que ha sido despojado por la sentencia condenatoria y de 

ciertas restricciones que son consecuencia necesaria de la privación de 

libertad”30. 

En el sistema de Naciones Unidas, el principio en comento se encuentra 

reconocido por el artículo 10 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y 

Políticos (en adelante PIDCP), el que establece: 

 

                                                           
30 CENTRO DE DERECHOS HUMANOS, op. cit., p. 20. 
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“1. Toda persona privada de libertad será tratada humanamente y con el 

respeto debido a la dignidad inherente al ser humano.  

 

2. a) Los procesados estarán separados de los condenados, salvo en 

circunstancias excepcionales, y serán sometidos a un tratamiento distinto, 

adecuado a su condición de personas no condenadas;  

 

b) Los menores procesados estarán separados de los adultos y deberán ser 

llevados ante los tribunales de justicia con la mayor celeridad posible para su 

enjuiciamiento.  

 

3. El régimen penitenciario consistirá en un tratamiento cuya finalidad esencial 

será la reforma y la readaptación social de los penados. Los menores 

delincuentes estarán separados de los adultos y serán sometidos a un 

tratamiento adecuado a su edad y condición jurídica” 31. 

 

El Comité de Derechos Humanos, órgano de vigilancia del cumplimiento 

del PIDCP, profundiza el contenido del artículo 10 en su Observación General 

Nº 2132. Respecto al primer párrafo del artículo 10 que reconoce el principio del 

                                                           
31 ONU. Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos. Adoptado el 16 de diciembre de 
1966, con entrada en vigor el 23 de marzo de 1976. Ratificado por Chile el 10 de febrero de 
1972, promulgado por el Decreto Nº 778 de 30 de noviembre de 1976, publicado en el Diario 
Oficial el 29 de abril de 1989. 
32 COMITÉ DE DERECHOS HUMANOS. Observación general Nº 21 de 1992. 
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trato humano, el Comité señala que el mismo se aplica “a todas las personas 

privadas de libertad en virtud de las leyes y autoridad del Estado e internadas 

en prisiones, […] o en otras partes”33. Para el Comité, esta última obligación es 

positiva y además no puede depender de los recursos materiales del Estado 

Parte. Asimismo, de acuerdo al aludido órgano, en virtud del párrafo 1 “debe 

garantizarse el respeto de la dignidad de estas personas [privadas de libertad] 

en las mismas condiciones aplicables a las personas libres”34. A mayor 

abundamiento, para el Comité de Derechos Humanos las personas privadas de 

libertad “gozan de todos los derechos enunciados en el Pacto, sin perjuicio de 

las restricciones inevitables en condiciones de reclusión”35.  

Por último, cabe destacar que en cuanto a la finalidad del régimen 

penitenciario –aspecto que se encontraría vinculado al principio del trato 

humano36- (párrafo 3 del artículo 10), el Comité de Derechos Humanos sostiene 

que “[n]ingún sistema penitenciario debe estar orientado a solamente el castigo; 

esencialmente, debe tratar de lograr la reforma y la readaptación social del 

preso”37. 

Por otra parte, en el sistema interamericano, el artículo 5 de la 

Convención Americana de Derechos Humanos (en adelante CADH) plantea en 

                                                           
33 Loc. cit. 
34 Loc. cit. El destacado es nuestro. 
35 Loc. cit. El destacado es nuestro. 
36 CENTRO DE DERECHO HUMANOS, op. cit., p.21. 
37 COMITÉ DE DERECHOS HUMANOS, loc. cit. 



25 

 

los mismos términos del PIDCP el principio del trato humano y la finalidad del 

régimen penitenciario, disponiendo: 

 

“Derecho a la Integridad Personal 

 

 1. Toda persona tiene derecho a que se respete su integridad física, psíquica y 

moral. 

 

 2. Nadie debe ser sometido a torturas ni a penas o tratos crueles, inhumanos o 

degradantes.  Toda persona privada de libertad será tratada con el respeto 

debido a la dignidad inherente al ser humano. 

 

 3. La pena no puede trascender de la persona del delincuente. 

 

 4. Los procesados deben estar separados de los condenados, salvo en 

circunstancias excepcionales, y serán sometidos a un tratamiento adecuado a 

su condición de personas no condenadas. 

 

5. Cuando los menores puedan ser procesados, deben ser separados de los 

adultos y llevados ante tribunales especializados, con la mayor celeridad 

posible, para su tratamiento. 
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 6. Las penas privativas de la libertad tendrán como finalidad esencial la reforma 

y la readaptación social de los condenados”38. 

 

 Sobre el principio del trato humano, la Corte Interamericana de Derechos 

Humanos (en adelante Corte IDH) ha expresado: 

 

“La Corte ha especificado que toda persona privada de la libertad tiene derecho 

a vivir en condiciones de detención compatibles con su dignidad personal y que 

el Estado debe garantizar el derecho a la vida y a la integridad personal de los 

detenidos. Como responsable de los establecimientos de detención, el Estado 

debe garantizar a los reclusos la existencia de condiciones que dejen a salvo 

sus derechos”39. 

 

2.2.2. El Estado como garante de los derechos de la persona privada de 

libertad 

 

                                                           
38 OEA. Convención Americana de Derechos Humanos, adoptada el  22 de noviembre de 1969., 
con entrada en vigor el 18 de julio de 1978. Ratificada por Chile el 10 de agosto de 1990, 
promulgada por el Decreto Nº 873 de 23 de agosto de 1990, publicado en el Diario Oficial el 5 
de enero de 1991. 
39 CORTE IDH. Caso Raxcacó Reyes vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia 
de 15 de septiembre de 2005. Serie C No 133, párr. 95. En el mismo sentido: CORTE IDH. 
Caso Fermín Ramírez vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 20 de junio 
de 2005. Serie C No. 126, párr. 118; CORTE IDH. Caso Caesar vs. Trinidad y Tobago. Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 11 de marzo de 2005. Serie C No. 123, párr. 96; CORTE 
IDH. Caso Lori Berenson Mejía vs. Perú. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 25 de 
noviembre de 2004. Serie C No. 119, párr. 102; y CORTE IDH. Caso Tibi vs. Ecuador. 
Excepciones preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 07 de septiembre de 
2004. Serie C No. 114, párr. 150. 
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En el sistema interamericano, la Comisión Interamericana de Derechos 

Humanos (en adelante la Comisión) y la Corte IDH han desarrollado una 

concepción particular sobre la relación jurídica penitenciaria, en la cual el 

Estado debe ocupar el rol de garante de los derechos de las personas privadas 

de libertad. 

 Dicha postura encontraría su fundamento normativo  en el artículo 1.1 de 

la CADH, disposición que establece para los Estados partes las obligaciones 

generales de respeto y garantía de los derechos reconocidos en ese 

instrumento:  

 

“Obligación de Respetar los Derechos 

 

1. Los Estados Partes en esta Convención se comprometen a respetar los 

derechos y libertades reconocidos en ella y a garantizar su libre y pleno 

ejercicio a toda persona que esté sujeta a su jurisdicción, sin discriminación 

alguna por motivos de raza, color, sexo, idioma, religión, opiniones políticas 

o de cualquier otra índole, origen nacional o social, posición económica, 

nacimiento o cualquier otra condición social”. 

 

La obligación de respeto consiste en “cumplir directamente la conducta 

establecida en cada norma convencional, ya sea absteniéndose de actuar o 
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dando una prestación”40. La obligación de garantía en cambio, consiste en “en 

la obligación que asume el Estado de promover, a través de sus órganos, la 

posibilidad real y efectiva de que las personas sujetas a su jurisdicción ejerzan 

los derechos y disfruten las libertades que se les reconocen”41. Si bien el 

artículo 1.1 de la CADH estipula que los Estados deben cumplir con las 

obligaciones de respeto y garantía sin discriminación alguna, ello no obsta a 

que el Estado deba tomar medidas especiales respecto a personas que se 

encuentren en situaciones de vulnerabilidad, como los sujetos privados de 

libertad. A este respecto, la Corte IDH ha señalado que “de las obligaciones 

generales de respetar y garantizar los derechos, derivan deberes especiales, 

determinables en función de las particulares necesidades de protección del 

sujeto de derecho, ya sea por su condición personal o por la situación 

específica en que se encuentre”42.  

En relación a la situación específica de las personas privadas de libertad, la 

Corte IDH ha calificado como una relación de sujeción especial al vínculo 

existente entre los internos y el Estado43. En dicho vínculo, “las autoridades 

                                                           
40 NASH, C. 2012. Derecho Internacional de los Derechos Humanos en Chile. Recepción y 
aplicación en el ámbito interno. Santiago, Universidad de Chile, Facultad de Derecho. p. 34. 
41 Ibídem, p.35. 
42 CORTE IDH, Caso Vélez Loor Vs. Panamá. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones 
y Costas. Sentencia de 23 de noviembre de 2010 Serie C No. 218, párr. 98; CORTE IDH, Caso 
de la Masacre de Pueblo Bello Vs. Colombia. Sentencia de 31 de enero de 2006. Serie C No. 
140, párr. 111; CORTE IDH, Caso González y otras (“Campo Algodonero”) Vs. México. 
Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 16 de noviembre de 2009. 
Serie C No. 205, párr. 243. 
43 CORTE IDH, Caso “Instituto de Reeducación del Menor” Vs. Paraguay. Sentencia de 2 de 
septiembre de 2004. Serie C No. 112, párrs. 152 y 153. Véase también, CORTE IDH, Caso 
Montero Aranguren y otros (Retén de  Catia). Sentencia de 5 de julio de 2006. Serie C No. 
150, párr. 87 
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estatales ejercen un control total sobre la persona que se encuentra sujeta a su 

custodia”44. Sin embargo, en la concepción de los órganos del sistema 

interamericano, como contrapartida del control absoluto, el Estado se constituye 

como garante de los derechos del sujeto privado de libertad. Sobre este último 

punto, la Corte señaló por primera vez en el caso Neira Alegría y otros45 que 

“toda persona privada de libertad tiene derecho a vivir en condiciones de 

detención compatibles con su dignidad personal y el Estado debe garantizarle el 

derecho a la vida y a la integridad personal. En consecuencia, el Estado, como 

responsable de los establecimientos de detención, es el garante de estos 

derechos de los detenidos”46.  

 Posteriormente, la Corte IDH a partir del caso Instituto de Reeducación 

del Menor, desarrolló con mayor profundidad la idea del Estado como garante47 

señalando: 

 

“Frente a las personas privadas de libertad, el Estado se encuentra en 

una posición especial de garante, toda vez que las autoridades penitenciarias 

ejercen un fuerte control o dominio sobre las personas que se encuentran 

sujetas a su custodia. De este modo, se produce una relación e interacción 

                                                           
44 COMISIÒN INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS. Informe de las personas 
privadas de libertad en las Américas, p. 18. Véase también CORTE IDH, Asunto María Lourdes 
Afiuni respecto Venezuela, Resolución del Presidente de la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos  de 10 de diciembre de 2010, Considerando 11; CORTE IDH, Caso Bulacio Vs. 
Argentina. Sentencia de 18 de septiembre de 2003. Serie C No. 100, párr. 126.   
45 COMISIÒN INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS, loc. cit. 
46 CORTE IDH, Caso Neira Alegría y otros Vs. Perú. Sentencia de 19 de enero de 1995. Serie C 
No. 20, párr. 60. 
47 COMISIÒN INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS, loc. cit. 
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especial de sujeción entre la persona privada de libertad y el Estado, 

caracterizada por la particular intensidad con que el Estado puede regular sus 

derechos y obligaciones y por las circunstancias propias del encierro, en donde 

al recluso se le impide satisfacer por cuenta propia una serie de necesidades 

básicas que son esenciales para el desarrollo de una vida digna.  

 

Ante esta relación e interacción especial de sujeción entre el interno y el 

Estado, este último debe asumir una serie de responsabilidades particulares y 

tomar diversas iniciativas especiales para garantizar a los reclusos las 

condiciones necesarias para desarrollar una vida digna y contribuir al goce 

efectivo de aquellos derechos que bajo ninguna circunstancia pueden 

restringirse o de aquéllos cuya restricción no deriva necesariamente de la 

privación de libertad y que, por tanto, no es permisible. De no ser así, ello 

implicaría que la privación de libertad despoja a la persona de su titularidad 

respecto de todos los derechos humanos, lo que no es posible aceptar”48. 

 

 En un sentido similar, la Comisión ha sostenido: 

                                                           
48 CORTE IDH. Caso Instituto de reeducación del menor vs. Paraguay. Excepciones 
preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 2 de septiembre de 2004. Serie C 
No 112, párrs. 152 y 153. En el mismo sentido: CORTE IDH. Caso Pacheco Teruel y otros vs. 
Honduras. Excepciones preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 27 de abril 
de 2012. Serie C No 206, párrs. 63 y 64; CORTE IDH. Caso Yvone Neptune vs. Haití. Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 6 de mayo de 2008. Serie C No 180, párr. 130; CORTE 
IDH. Caso Fleury y otros vs. Haití. Fondo y Reparaciones. Sentencia de 23 de noviembre de 
2011. Serie C No 236, párrs. 83 y 84; CORTE IDH. Caso Montero Aranguren y otros (Retén de 
Catia) vs. Venezuela. Excepción preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 5 de 
julio de 2006. Serie C No 150, párr. 87. 
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“[E]l Estado, al privar de libertad a una persona, se coloca en una especial 

posición de garante de su vida e integridad física. Al momento de detener a un 

individuo, el Estado lo introduce en una "institución total", como es la prisión, en 

la cual los diversos aspectos de su vida se someten a una regulación fija, y se 

produce un alejamiento de su entorno natural y social, un control absoluto, una 

pérdida de intimidad, una limitación del espacio vital y, sobre todo, una radical 

disminución de las posibilidades de autoprotección. Todo ello hace que el acto 

de reclusión implique un compromiso específico y material de proteger la 

dignidad humana del recluso mientras esté bajo su custodia, lo que incluye su 

protección frente a las posibles circunstancias que puedan poner en peligro su 

vida, salud e integridad personal, entre otros derechos”49. 

 

 De acuerdo a lo señalado por la Corte IDH y por la Comisión, en la 

concepción del Sistema Interamericano de Derechos Humanos, el Estado en 

cuanto garante debe asumir una posición activa respecto de los derechos de la 

persona privada de libertad que no se vean afectados en forma inherente o 

necesaria por el acto de privación de libertad. Lo anterior conlleva que el Estado 

no sólo se encuentra obligado –como parte de la obligación de respeto- a 

abstenerse de actuar para cumplir con los mandatos establecidos por las 

                                                           
49 COMISIÒN INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS, Informe Especial sobre la 
Situación de los Derechos Humanos en la Cárcel de Challapalca,  párr. 113; véase también 
Informe No. 41/99, Caso 11.491, Fondo, Menores Detenidos, Honduras, 10 de marzo de 1999, 
párr. 135. 
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normas de la CADH, sino que además –en virtud de la misma obligación- debe 

llevar a cabo acciones positivas para cumplir con dichos mandatos  y –como 

parte de la obligación de garantía-  para crear condiciones que permitan el goce 

y ejercicio efectivos de los derechos reconocidos.  

Por último, respecto a rol de garante del Estado, la Comisión ha puesto 

énfasis en que las obligaciones que implica dicha posición no sólo recaen en el 

aparato administrativo y judicial, sino que también incumbe al poder legislativo. 

Sobre ese punto, la Comisión ha manifestado: 

  

“[E]l ejercicio por parte del Estado de su posición de garante de los 

derechos de las personas privadas de libertad es una tarea compleja en la que 

confluyen competencias de distintas instituciones del Estado. Que van, desde 

los órganos ejecutivo y legislativo, encargados de trazar políticas penitenciarias 

y legislar el ordenamiento jurídico necesario para la implementación de tales 

políticas, hasta entidades administrativas y autoridades que ejercen sus 

funciones directamente en las cárceles. Está en manos de la judicatura, 

además de la tramitación de las causas penales; el control de la legalidad del 

acto de la detención; la tutela judicial de las condiciones de reclusión; y el 

control judicial de la ejecución de la pena privativa de la libertad"50. 

 

                                                           
50 COMISIÒN INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS. Informe de las personas 
privadas de libertad en las Américas, p. 20.  
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3. Naturaleza de la relación jurídica penitenciaria en el ordenamiento 

jurídico chileno.  

 

A nivel constitucional, no existe norma alguna que se pronuncie 

específicamente sobre la relación jurídica penitenciaria o sobre la situación de 

las personas privadas de libertad51. En este sentido, en la Carta Fundamental 

sólo existirían “normas generales referentes al principio de legalidad de las 

penas (artículo 19 N° 3 incisos séptimo y octavo), la libertad personal (artículo 

19 N° 7 letras b y d), recurso o acción constitucional de amparo (artículo 21) y la 

referente a la facultad exclusiva de los tribunales de juzgar y hacer ejecutar lo 

juzgado (artículo 73)”52. Sin embargo, se ha argumentado que el principio del 

trato humano se encontraría indirectamente reconocido por el inciso 4° del 

artículo 1 de la Constitución53, el cual establece: 

 

“El Estado está al servicio de la persona humana y su finalidad es promover el 

bien común, para lo cual debe contribuir a crear las condiciones sociales que 

permitan a todos y a cada uno de los integrantes de la comunidad nacional su 

mayor realización espiritual y material posible, con pleno respeto a los derechos 

y garantías que esta Constitución establece”. 

 

                                                           
51 KENDALL, op. cit., p. 31. 
52 Loc. cit. 
53 CENTRO DE DERECHOS HUMANOS, op. cit., p. 20. 
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Sin perjuicio de lo anterior, en nuestro ordenamiento deben aplicarse las 

normas sobre derechos humanos contemplados en el PIDCP y en la CADH 

(incluyendo aquellos los principios relacionados con las personas privadas de 

libertad, expuestos en el apartado anterior), con jerarquía constitucional o 

supralegal. Lo anterior supone referirse a la recepción de los tratados 

internacionales en el derecho nacional, la que dice relación con  “de qué modo 

las normas internacionales adquieren validez dentro del ordenamiento jurídico 

interno del Estado, es decir, qué requisitos son necesarios para que estas 

normas puedan ser invocadas directamente ante los tribunales nacionales y qué 

lugar ocupan en la estructura jerárquica de las normas”54. En el ordenamiento 

nacional, la Constitución desde su reforma en el 2005, señala en el N° 1 de su 

artículo 54: 

 

“Son atribuciones del Congreso:  

 

1) Aprobar o desechar los tratados internacionales que le presentare el 

Presidente de la República antes de su ratificación. La aprobación de 

un tratado requerirá, en cada Cámara, de los quórum que 

corresponda, en conformidad al artículo 66, y se someterá, en lo 

pertinente, a los trámites de una ley. […] 

 

                                                           
54 NASH, op. cit., p. 15. 
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De conformidad a lo establecido en la ley, deberá darse debida 

publicidad a hechos que digan relación con el tratado internacional, 

tales como su entrada en vigor, la formulación y retiro de reservas, las 

declaraciones interpretativas, las objeciones a una reserva y su retiro, 

la denuncia del tratado, el retiro, la suspensión, la terminación y la 

nulidad del mismo”55. 

 

No obstante las distintas posiciones que puedan plantearse a partir del 

artículo 54 N° 1 de la Constitución, en cuanto al momento específico en el que 

un tratado se entiende incorporado al derecho interno, lo cierto es que tanto el 

PIDCP como la CADH se encuentran debidamente aprobados por el Congreso, 

como también promulgados a través de decretos debidamente publicados56. 

Por lo tanto, ambos instrumentos forman parte del ordenamiento jurídico chileno 

y deben ser considerados como derecho aplicable. 

 Luego de reconocer el carácter de derecho aplicable del PIDCP y de la 

CADH, cabe preguntarse por la jerarquía que ocuparían en el derecho interno 

las normas sobre derechos humanos consagradas en tratados, cuestión que ha 

sido objeto de una amplia discusión en la doctrina y jurisprudencia nacional. A 

pesar de la inexistencia de un consenso, consideramos que existen variadas 

                                                           
55 CHILE. Ministerio Secretaría General de la Presidencia. 2005. Constitución Política de la 
República de Chile. El destacado es nuestro. 
56 El PIDCP fue promulgado por el Decreto Supremo N° 778 de 1976 del Ministerio de 
Relaciones Exteriores , publicado en el Diario Oficial el 29 de abril de 1989. La CADH fue 
promulgada por el Decreto Supremo N° 873de 1990 del Ministerio de Relaciones Exteriores, 
publicado en el Diario Oficial el 5 de enero de 1991.  
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razones para sostener la jerarquía constitucional de las normas de tratados 

sobre derechos humanos57. Desde un punto de vista estrictamente normativo, 

la idea anterior puede desprenderse del inciso 2° del artículo 5° de la 

Constitución, el cual dispone: 

 

“El ejercicio de la soberanía reconoce como limitación el respeto a los derechos 

esenciales que emanan de la naturaleza humana. Es deber de los órganos del 

Estado respetar y promover tales derechos, garantizados por esta Constitución, 

así como por los tratados internacionales ratificados por Chile y que se 

encuentren vigentes”. 

 

 En todo caso, incluso si no se aceptara la tesis sobre la jerarquía 

constitucional de las normas de tratados sobre derechos humanos58, a lo 

menos tendría que reconocerse a estas una jerarquía supralegal, que es 

aquella que la jurisprudencia nacional reconoce a los tratados en forma 

unánime. Para los objetivos del presente trabajo, aducir una jerarquía 

supralegal no impediría concluir eventualmente que las normas del Tribunal de 

Conducta contravienen una disposición del  DIDH, pues –como veremos- el 

órgano en comento se encuentra regulado por normas legales e infralegales. 

                                                           
57 Una sólida argumentación para sostener la jerarquía constitucional puede encontrarse en 
NASH, op. cit. 
58 CHILE. Ministerio Secretaría General de la Presidencia. 2005. Constitución Política de la 
República de Chile. 
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 Sin perjuicio de lo dicho anteriormente, resulta necesario preguntarse 

qué ocurre con la Observación General N° 21 del Comité de Derechos 

Humanos, y con la jurisprudencia de la Corte IDH. Por un lado, si bien las 

Observaciones Generales usualmente son definidas como una “interpretación 

autorizada” de los tratados por parte de los órganos de vigilancia de los 

mismos, expresión que podría plantear dudas en torno a la obligatoriedad de las 

mismas, se reconoce en general que estos instrumentos no tienen un efecto 

vinculante59. Las Observaciones Generales consisten más bien en guías de 

interpretación. Entonces, si bien la Observación General N° 21 del Comité de 

Derechos Humanos constituye un recurso que –en virtud de la buena fe- debe 

ser considerado al momento de aplicar las normas del PIDCP, en el caso de no 

hacerlo no es posible expresar que “se contraviene la Observación General Nº 

21”. 

En el caso de la jurisprudencia de la Corte IDH, el propio órgano, ha 

señalado en relación al control de convencionalidad –que obliga a todas las 

autoridades públicas60- que debe tenerse en cuenta no sólo la CADH, sino 

también la interpretación que del mismo ha realizado la Corte IDH, intérprete 

último de la CADH61. Por su parte, el juez de la Corte IDH, Ferrer Mac-Gregor, 

                                                           
59 BLAKE, C. 2008. Normative instruments in international human rights law: locating the general 
comment. [en línea] < http://www.chrgj.org/publications/docs/wp/blake.pdf> [consulta: 15 de 
octubre de 2014]. pp. 23-34. 
60 CORTE IDH. Caso Gelman vs. Uruguay. Fondo y Reparaciones. Sentencia de 24 de febrero 
de 2011. Serie C Nº 221, párr. 239. 
61 FERRER, E. 2011. Interpretación conforme y control difuso de convencionalidad. El nuevo 
paradigma para el juez mexicano. Estudios Constitucionales 9(2): 531-622. [en línea]. pp. 582-
583. <http://www.scielo.cl/pdf/estconst/v9n2/art14.pdf> [consulta: 9 de octubre de 2014].  
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señaló en su voto razonado en la sentencia del Caso Cabrera García y Montiel 

Flores vs. México que “la jurisprudencia de la Corte IDH adquiere ‘eficacia 

directa’ en todos los Estados nacionales que han reconocido expresamente su 

jurisdicción, con independencia de que derive de un asunto donde no han 

participado formalmente como ‘parte material’ ya que al ser la Corte IDH el 

órgano jurisdiccional internacional del Sistema Interamericano de Protección de 

Derechos Humanos, cuya función esencial es la aplicación e interpretación de 

la Convención Americana, sus interpretaciones adquieren el mismo grado de 

eficacia del texto convencional”62. Por consiguiente, al incorporar al 

ordenamiento nacional las normas de la CADH, debería tenerse 

obligatoriamente en cuenta la jurisprudencia de la Corte IDH que interpreta 

dichas normas. 

Volviendo a las disposiciones directamente establecidas por el 

ordenamiento jurídico chileno, en el caso del Decreto Supremo Nº 518 de 1998 

que establece el Reglamento de Establecimientos Penitenciarios63 (en adelante 

REP) -principal cuerpo normativo de Derecho Penitenciario-, este contiene 

varias normas referidas a la relación jurídica penitenciaria y a la actividad 

penitenciaria, las que incorporan como un elemento de importancia los 

                                                           
62 CORTE IDH. Caso Cabrera García y Montiel Flores vs. México. Excepción Preliminar, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 26 de noviembre de 2010. Serie C Nº 220. Voto razonado 
del juez Ferrer Mac-Gregor, párr. 63. 
63 CHILE. Ministerio de Justicia. 1998. Decreto 518: Reglamento de establecimientos 
penitenciarios. Promulgado el 22 de mayo de 1998 y publicado el 21 de agosto de 1998. 
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derechos de los privados de libertad y los principios específicos sobre ellos 

desarrollados en el DIDH.  

En efecto, y en primer lugar, el artículo 1 del REP  se refiere a los fines 

de la actividad penitenciaria, disponiendo: 

 

“La actividad penitenciaria se regirá por las normas establecidas en el presente 

Reglamento y tendrá como fin primordial tanto la atención, custodia y asistencia 

de detenidos, sujetos a prisión preventiva y condenados, como la acción 

educativa necesaria para la reinserción social de los sentenciados a penas 

privativas de libertad o sustitutivas de ellas”64. 

 

Si bien el artículo 1 señala como uno de los fines de la actividad 

penitenciaria la reinserción social a través de la acción educativa , la disposición 

no parece coincidir plenamente con los estándares de DIDH analizados. Estos 

últimos, plantean como fin del sistema penitenciario la reinserción social, pero 

en términos genéricos, sin restringir los medios de consecución de ese fin a 

acciones educativas.  

Por otra parte, el artículo 2 del REP, reconoce parte del principio de trato 

humano, al establecer el carácter de sujeto de derechos fundamentales de la 

persona privada de libertad: 

 

                                                           
64 CHILE. Ministerio de Justicia. 1998. Decreto 518: Reglamento de establecimientos 
penitenciarios. 
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 "Será principio rector de dicha actividad [penitenciaria] el antecedente que el 

interno se encuentra en una relación de derecho público con el Estado, de 

manera que fuera de los derechos perdidos o limitados por su detención, prisión 

preventiva o condena, su condición jurídica es idéntica a la de los ciudadanos 

libres" 65. 

 

Por su parte, los artículos 5 inciso 2º, y 6 en su inciso 3°, disponen 

respectivamente: 

 

“La Administración Penitenciaria procurará la realización efectiva de los 

derechos humanos compatibles con la condición del interno”66. 

 

“La Administración Penitenciaria velará por la vida, integridad y salud de los 

internos y permitirá el ejercicio de los derechos compatibles con su situación 

procesal”67. 

 

Los dos incisos citados atribuyen a la Administración Penitenciaria 

funciones relacionadas con los derechos de las personas privadas de libertad: 

el inciso 2° del artículo 5 del REP apunta a la realización efectiva de tales 

                                                           
65 CHILE. Ministerio de Justicia. 1998. Decreto 518: Reglamento de establecimientos 
penitenciarios. 
66 CHILE. Ministerio de Justicia. 1998. Decreto 518: Reglamento de establecimientos 
penitenciarios. 
67 CHILE. Ministerio de Justicia. 1998. Decreto 518: Reglamento de establecimientos 
penitenciarios. 
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derechos (aunque no es claro por la redacción del artículo si se trata de una 

obligación o de un fin deseable), mientras que el inciso 3° del artículo 6 se 

refiere a permitir el ejercicio de los derechos. 

 Por último, el artículo 4 del mismo reglamento, expresa: 

 

"La actividad penitenciaria se desarrollará con las garantías y dentro de los 

límites establecidos por la Constitución Política de la República, los tratados 

internacionales ratificados por Chile y vigentes, las leyes y sus reglamentos y 

las sentencias judiciales. 

 

Los funcionarios que quebranten estos límites incurrirán en responsabilidad, de 

acuerdo con la legislación vigente"68. 

 

 El artículo citado, no hace más que reiterar el principio de legalidad, 

contenido en el artículo 6 de la Constitución Política de la República, pero en lo 

referido al ámbito penitenciario. Lo importante es que la disposición estipula que 

la actividad penitenciaria encuentra límites no sólo en lo dispuesto por la 

Constitución Política, sino también en los tratados internaciones ratificados por 

Chile y vigentes. 

                                                           
68 CHILE. Ministerio de Justicia. 1998. Decreto 518: Reglamento de establecimientos 
penitenciarios.  
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A pesar de que los artículos del REP mencionados, en general siguen la 

misma línea de los estándares del DIDH analizados, desafortunadamente la 

aplicación de los mismos se ve limitada por distintas razones.  

 En primer lugar,  la naturaleza reglamentaria del REP provoca que el 

contenido de los artículos analizados, no posea la jerarquía normativa suficiente 

como para constituirse como principios de general aplicación en el 

ordenamiento jurídico interno. De esta manera, podría decirse que los artículos 

analizados del REP representan solamente declaraciones de buenas 

intenciones.  Al respecto, si bien hace referencia al artículo 1 del reglamento en 

comento, estimamos como aplicable a los demás artículos del REP lo 

expresado por HORVITZ, quien estima que “dicha declaración [del artículo 1], 

contenida en un cuerpo de rango reglamentario, no posee el estatus legal 

suficiente para servir de directriz orientadora del sistema general de penas en el 

ordenamiento jurídico chileno"69. Asimismo, el hecho de que el principal cuerpo 

normativo en materia penitenciaria se encuentre regulado en una normal 

infralegal, “pone en evidencia que ha habido una escasa preocupación, sobre 

todo de las autoridades políticas por abordar un área tan sensible como son los 

derechos que le corresponden a quienes se encuentran privados de libertad”70.  

En segundo lugar, los artículos analizados sólo imponen las obligaciones 

expresadas a la Administración Penitenciaria, y no al Estado en general, lo cual 

                                                           
69 KENDALL, op. cit., p. 37. 
70CARNEVALI, R. y MALDONADO F. 2013. El tratamiento penitenciario en Chile. Especial 
atención a problemas de constitucionalidad. Ius et Praxis 19(2): 385-418 [en línea] 
<http://www.scielo.cl/pdf/iusetp/v19n2/art12.pdf> [consulta: 10 de octubre de 2014]. p.406. 
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desde nuestro punto de vista, excluye a los demás componentes del Estado del 

cumplimiento de las cargas mencionadas. 

 En tercer lugar, el contenido de los artículos del REP analizados no se 

encontraría respaldado según KENDALL, por un adecuado sistema de tutela 

efectiva de los derechos de las personas privadas de libertad. En efecto, si bien 

existen una serie de mecanismos que permiten intentar mitigar las afectaciones 

de Derechos Fundamentales o impugnar decisiones que los limiten (como las 

acciones de protección, amparo, y recursos administrativos), ello no implica que 

nos encontremos frente a un sistema de tutela efectiva71. 

 En este punto, debemos señalar –a modo de conclusión del presente 

acápite-  qué naturaleza tendría en nuestro ordenamiento la relación jurídica 

penitenciaria. Al respecto, a pesar que se ha advertido que existen en nuestro 

ordenamiento jurídico serios indicios normativos de una comprensión de la 

relación jurídica penitenciaria como una relación de sujeción especial72, 

estimamos que el vínculo jurídico penitenciario debe ser entendido e 

interpretado a partir de lo establecido por el DIDH. En este sentido, si bien las 

normas penitenciarias que se ajustan a la visión del DIDH sobre el vínculo 

jurídico penitenciario –antes analizadas- no gozan de una jerarquía suficiente, 

ello no impide que las disposiciones analizadas del DIDH se encuentren 

integradas en nuestro ordenamiento jurídico con una jerarquía a lo menos 

                                                           
71KENDALL, op. cit., pp. 162-175. 
72 Ibídem, pp. 36-44. 
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supralegal. Asimismo, tampoco obsta a la aplicación de las normas del DIDH 

analizadas el hecho de que existan en nuestro ordenamiento normas que den 

cuenta de un posible reconocimiento de la teoría de las relaciones especiales 

de sujeción, toda vez que estas últimas normas gozan de una jerarquía menor 

respecto de las primeras. Por consiguiente, estimamos que en nuestro 

ordenamiento jurídico, la relación jurídica penitenciaria debe ser comprendida e 

interpretada a partir de lo que en el DIDH se ha prescrito y señalado. 
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CAPÍTULO II 

CONCEPTO Y NATURALEZA JURÍDICA DEL TRIBUNAL DE CONDUCTA 

CONTEMPLADO EN EL DECRETO SUPREMO Nº 2.442 DE 1926. NORMAS 

APLICABLES 

 

1. Concepto del Tribunal de Conducta 

 

Las normas penitenciarias no proporcionan una definición del Tribunal de 

Conducta, como tampoco se ha intentado en doctrina esbozar una definición del 

referido órgano. Con todo, es posible señalar que el Tribunal de Conducta  es 

un órgano administrativo colegiado creado por el Reglamento de la Ley de 

Libertad Condicional, perteneciente a Gendarmería y existente en todos los 

establecimientos penitenciarios en que se encuentren personas cumpliendo 

penas privativas de libertad, y cuya principal función es la calificación periódica 

y consensuada –respecto de dichos sujetos- de diversos aspectos englobados 

bajo la noción de conducta, factor relacionado con el acceso a beneficios 

penitenciarios. 

 

2. Naturaleza jurídica del Tribunal de Conducta 
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La interrogante acerca de la naturaleza jurídica del Tribunal de Conducta 

no es en caso alguno trivial. En efecto, la respuesta a dicha pregunta permitirá 

establecer con mayor precisión el conjunto de normas aplicables  al órgano en 

estudio. 

Debido a su denominación, resulta imperativo analizar en primer lugar si 

el Tribunal de Conducta es o no un tribunal. Argumentos que podrían hablar a 

favor de una naturaleza jurisdiccional son por una parte, la denominación de 

“Tribunal” del órgano en cuestión,  y por otra, la calificación de “sentencia” que 

ha recibido el pronunciamiento del Tribunal de Conducta a través del cual se 

sugiere o no el otorgamiento de la Libertad Condicional al sujeto privado de 

libertad73. Con todo, las consideraciones semánticas anteriores devienen 

estériles pues el artículo 5 del Código Orgánico de Tribunales no contempla al 

Tribunal de Conducta ni como tribunal ordinario, ni como especial perteneciente 

al Poder Judicial. Establecer si el Tribunal de Conducta es o no un tribunal 

especial que no pertenece al Poder Judicial no es una tarea simple, toda vez 

que no existe una lista taxativa de órganos que gocen de ese carácter. Empero, 

una razón para negarle la naturaleza anterior al Tribunal de Conducta, es que el 

artículo 76 de la Constitución dispone en su inciso 1°: 

                                                           
73 Véase Oficio Circular N° 14.22.00.66/00, "Reitera e imparte instrucciones del proceso de 
Libertad Condicional", emitido por Subdirector Técnico de Gendarmería. En este acto 
administrativo, la Subdirección Técnica hace presente que "una vez que se realice la discusión 
y análisis de los elementos de juicio respecto de cada uno de los postulantes, [el Tribunal de 
Conducta] deberá traducir el acuerdo al cual arribó este órgano en una Sentencia del Tribunal 
de Conducta […]". El subrayado es nuestro. 
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“La facultad de conocer de las causas civiles y criminales, de resolverlas y de 

hacer ejecutar lo juzgado, pertenece exclusivamente a los tribunales 

establecidos por la ley […]”74. 

 

Por su parte, el inciso 4º del artículo 5 del Código Orgánico de Tribunales 

dispone:  

 

“[Los tribunales especiales que no forman parte del Poder Judicial]  se regirán 

por las leyes que los establecen y reglamentan, sin perjuicio de quedar sujetos 

a las disposiciones generales de este Código”75. 

 

El Tribunal de Conducta, a diferencia de los órganos que son calificados 

como tribunales especiales que no forman parte del Poder Judicial, no se 

encuentra regulado por una ley en sentido estricto (como por ejemplo los 

Tribunales Tributarios76) o por un Decreto Ley (como por ejemplo el Tribunal de 

Defensa de la Libre Competencia77), sino que se encuentra establecido por un 

Decreto Supremo que fija un reglamento, norma cuya jerarquía es inferior a la 

                                                           
74 CHILE. Ministerio Secretaría General de la Presidencia. 2005. Constitución Política de la 
República de Chile. 
75 CHILE. Ministerio de Justicia. 1943. Ley 7.421: Aprueba el Código Orgánico de Tribunales. El 
destacado es nuestro. 
76 Establecidos por la Ley Nº 20.322 que “Fortalece y perfecciona la jurisdicción tributaria y 
aduanera”. 
77 Establecido por el D.L. 211 que “Fija normas para la defensa de la libre competencia”. 
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de una ley. Por lo tanto, desde un punto de vista formal, el órgano en estudio no 

puede ser calificado como un tribunal. 

Por último, desde un punto de vista funcional, el Tribunal de Conducta no 

desempeña función alguna que suponga el ejercicio de jurisdicción, entendida 

como “el poder deber que tienen los tribunales para conocer y resolver, por 

medio del proceso y con efecto de cosa juzgada, los conflictos de intereses de 

relevancia jurídica que se promuevan en el orden temporal, dentro del territorio 

de la República y en cuya solución les corresponda intervenir”78. En efecto, 

como veremos, las distintas funciones del Tribunal de Conducta no suponen el 

conocimiento y resolución de conflictos con efecto de cosa juzgada, elemento 

fundamental para el ejercicio de la jurisdicción. Así por ejemplo, la calificación 

de la conducta de los internos o el pronunciamiento acerca del cumplimiento  de 

alguno de los requisitos necesarios para optar al beneficio de Libertad 

Condicional (no confundir con el otorgamiento), no pueden ser comprendidas 

como la resolución de un conflicto de relevancia jurídica. 

Descartada una naturaleza jurisdiccional, debe responderse entonces 

qué naturaleza jurídica tiene el Tribunal de Conducta. El ordenamiento jurídico 

penitenciario chileno no se refiere de manera clara a la naturaleza jurídica del 

Tribunal de Conducta. En este sentido, el único indicio sobre la naturaleza de 

dicho órgano puede ser  hallado en el artículo 5 inciso 1º del Reglamento de la 

Ley de Libertad Condicional, disposición que se refiere al Tribunal de Conducta 

                                                           
78

 COLOMBO, J. La Jurisdicción en el Derecho Chileno. 1991. 1ª ed. Santiago, Editorial Jurídica 
de Chile. p. 41. 
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como un consejo. Este último vocablo, en dos de sus acepciones  –de acuerdo 

a lo señalado por la Real Academia Española– hace referencia a un órgano de 

carácter colegiado, cuyo funcionamiento se encuentra ya sea, ligado a otorgar 

información al Gobierno o a la Administración, o a dirigir o administrar una 

organización pública. De acuerdo a la definición de la palabra consejo, en 

principio sería más razonable sostener que nos encontramos frente a un órgano 

de carácter administrativo. Sin embargo, la consideración semántica anterior 

por sí sola no resulta suficiente argumentativamente para arribar a una 

conclusión sobre la naturaleza jurídica del Tribunal de Conducta. 

 La tesis consistente en que el Tribunal de Conducta corresponde a un 

órgano administrativo debe ser tenida por correcta por las siguientes razones. A 

este respecto, debe tenerse en cuenta que el Tribunal de Conducta en cuanto 

órgano forma parte de Gendarmería de Chile. Si bien en el Reglamento de la 

Ley de Libertad Condicional que da origen al Tribunal de Conducta, no se 

establece expresamente que este órgano pertenece a Gendarmería, ello podría 

deducirse a partir del hecho de que su funcionamiento –como se verá más 

adelante- es regulado en gran parte por actos administrativos emanados de 

dicho servicio.  En todo caso, la pertenencia del Tribunal de Conducta a 

Gendarmería ha sido afirmada tanto por la jurisprudencia79  como por la 

doctrina80.  

                                                           
79 Corte de Apelaciones de Concepción. Recurso de protección, “Lavado Jiménez contra 
Secretario Regional Ministerial de Justicia de la Región del Bío Bío” Rol 313-2008. El fallo 
señala en su considerando Décimo Cuarto: "Que en el curso del procedimiento administrativo 
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Gendarmería por su parte, es definida por el artículo 1 de la Ley 

Orgánica de Gendarmería de Chile como un Servicio Público dependiente del 

Ministerio de Justicia, siendo además asimilada en el artículo 3 del REP (para 

los fines del Reglamento) a las expresiones “Administración Penitenciaria” y 

“Administración”. La atribución a Gendarmería de la naturaleza de servicio 

público resulta fundamental, pues ello le confiere la calidad de un órgano 

perteneciente a la Administración del Estado en virtud del inciso 2° del artículo 1 

de la Ley Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del 

Estado (en adelante LBGAE), el que preceptúa:  

 

 “La Administración del Estado estará constituida por los Ministerios,  

las Intendencias, las Gobernaciones y los órganos y servicios públicos creados 

para el cumplimiento de la función administrativa, incluidos la Contraloría 

General de la República, el Banco Central, las Fuerzas Armadas y las Fuerzas 

de Orden y Seguridad Pública, los Gobiernos Regionales, las Municipalidades y 

las empresas públicas creadas por ley”81. 

 

                                                                                                                                                                           

del caso, la postulación del recurrente a la libertad condicional fue acogida por la instancia del 
correspondiente tribunal de conducta de Gendarmería“.El destacado es nuestro. En el 
considerando citado, cabe destacar que el Ilustrísimo tribunal no sólo reconoce la pertenencia 
del órgano en estudio a Gendarmería, sino que caracteriza el procedimiento de solicitud de 
libertad condicional como uno de naturaleza administrativa. 
80 KENDALL, op. cit., pp. 52, y 57-60. 
81 CHILE. Ministerio del Interior. 1986. Ley 18.575: Ley Orgánica Constitucional de Bases 
Generales de la Administración del Estado. El destacado es nuestro. 
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 En relación con lo anterior, y según lo preceptuado por el artículo 28 de 

la LBGAE, cabe destacar que en la estructura de la Administración del Estado, 

los servicios públicos corresponden a órganos encargados de satisfacer 

necesidades colectivas o  públicas82, pero también son los encargados de la 

ejecución de las políticas, planes y programas provenientes del Ministerio del 

cual dependen. En el caso de Gendarmería, esta fue creada como Servicio 

Público en respuesta a una necesidad pública que surge desde el Derecho 

Penal: la ejecución de la pena. Así, en este último ámbito, Gendarmería cumple 

una función administrativa, siendo su finalidad “atender, vigilar y rehabilitar a las 

personas que por resolución de autoridades competentes, fueren detenidas y 

privadas de libertad, y cumplir las demás funciones que le señale la ley” 

(artículo 1 de la Ley Orgánica de Gendarmería)83. 

 Si Gendarmería tiene una naturaleza administrativa, en el caso del 

Tribunal de Conducta debe arribarse a la misma conclusión, en cuanto órgano 

integrante del  referido servicio público.  

 

3.  Normativa aplicable 

 

                                                           

82 La existencia de una necesidad pública es según la doctrina la razón fundamental para la 
creación de un Servicio Público. Veáse AYLWIN, P. 1952. Manual  de  Derecho  Administrativo.  
Santiago, Editorial  Jurídica. p. 49; SILVA, E. 1995.  Derecho  Administrativo  Chileno  y  
Comparado.  El Servicio  Público.  Santiago, Editorial  Jurídica. p. 67.  
83 CHILE. Ministerio de Justicia. 1979. Decreto Ley 2.859: Fija Ley Orgánica de Gendarmería de 
Chile. 
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Como se señaló anteriormente, la determinación de la naturaleza del 

Tribunal de Conducta comporta importantes consecuencias normativas. Así, sin 

perjuicio que el órgano en cuestión se encuentra regulado principalmente por el 

Reglamento de la Ley de Libertad Condicional, y a pesar de la existencia de 

discusiones acerca de la  naturaleza misma del Derecho Penitenciario84, en el 

ordenamiento chileno la naturaleza administrativa del Tribunal de Conducta 

conlleva para este la vigencia de una serie de normas aplicables a los órganos 

de la Administración del Estado. Asimismo, en cuanto órgano perteneciente a 

Gendarmería, rigen para el Tribunal de Conducta aquellas normas aplicables a 

todos los órganos penitenciarios. Finalmente, el Tribunal de Conducta se 

encuentra jurídicamente vinculado al conjunto de reglas que específicamente se 

refieren a dicho órgano. 

  Concretamente, al Tribunal de Conducta, le serían aplicables las 

siguientes normas:   

 

a) La Constitución Política de la República. 

b)  Los Tratados Internacionales, con énfasis en aquellos que reconocen 

derechos fundamentales (artículo 5° de la Constitución). 

c)  La Ley Orgánica Constitucional de Bases Generales de la 

Administración del   Estado. 

                                                           
84 La doctrina comparada se divide en aquellos que abogan por una naturaleza completamente 
administrativa, aquellos que postulan una autonomía de la rama, aquellos que hablan de una 
naturaleza ligada al derecho penal, y aquellos que adoptan una postura ecléctica. Para un 
tratamiento sucinto de esta discusión, véase CORDERO, op cit., pp.77-80. 
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d) Ley de Bases sobre Contratos Administrativos de suministro y prestación 

de servicios. 

e) El Estatuto Administrativo, en relación con los derechos, obligaciones y  

responsabilidad de los funcionarios. 

f) Ley de Bases de los Procedimientos Administrativos. 

g) Ley de Transparencia. 

h) Normas legales sobre el régimen penitenciario (por ejemplo Ley orgánica 

de Gendarmería de Chile, Ley y reglamento orgánico del Ministerio de 

Justicia, D.L. 321 sobre Libertad Condicional, Ley N°18.050 que fija 

normas generales para conceder indultos particulares, Ley N°19.856 que 

crea un sistema de reinserción social de los condenados sobre la base 

de la observación de buena conducta). 

i) Normas reglamentarias (por ejemplo Reglamento de Establecimientos 

Penitenciarios, Decreto Supremo Nº 2.442 que aprueba el Reglamento 

de la Ley de Libertad Condicional, el Decreto Supremo Nº 1.542 que 

aprueba el Reglamento sobre indultos particulares, Reglamento de la Ley 

N° 19.856). 

j) Normas administrativas como resoluciones exentas, oficios circulares y 

providencias. 
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CAPÍTULO III 

ASPECTOS ORGÀNICOS DEL TRIBUNAL DE CONDUCTA 

 

De acuerdo a lo prescrito por el artículo 5 del Reglamento de la Ley de 

Libertad Condicional, es imperativa la existencia de un Tribunal de Conducta en 

todos los establecimientos penales en donde personas cumplan condenas 

privativas de libertad. 
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1. Composición del Tribunal de Conducta 

 

En cuanto a la composición del órgano en estudio, este debe encontrarse 

integrado - de acuerdo al artículo 5 del Reglamento de la Ley de Libertad 

Condicional en relación con la resolución exenta N° 4.779 de 29 de diciembre 

de 2006 que “Deja sin efecto resolución N° 3856 ex. De 5 de diciembre de 2003 

y aprueba nuevo procedimiento de calificación de conducta”85 (en adelante 

resolución exenta Nº 4779) -  por los siguientes funcionarios y autoridades: 

· El Alcaide o Jefe respectivo; 

· El Director de la Escuela; 

· El Jefe de la Sección Trabajo; 

                                                           
85 CHILE. Gendarmería de Chile. 2006. Resolución exenta 4.779: “Deja sin efecto resolución N° 
3856 ex. De 5 de diciembre de 2003 y aprueba nuevo procedimiento de calificación de 
conducta”. Respecto a la composición  del Tribunal de Conducta, la resolución exenta N° 4.779 
replica en general lo señalado por el artículo 5 del Reglamento de la Ley de Libertad 
Condicional con algunas diferencias. La primera diferencia, fundada de acuerdo a la resolución 
en la necesidad de adecuar los integrantes a la realidad de los Establecimiento Penitenciarios, 
consiste en que se elimina al Jefe de la Sección de Criminología. Podría también estimarse 
como una diferencia que en la resolución exenta N° 4.779 no se señale como se hace en el 
artículo 5 del Reglamento de la Ley de Libertad Condicional que el abogado y el psicólogo 
deben ser  designados por el Director del Servicio. Sin embargo creemos que dicha omisión no 
responde a una intención de modificar lo prescrito por el Reglamento de la Ley de Libertad 
Condicional, pues no se señala otra forma de designación. Por otra parte, también en relación al 
abogado y al psicólogo, la resolución exenta Nº 4.779 sí establece una diferencia respecto al 
Reglamento de la Ley de Libertad Condicional, toda vez que abre la posibilidad de que ambos 
funcionarios integren el órgano (utiliza las conjunciones “y/o”), mientras que en el Decreto Nº 
4.779 sólo uno de los dos puede pertenecer al Tribunal de Conducta. Por último, cabe 
considerar que sobre los integrantes no obligatorios nada dice la resolución exenta Nº 4.779, no 
siendo posible saber con certeza si las personas enumeradas por el Reglamento de la Ley de 
Libertad Condicional pueden ser incluidas en la actualidad. La manera en que deben ser 
resueltas las diferencias entre la resolución exenta Nº 4.779 y el antedicho reglamento será 
tratada más adelante. 



56 

 

·  El Jefe de la Guardia Interna; 

· El Médico (o paramédico); 

· La Asistente social; y 

· Un abogado y/o psicólogo (designado por el Director del Servicio). 

 

De manera opcional, pueden formar parte del Tribunal de Conducta las 

siguientes personas86: 

 

· Un miembro de los Tribunales de Justicia designado por la Corte de 

Apelaciones respectiva; 

· El inspector zonal correspondiente; y, 

· Un abogado del Servicio de Asistencia Judicial del Colegio de Abogados. 

  

2. Las sesiones del Tribunal de Conducta y la toma de decisiones 

 

De acuerdo a lo prescrito por el Reglamento de la Ley de Libertad 

Condicional, el Tribunal de Conducta debe celebrar sesiones de manera 

ordinaria una vez al mes, y de forma extraordinaria cuando el Alcaide o Jefe del 

establecimiento llame a sesionar (artículo 10). Este último funcionario es quien 

preside las sesiones, o en defecto aquel que posea la calidad de subrogante en 

                                                           
86 La resolución exenta N° 4.779 -como señalamos en el pie de página Nº 85- no se pronuncia 
sobre este tipo de integrantes, de forma que no es posible tener certeza acerca de la posibilidad 
de que tales personas puedan integrar el Tribunal de Conducta. 
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virtud de una ley o Decreto Supremo (artículo 6). En el caso de los Centros de 

Educación y Trabajo semiabiertos, el jefe de dicho establecimiento presidirá el 

Tribunal de Conducta (artículo 72 letra l) del Decreto Supremo Nº 943 que 

“Aprueba el reglamento que establece un estatuto laboral y de formación para el 

trabajo penitenciario”87). Por otro lado, de acuerdo al inciso 2º del artículo 6 del 

Reglamento de la Ley de Libertad Condicional, en las sesiones del Tribunal de 

Conducta actúa como Secretario cualquier empleado que designe el Jefe de 

establecimiento, él que no formará parte del antedicho órgano sólo por el hecho 

de desempeñar tales funciones. Excepcionalmente, según lo establecido por el 

mismo precepto, puede desempeñarse como Secretario cualquier miembro del 

órgano en estudio. 

Para la celebración de las sesiones, el Reglamento de la Ley de Libertad 

Condicional impone como condición necesaria la asistencia de la mayoría 

absoluta de sus miembros que no se encuentren imposibilitados para asistir 

(artículo 8) En el caso de no lograrse el porcentaje de asistencia exigido, el Jefe 

del establecimiento debe comunicar al Ministerio de Justicia tanto el hecho de 

no haberse llevado a cabo la sesión como el nombre de los inasistentes 

(artículo 9). 

En cuanto a la toma de decisiones, el Tribunal de Conducta se caracteriza 

por emitir pronunciamientos en base a los acuerdos a los que arriban sus 

miembros, lo cual se colige de los artículos 7 y 11 del Reglamento de la Ley de 

                                                           
87

 CHILE. Ministerio de Justicia. 2011. Decreto Nº 943: Aprueba el reglamento que establece un 
estatuto laboral y de formación para el trabajo penitenciario.  
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Libertad Condicional. Como complemento de las normas anteriores, la 

resolución exenta Nº 4.779 expresa que “el método de trabajo de los Tribunales 

de Conducta, para arribar a  acuerdos, debe consistir, precisamente en la 

discusión y análisis de los elementos de juicio que cada uno de los miembros 

aporte”88.  

Ahora bien, con el propósito de dejar un registro de este proceso de 

discusión y análisis, el artículo 11 del Reglamento de la Ley de Libertad 

Condicional prescribe que cada Tribunal de Conducta debe tener un “Libro de 

Actas”. En él deben estar contenidas las actas de cada sesión, en las cuales 

deben constar no sólo los acuerdos sino que también las opiniones disidentes 

junto con su fundamentación. La resolución exenta Nº 4.779 expresa sobre el 

contenido de las actas que “[s]in perjuicio de los informes que evacúe cada 

miembro, el acta correspondiente deberá reflejar la discusión producida de 

modo que conste claramente el acuerdo que como cuerpo colegiado se 

adopte”89. Por otra parte, los acuerdos a los que lleguen los miembros del 

Tribunal de Conducta, deben ser comunicados y hacerse cumplir por el Jefe del 

establecimiento o quien lo subrogue (artículo 6 Reglamento de la Ley de 

Libertad Condicional).  

                                                           
88 CHILE. Gendarmería de Chile. 2006. Resolución exenta 4.779: Deja sin efecto resolución N° 
3856 ex. De 5 de diciembre de 2003 y aprueba nuevo procedimiento de calificación de 
conducta”. 
89 CHILE. Gendarmería de Chile. 2006. Resolución exenta 4.779: Deja sin efecto resolución N° 
3856 ex. De 5 de diciembre de 2003 y aprueba nuevo procedimiento de calificación de 
conducta”. 
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Por último, las decisiones que tome el Tribunal de Conducta pueden ser 

objetadas. Precisamente, el Alcaide o Jefe del establecimiento puede –siendo la 

facultad más destacable de este funcionario- no aceptar los acuerdos del 

Tribunal de Conducta. En este último caso, el Jefe del establecimiento debe 

consultar la decisión al Ministerio de Justicia, entidad encargada de resolver si 

procede en definitiva cumplir o no el acuerdo (artículo 7 Reglamento de la Ley 

de Libertad Condicional). 

 

 3. El Libro de Vida 

 

Según lo dispuesto por el artículo 11 del Reglamento de la Ley de Libertad 

Condicional, cada Tribunal de Conducta debe mantener dos Libros de Vida: uno 

para los sujetos privados de libertad, y otro para los sujetos beneficiados con la 

libertad condicional90.  

Respecto al Libro de Vida de los sujetos privados de libertad (también 

llamado libro N°12), tanto el Reglamento de la Ley de Libertad Condicional en 

su artículo 11 como la resolución exenta N° 4.779 indican que en él se deben 

estampar en forma bimestral y siempre en meses pares, las notas acordadas 

                                                           
90 A pesar que  el artículo 11 exige al Tribunal de Conducta mantener dos Libros de Vida, 
debido a los cambios realizados por la resolución exenta Nº 4.478 que “Establece organización 
interna de Gendarmería de Chile”, en virtud de los cuales el Tribunal de Conducta ya no ejerce 
funciones relacionadas con el control de los internos beneficiados con la libertad condicional, 
existe la posibilidad de que el órgano en estudio actualmente no tenga la obligación de 
mantener un Libro de Vida para dichos sujetos. Esto último explicaría que la resolución exenta 
Nº 4.779 sólo se refiera al Libro de Vida “de penados”, 
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para los conceptos de conducta, aplicación y aprovechamiento, así como las 

observaciones que se consideren pertinentes. Asimismo, si bien no existe 

norma legal que lo disponga expresamente, puede suponerse que en el Libro 

de Vida de los sujetos privados de libertad debiesen estar registradas las faltas 

cometidas por el interno, por cuanto las infracciones deben ser traducidas en 

una rebaja en la calificación de la conducta determinada por el Tribunal de 

Conducta (artículo 88 REP).  En cuanto a la publicidad de su contenido, las 

anotaciones deben ser dadas a conocer a los reos mediante carteles expuestos 

durante el bimestre de vigencia. 

Resulta pertinente destacar que no sólo el Tribunal de Conducta puede 

tener en su poder el Libro de Vida del sujeto privado de libertad (sin perjuicio 

que el primero es el órgano que lo administra), sino que también puede tenerlo 

a la vista por ejemplo la Comisión de Beneficio de Reducción de Pena, para 

efectos de calificar la conducta de un postulante a dicho beneficio (artículo 13 

Ley N°19.856 que “Crea un sistema de reinserción social de los condenados 

sobre la base de la observación de buena conducta”).  

Respecto al Libro de Vida de los internos beneficiados con la libertad 

condicional, sólo es posible saber que, de acuerdo a lo indicado por el artículo 

11 del Reglamento de la Ley de Libertad Condicional, debe contener los 

siguientes elementos:  
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· Notas de conducta y aplicación obtenidas en la escuela y en el lugar 

de trabajo, contenidas en certificados especiales para estas; 

· Inasistencias a la escuela y lugar de trabajo, así como los atrasos y 

salidas anticipadas no justificadas; 

· Infracciones al Reglamento de la Ley de Libertad Condicional; 

· Informaciones emanadas de la Policía o “de otros conductos”91; y 

· Observaciones que el Tribunal de Conducta juzgue pertinentes. 

 

 

 

 

 

CAPÍTULO IV 

LAS FUNCIONES DEL TRIBUNAL DE CONDUCTA 

 

1.  La calificación de la conducta  

 

                                                           
91 En el artículo 11 del Reglamento de la Ley de Libertad Condicional se hace referencia a 
“otros conductos”. 
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El procedimiento de calificación de conducta realizado por el Tribunal de 

Conducta92, de acuerdo a la resolución exenta N° 4.779 “representa un acto 

objetivo y es la consecuencia de la aplicación de normas legales y 

reglamentarias, comunes a todo establecimiento penitenciario, razón por la 

cual, su graduación, no puede quedar sujeta a criterios subjetivos, ajenos a la 

normativa vigente ni a actos que no le son imputables al condenado”93.  

La calificación de la conducta comprende –de acuerdo a la misma 

resolución exenta y al artículo 18 del Reglamento de la Ley de Libertad 

Condicional- tres conceptos:  

 

a) Conducta propiamente tal; 

 

b) Aplicación; y 

 

c) Aprovechamiento.  

 

Para cada uno de los conceptos señalados, los funcionarios que designa 

tanto el Reglamento de la Ley de Libertad Condicional como la resolución 

exenta Nº 4.779, así como quienes integran el Tribunal de Conducta, deben 

                                                           
92 Si bien la ley como veremos sólo encarga promediar una serie de notas entregadas por 
diversos funcionarios, estos mismos funcionarios forman parte del Tribunal de Conducta, por lo 
que resulta pertinente tratar el tema. 
93 CHILE. Gendarmería de Chile. 2006. Resolución exenta 4.779: Deja sin efecto resolución N° 
3856 ex. De 5 de diciembre de 2003 y aprueba nuevo procedimiento de calificación de 
conducta”. 
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emplear las siguientes notas para calificar cada uno de dichos aspectos 

(artículo 21 Reglamento de la Ley de Libertad Condicional): pésimo, malo, 

regular, bueno y muy bueno.  

Frente a la exigencia del Reglamento de la Ley de Libertad Condicional de 

calcular promedios de notas, y para efectos prácticos, Gendarmería estableció 

tanto en la resolución exenta N° 4.779 como en su antecesora (resolución 

exenta N° 3.856 que “Imparte instrucciones sobre procedimiento de calificación 

de conducta”94) una relación entre las notas conceptuales señaladas por el 

artículo 21 y notas numéricas, tal como puede apreciarse en el siguiente 

cuadro: 

 

CONCEPTO EVALUACIÓN 

Pésimo 1 

Malo 2 

Regular 3 

Bueno 4 

Muy Bueno 5 

 

 

Luego, deviene necesario precisar el contenido de cada uno de los tres 

conceptos referidos que comprenden la calificación de conducta, dejando claro 
                                                           
94

 CHILE. Gendarmería de Chile. 2003. Resolución exenta  N° 3856: “Imparte instrucciones 
sobre procedimiento de calificación de conducta”. 
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que cada uno corresponde a una nota, la cual corresponde a su vez al 

promedio de una serie de notas proporcionadas por diversos funcionarios al 

Tribunal de Conducta. 

En primer lugar, la nota de conducta propiamente tal, corresponde de 

acuerdo al artículo 18 del Reglamento de la Ley de Libertad Condicional y a la 

resolución exenta N° 4.779, al promedio de las notas que cada mes entregan el 

Jefe Interno, el Director de la Escuela y el Jefe de taller al Tribunal de 

Conducta. De acuerdo al artículo 19 del Reglamento de la Ley de Libertad 

Condicional y a la resolución exenta Nº 4.779, la nota del Jefe Interno debe 

considerar la conducta en el patio, en la celda, en los lugares de visitas y otros 

señalados por él, así como el aseo y presentación personal del sujeto privado 

de libertad. Por otra parte, las notas del Director de Escuela y del Jefe de Taller 

deben corresponder a la conducta del interno en los lugares que cada uno de 

esos funcionarios tiene a su cargo.  

En segundo lugar, la nota de aplicación, de acuerdo a los artículos 18 y 

19 del Reglamento de la Ley de Libertad Condicional y a la resolución exenta 

Nº 4.779, corresponde al promedio de las notas que cada mes entregan al 

Tribunal de Conducta el Director de la Escuela y el Jefe del Taller, calificaciones 

que deben considerar la asistencia y permanencia, tanto en el taller como en la 

escuela, así como la participación y cumplimiento de tareas asignadas. En 

ambos casos se debe tomar en consideración las causas de las inasistencias al 

taller y a la escuela. 
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Finalmente, de acuerdo a las normas anteriores, la nota de 

aprovechamiento se obtiene mediante el promedio de ciertas calificaciones 

entregadas cada mes al Tribunal de Conducta el Director de la Escuela y el Jefe 

del Taller. En el caso del primero, las notas entregadas deben corresponder a 

las del rendimiento del sujeto en el ámbito educacional. Mientras que en el caso 

del segundo, la nota entregada debe considerar el desempeño, calidad y 

productividad en el área laboral95. En ambos casos, se deben tomar en cuenta 

los progresos logrados por el sujeto desde el ingreso al ámbito laboral y/o 

educacional. 

Cabe apuntar que según lo prescrito por el artículo 18 del Reglamento de 

la Ley de Libertad Condicional, si una nota resulta fraccionada, se debe 

entender como número entero si la fracción es de 0,5 o superior (por ejemplo un 

4,5 equivaldría a un 5), y en caso de ser inferior se despreciará (por ejemplo un 

4,4 equivaldría a un 4). 

Sin perjuicio de la importancia de la que se encuentran revestidas las 

notas anteriores para efectos de la calificación de conducta por parte del 

Tribunal de Conducta, ellas no constituyen el único antecedente que puede 

tener en cuenta el órgano en estudio para emitir un pronunciamiento. En efecto, 

para el mejor desempeño de su función, el artículo 20 del Reglamento de la Ley 

de Libertad Condicional faculta al Tribunal de Conducta para solicitar en 

                                                           
95 De acuerdo a la resolución exenta N° 4.779, el Jefe del Taller debe tomar en cuenta la 
opinión de los sujetos integrantes de los equipos laborales u otros que conozcan el desempeño 
laboral de los sujetos privados de libertad. 
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cualquier momento, informes de los funcionarios del establecimiento 

penitenciario correspondiente.  

Asimismo, la resolución exenta N° 4.779  contempla la existencia de 

antecedentes psicosociales, los que cumplen la función de enriquecer la 

actividad del Tribunal de Conducta, sin constituir una nota. Los antecedentes 

psicosociales deben extraerse de las fichas e informes sociales y psicológicos. 

De acuerdo a la resolución exenta, en la etapa inicial del cumplimiento de la 

pena, los antecedentes psicosociales sólo serán preliminares debiendo 

enriquecerse en forma progresiva, debiendo estos hacer referencia a:  

 

· La coherencia en el despliegue de potencialidades; 

· Significado de las actividades que desarrolla el sujeto; y, 

· Participación en actividades psicosociales, de formación, de 

capacitación, recreación, deporte, cultura y religiosas.  

 

Conforme el sujeto privado de libertad avance en el cumplimiento de la 

pena, la resolución exenta Nº 4.779 exige que los antecedentes psicosociales 

se centren en realizar un pronóstico criminológico acerca de la posible 

reinserción social.  

En relación a los informes sociales y psicológicos, el oficio circular 

N°14.22.00/219/04 del Subdirector Técnico que “Instruye respecto de 

evaluación de la conducta”, si bien imparte instrucciones respecto de la 
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aplicación de la resolución exenta N°3.856, la cual fue dejada sin efecto por la 

resolución exenta N° 4.779, resulta de gran utilidad pues describe aquellos 

elementos no taxativos96 -así como el contenido de cada uno- que debiese 

contener el análisis efectuado por el asistente social y por el psicólogo. En el 

caso del psicólogo, en el referido oficio circular  se le otorga contenido a 

elementos que se encuentran mencionados en el artículo 19 del Decreto Nº 

2.442 y a los cuales debe referirse dicho profesional, esto es97: 

 

· Manifestaciones del carácter: Características de personalidad, 

sociabilidad, nivel de control de impulsos, locus de control, autoestima, 

autocrítica, agresividad, etc., que se hayan expresado conductualmente 

en el período evaluado. 

 

· Tendencias: Entendidas como disposición a comportarse de cierta 

manera, en función de características de temperamento, constitución 

morfológica, comportamiento recurrente, reacciones a estímulos 

externos, resolución de conflictos u otras. 

 

                                                           
96 El oficio circular señala que los factores señalados “son sólo indicadores referenciales”. 
97 Debido al carácter técnico de la información, se transcribe en forma textual el contenido de 
los conceptos señalados por el oficio circular N°14.22.00/219/04. 
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· Moralidad: Referida principalmente a la capacidad de internalizar y 

compartir las valoraciones socialmente aceptadas y de enjuiciar su 

comportamiento y el de los demás en función de ellas. 

 

Por su parte, el asistente social, en directa relación con las posibilidades de 

reinserción, debe referirse a los siguientes elementos98: 

 

· Factor Reinserción Social: Se examina el ajuste a las normas internas, las 

estrategias de ocupación del tiempo libre, las relaciones con sus pares y 

los funcionarios, la presencia de conductas de autoagresión, la 

internalización de códigos y cultura criminógena, etc. 

 

· Comportamiento con su familia: A través de visitas entrevistas con la 

familia del interno (si es que cuenta con apoyo familiar), se busca evaluar 

si existe violencia, maltrato, abuso, etc. 

 

· Redes de apoyo: Se evalúa en primer lugar si existen. En segundo lugar 

se analiza la calidad de estas redes, así como la existencia de 

manipulación o instrumentalización de estas. De la misma forma, se 

busca considerar el interés del interno en buscar redes de apoyo 

                                                           
98 Oficio circular N°14.22.00/219/04 del Subdirector Técnico que “[Instruye respecto de 
evaluación de la conducta”, de 18 de marzo de 2004. 
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alternativas (se pone como ejemplo los grupos religiosos y los 

voluntariados). 

  

Según lo dispuesto por el artículo 11 del Reglamento de la Ley de Libertad 

Condicional y por la resolución exenta Nº 4.779, en base a todos los 

antecedentes anteriormente descritos, al momento de sesionar los miembros 

del Tribunal de Conducta deben acordar una nota para la calificación de la 

conducta, aplicación y aprovechamiento del sujeto privado de libertad durante el 

bimestre. Si no se llega a un consenso, la nota de conducta corresponderá al 

promedio de las notas propuestas por cada integrante del Tribunal de 

Conducta. De acuerdo a la resolución exenta Nº 4.779, la idea del 

procedimiento descrito, es que todos los miembros califiquen cada uno de los 

tres aspectos a considerar, resultando una nota para cada uno de los conceptos 

que hemos descrito, siendo registradas las notas en el Libro de Vida99. 

A pesar de la claridad de lo expuesto hasta ahora sobre el procedimiento de 

calificación de conducta, la resolución exenta Nº 4.779 exhibe un vacío. 

Concretamente, a diferencia de la resolución exenta Nº 3.856, en la que se 

indicaba a través de un ejemplo de calificación de conducta que las notas 

finales de cada uno de los conceptos debían promediarse para obtener la nota 

final de conducta (en un sentido amplio, es decir englobando los tres conceptos) 

                                                           
99 La resolución exenta Nº 4.779 expresa que “[d]e esta manera, todos los miembros del tribunal 
de conducta se pronunciarán calificando cada uno de los tres aspectos a considerar, resultando, 
al final de cada bimestre, para cada condenado, una nota [de] Conducta, otra en Aplicación y 
otra en Aprovechamiento, las cuales serán registradas en el libro de vida de penados”. 
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en el bimestre, la resolución exenta Nº 4.779 no se pronuncia sobre este 

aspecto limitándose a señalar que las notas de conducta, aprovechamiento y 

aplicación deben registrarse en el Libro de Vida. A pesar de la omisión, por 

varios motivos es plausible entender que bajo la vigencia de la resolución 

exenta Nº 4.779, al igual que en la resolución exenta Nº 3.856, los Tribunales 

de Conducta obtienen la nota de conducta (en sentido amplio) a partir del 

promedio de las notas consensuadas para cada uno de los conceptos.  

Con respecto a este último punto, desde un punto de vista semántico, en el 

contexto de la resolución exenta Nº 4.779 la expresión calificar denota la 

asignación de una nota100, señalándose en la misma resolución que “[l]a 

calificación de la conducta conlleva tres conceptos o notas”,  de manera que el 

Tribunal de Conducta lo que haría es atribuir una nota a la conducta en sentido 

amplio. Por otra parte, la resolución exenta Nº 4779 hace referencia en cuatro 

oportunidades a la calificación de conducta antes de advertirse que “[l]a 

calificación de la conducta conlleva tres conceptos o notas” (entre las cuales se 

encuentra la conducta en sentido restringido), lo que permitiría presumir que se 

refiere a la conducta en sentido amplio. En una de aquellas referencias a la 

calificación de la conducta, la resolución dispone que “sólo pueden ser 

calificados con buena o muy buena conducta aquellos internos que […]”, de 

manera tal que el Tribunal de Conducta debería fijar una nota para la conducta 

                                                           
100 El considerando tercero de la resolución exenta Nº 4.779 señala que “sólo pueden ser 
calificados con buena o muy buena conducta”. Por su parte, el considerando primero indica que 
“la calificación de la conducta […] representa un acto objetivo [...] razón por la cual, su 
graduación, no puede quedar sujeta  a criterios subjetivos”. El destacado es nuestro. 
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en sentido amplio. Por último, los certificados de conducta emitidos por 

Gendarmería (y que son utilizados para postular a diversos beneficios  

intrapenitenciarios) sólo exhiben nota por el concepto de conducta sin indicar si 

se refiere a la conducta en sentido amplio o restringido. Sin embargo, es posible 

presumir que dichos certificados se refieren a la conducta en sentido amplio, 

pues de lo contrario la fijación de una nota para los conceptos de aplicación y 

de aprovechamiento no tendría utilidad. 

Resulta pertinente advertir que además de los elementos previamente 

descritos que permiten al Tribunal de Conducta emitir un pronunciamiento sobre 

la conducta del interno en sentido amplio, en relación a dicha calificación la 

resolución exenta Nº 4.779 en su considerando tercero previene que “[s]ólo 

pueden ser calificados con buena o muy buena conducta aquellos internos que 

cumplen los requisitos para reinsertarse en la sociedad y que no constituyen un 

riesgo para la administración penitenciaria, de quebrantamiento de condena o 

reincidencia criminológica o legal, en definitiva , que hayan evidenciado un 

comportamiento meritorio, notable y destacado”101.  

Cabe destacar que el inciso 2º del artículo 21 del Reglamento de la Ley de 

Libertad Condicional, impone sin motivo plausible alguno, un límite al Tribunal 

de Conducta a la hora de calificar la conducta, permitiéndosele aumentar en un 

sólo grado la nota de conducta que haya obtenido un interno en el bimestre 

                                                           
101 CHILE. Gendarmería de Chile. 2006. Resolución exenta 4.779: Deja sin efecto resolución N° 
3856 ex. De 5 de diciembre de 2003 y aprueba nuevo procedimiento de calificación de 
conducta”. 
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anterior. El mismo límite es reiterado por la resolución exenta Nº 4.779. ¿Las 

referidas normas se refieren a la conducta en un sentido amplio o restringido? 

En nuestra opinión, es dable interpretar que las normas se refieren a la 

conducta en un sentido restringido toda vez que tanto el inciso 1º como el 3º del 

artículo 21 del Reglamento de la Ley de Libertad Condicional se refieren a la 

conducta en su sentido restringido, no existiendo en el inciso 2º algún indicio de 

que la expresión conducta se utilice en sentido amplio. 

Por otro lado, el REP en su artículo 88 impone como obligación al Tribunal 

de Conducta la rebaja en la calificación de la conducta en uno o más grados, a 

aquellas personas a quienes se les haya aplicado una sanción por la comisión 

de faltas graves o menos graves, dejándose en principio a discreción del órgano 

objeto de estudio la determinación específica de la rebaja102. Si el REP en el 

artículo anterior se refiere a la conducta en un sentido amplio o restringido no es 

una cuestión clara. Con todo, estimamos que en el artículo 88 del REP se utiliza 

la palabra conducta en un sentido restringido, pues sólo así la rebaja como 

consecuencia de la comisión de una falta tendría sentido. En este sentido, no 

sería razonable sostener que la comisión de una falta afecte la calificación de 

un concepto que no sólo comprende a la conducta en sentido estricto, sino 

                                                           
102 La razón por la que expresamos que sólo en principio la determinación del grado de rebaja 
de la conducta se encuentra entregada a la discreción del Tribunal de Conducta, es porque 
existiría la posibilidad a nivel regional, de fijar criterios a los cuales deba sujetarse dicho órgano 
para efectuar la antedicha rebaja. Por ejemplo, en la región de Arica y Parinacota,  a través de 
la providencia Nº 555 de 8 de mayo de 2014, dictada por el Jefe del Complejo de Arica, se 
persigue unificar criterios sobre la rebaja de la conducta como consecuencia de la comisión de 
faltas. Así, a modo de ejemplo, se establece que una sanción por una falta grave, dará lugar a 
una rebaja de dos grados, salvo que por acuerdo el Tribunal de Conducta disponga una rebaja 
adicional de un grado. 
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también a otros factores que no se relacionan con ella. Por otro lado, esta 

última comprensión del artículo 88 del REP podría ser cuestionada debido a la 

falta de proporcionalidad de la sanción. En todo caso, también puede llegarse a 

la conclusión de que se emplea la palabra conducta en sentido restringido en 

virtud del principio in dubio pro reo103. 

Luego, en la resolución exenta Nº 4779, se establece una especie de 

garantía104 a favor de los internos respecto de la calificación de conducta en 

aquellos casos en que no existan elementos suficientes para calificar, ya sea 

porque el establecimiento no posee los medios necesarios o adecuados para 

proporcionar instancias educacionales, laborales o de rehabilitación, ya sea 

porque el interno se encuentra en determinadas situaciones especiales como 

encontrarse eximido de la escuela por dificultades intelectuales, aislado por 

seguridad u otra situación. En las situaciones enumeradas, se establece que la 

calificación de conducta será hecha a partir de los elementos con los que 

cuente el Tribunal de Conducta, sin que la carencia de estos perjudique al 

interno en el procedimiento de calificación105. 

                                                           
103 En la jurisprudencia nacional, se ha reconocido que las sanciones penales y administrativas 
emanarían ambas del ius puniendi estatal, razón por la cual compartirían principios aplicables a 
las primeras, tales como non bis in ídem, e in dubio pro reo. Véase CORDERO, E. 2012. El 
Derecho administrativo sancionador y su relación con el Derecho penal. Revista de Derecho 
(Valdivia) 25(2): 131-157. [en línea] <http://www.scielo.cl/pdf/revider/v25n2/art06.pdf> [consulta: 
11 de noviembre de 2014]. Véase también CORDERO, E. 2013. Concepto y naturaleza de las 
sanciones administrativas en la doctrina y jurisprudencia chilena. Revista de Derecho 
Universidad Católica del Norte 20(1): 79-103. [en línea] < 
http://www.scielo.cl/pdf/rducn/v20n1/art04.pdf> [consulta: 11 de noviembre de 2014]. 
104 No podemos calificarla con certeza como una garantía, pues no sabemos si su infracción 
acarrea responsabilidad administrativa o una orden de recalificar.  
105 Si bien sólo se refiere a los establecimientos penales de la Región Metropolitana, debe 
destacarse que el oficio circular Nº 13.00.00157/2009 del Director Regional Metropolitano que 



74 

 

Respecto del período en que debe comenzar a efectuarse la calificación de 

la conducta de un interno, cabe distinguir entre los imputados y los condenados. 

En el caso de los imputados, de acuerdo a la resolución exenta N° 4.779 no 

existe calificación de conducta respecto de ellos, ya que (en este punto la 

resolución no se pronuncia, pero puede suponerse el fundamento) el imputado 

no puede acceder al beneficio de libertad de condicional pues este se otorga a 

condenados y por ende carecería de utilidad calificar su conducta, ello a pesar 

de que después el tiempo en prisión preventiva puede imputarse al de condena 

para los efectos de postular al beneficio de libertad condicional. Sin perjuicio de 

lo anterior, la misma resolución determina que deben registrarse los hechos 

positivos y negativos del imputado durante la prisión preventiva (se desconoce 

si el registro debe contenerse en el Libro de Vida). Los condenados en cambio, 

son evaluados en el primer bimestre desde su ingreso al recinto o desde la 

recepción de la sentencia condenatoria en el caso de las personas sujetas a 

prisión preventiva106. En el caso de los condenados que hayan estado sujetos a 

prisión preventiva, cabe cuestionarse si el registro de los hechos durante la 

prisión preventiva que prescribe la resolución exenta Nº 4.779 posee alguna 

                                                                                                                                                                           

imparte “Instrucciones para Tribunales de Conducta”, profundiza lo señalado por la resolución 
exenta Nº 4.779 sobre este punto. Específicamente, respecto del trabajo y la educación el 
aludido oficio circular ordena que los internos deben ser evaluados de acuerdo a la oferta que el 
establecimiento pueda entregar a los internos. En caso de no existir dicha oferta, se les debe 
aumentar a los internos la conducta por bimestre en forma gradual, como mínimo hasta buena. 
106 Sobre los sujetos condenados que hayan estado sujetos a prisión preventiva, la resolución 
Nº 4.779 hace referencia al artículo 9 de la Ley Nº 19.856. Dicha referencia no se explica, pues 
si bien la ley 19.856 también regula un procedimiento de calificación de conducta, este último no 
corresponde a la calificación que realiza el Tribunal de Conducta, sino que a la que efectúa la 
Comisión de Beneficio de Reducción de Condena. 
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utilidad práctica, pues la misma resolución señala que “[e]s fundamental tener 

presente que en la primera calificación sólo deben considerarse los hechos 

ocurridos durante los dos primeros meses de condenado, sin tomar en 

consideración situaciones negativas o positivas acaecidas durante el tiempo 

que estuvo en prisión preventiva […]”107. De esta manera, la declaración 

anterior privaría de utilidad a la obligación de consignar los hechos  positivos y 

negativos acaecidos durante la prisión preventiva.   

Como último aspecto relevante sobre la calificación de conducta, la 

resolución exenta N° 4779 se pronuncia sobre la situación de aquellos sujetos 

condenados que son trasladados a otro recinto penitenciario.  Los sujetos que 

se encuentren en dicha situación conservarán la calificación de conducta que 

haya realizado el establecimiento de origen, el cual debe remitir los 

antecedentes correspondientes, así como los documentos que permitan 

efectuar “una adecuada relación de las postulaciones a beneficios 

intrapenitenciarios, libertad condicional y Ley de Rebaja de Condena”108. 

Además, debe enviarse un certificado que contenga la calificación de la 

conducta de los últimos tres bimestres. En el establecimiento penitenciario de 

destino del traslado, la calificación de conducta se realizará desde el ingreso al 

recinto, teniendo a la vista los antecedentes y documentos remitidos por el 

                                                           
107 CHILE. Gendarmería de Chile. 2006. Resolución exenta 4.779: Deja sin efecto resolución N° 
3856 ex. De 5 de diciembre de 2003 y aprueba nuevo procedimiento de calificación de 
conducta”. 
108 CHILE. Gendarmería de Chile. 2006. Resolución exenta 4.779: Deja sin efecto resolución N° 
3856 ex. De 5 de diciembre de 2003 y aprueba nuevo procedimiento de calificación de 
conducta”.  
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establecimiento de origen. El Alcaide del establecimiento de destino incluso 

puede solicitar al establecimiento de origen, la remisión de antecedentes que 

sean de utilidad para la calificación. 

  

1.1. Importancia de la calificación de conducta 

 

Tal como se hizo presente en la introducción del presente trabajo, la 

conducta tiene incidencia directa en la forma en que un sujeto privado de 

libertad dará cumplimiento a la condena que le fue impuesta, o incluso en el 

tiempo de la misma o en la extinción de la responsabilidad penal. 

Específicamente, la calificación de conducta realizada por el Tribunal de 

Conducta tiene relevancia en el otorgamiento de los siguientes beneficios: 

  

a) Para obtener los beneficios de salida dominical, salida de fin de semana, 

y salida controlada al medio libre, se exige al interno una muy buena 

conducta durante los tres bimestres anteriores a la postulación (artículo 

111 del REP).  

 

b) Respecto al beneficio de salida esporádica, si bien no se exige una 

determinada calificación de conducta, el artículo 100 del REP dispone 

que deberán tenerse en cuenta los antecedentes sobre la conducta del 

interno. 
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c) Para acceder a la libertad condicional, los artículos 2 Nº3 del D.L. Nº 321 

y 4 Nº 2 del Reglamento de la Ley de Libertad Condicional exigen al 

interno “[h]aber observado conducta intachable109 en el establecimiento 

penal en que cumple su condena, según el Libro de Vida”. 

 

d) En orden a poder determinar si el comportamiento de un interno puede 

ser calificado como sobresaliente –en cuyo caso este último podría 

acceder al beneficio de reducción de condena-, la Comisión de Beneficio 

de Reducción de Condena podrá tener a la vista el Libro de Vida del 

interno, así como las calificaciones del Tribunal de Conducta (artículos 

13 de la ley Nº 19.856 y 47 del Decreto Supremo  Nº 685 que “Aprueba 

reglamento de la Ley Nº 19.856, que crea un sistema de reinserción 

social de los condenados en base, a la observación de buena 

                                                           
109 No existe una norma que defina lo que específicamente debe entenderse por intachable. Sin 
perjuicio de lo anterior, el artículo 21 del Reglamento de la Ley de Libertad Condicional otorga 
ciertas nociones sobre el significado de “intachable” al establecer que no pueden figurar en las 
listas de postulantes elaboradas por el Tribunal de Conducta y remitidas a la Comisión de 
Libertad Condicional, los internos que tengan una o más notas inferiores a “muy bueno” por los 
conceptos de conducta o aplicación durante el semestre correspondiente. Por su parte, el oficio 
circular Nº 14.22.00/135/04 del Subdirector Técnico que “Imparte instrucciones respecto al 
proceso de postulación a Libertad Condicional correspondiente al segundo semestre del año 
2004”, expresa que “en consideración a que el objetivo que se persigue en cada proceso de 
postulación, es que cada región presente sólo aquellos internos que registren 3 bimestres de 
muy buena conducta […]”. En consideración de lo anterior, existen motivos para suponer 
razonablemente que conducta intachable significa haber observado una conducta muy buena 
durante los últimos 3 bimestres. 
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conducta”110). En el caso específico del factor conducta, se tendrán en 

cuenta por la Comisión los informes del Tribunal de Conducta sobre el 

comportamiento del interno (artículo 51 letra a) del Decreto Supremo Nº 

685). A mayor abundamiento, para ser presentado por la administración 

penitenciaria al proceso de calificación de comportamiento realizado por 

la Comisión de beneficio de reducción de condena, se exige que el 

interno haya sido  calificado por el Tribunal de Conducta con buena o 

muy buena conducta durante los últimos tres bimestres (artículo 33 del 

Decreto Supremo Nº 685). 

  

e) Respecto al otorgamiento de indultos particulares, si bien no se exige 

una determinada calificación de conducta, el Tribunal de Conducta debe 

evacuar un informe en que se pronuncie sobre la procedencia del indulto, 

debiendo referirse en dicho informe a varios aspectos, entre ellos la 

conducta del interno (artículo 4 del Decreto Supremo Nº 1.542 que 

aprueba el “Reglamento sobre indultos particulares”111). 

 

2. En relación a la Libertad Condicional 

 

                                                           
110

 CHILE. Ministerio de Justicia. 2003. Decreto Nº 685: Aprueba reglamento de la Ley Nº 
19.856, que crea un sistema de reinserción social de los condenados en base, a la observación 
de buena conducta. 
111

 CHILE. Ministerio de Justicia. 1982. Decreto Supremo 1.542: Reglamento sobre indultos 
particulares. 
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2.1. Respecto a internos que se encuentren postulando a la Libertad 

Condicional 

 

2.1.1. Pronunciamiento sobre el cumplimento de los requisitos para 

obtener la Libertad Condicional 

  

El inciso 1º artículo 17 del Reglamento de la Ley de Libertad Condicional indica 

que corresponde al Tribunal de Conducta pronunciarse sobre el cumplimiento 

de algunos de los requisitos exigidos para acceder al beneficio de Libertad 

Condicional. Concretamente, se requiere un pronunciamiento  del órgano en 

análisis sobre el cumplimiento de los requisitos 2º, 3º y 4º indicados por el 

artículo 4 del Reglamento de la Ley de Libertad Condicional, es decir sobre: 

 

a) Haber observado el interno una conducta intachable en el 

establecimiento penitenciario, de acuerdo al Libro de Vida; 

 

b) Haber aprendido bien un oficio, si existen talleres en el establecimiento; 

y, 

 

c) Haber asistido con regularidad y provecho a la escuela del 

establecimiento, y a las conferencias educativas que se dicten. Si el 

interno no sabe leer y escribir, se entenderá no cumplido este requisito. 
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Al emitir su pronunciamiento sobre el cumplimiento de los requisitos 

anteriores, el Tribunal debe tomar en consideración los promedios de notas de 

conducta, aplicación y aprovechamiento del semestre anterior al 1 de abril o 1 

de octubre de cada año (artículo 18 Reglamento de la Ley de Libertad 

Condicional). El referido pronunciamiento debe “ser acordado quince días antes 

del primero de abril o del primero de octubre de cada año” (artículo 17 

Reglamento de la Ley de Libertad Condicional).  

 En el caso en que el Jefe del establecimiento haga uso de la facultad 

otorgada por el artículo 7 del Reglamento de la Ley de Libertad Condicional, en 

virtud de la cual puede objetar los acuerdos del Tribunal de Conducta para que 

sean consultados al Ministerio de Justicia, la decisión definitiva deberá 

encontrarse contenida en una resolución del Ministerio de Justicia o de la 

Secretaría Regional Ministerial de Justicia correspondiente.  

Por último, el inciso 2º del artículo 17 indica que en casos calificados, previo 

estudio de los antecedentes y en forma unánime, la Comisión de Libertad 

Condicional puede resolver dar por cumplidos los requisitos 3º y 4º del artículo 4 

del Reglamento de la Ley de Libertad Condicional, pudiendo entonces 

desatender un pronunciamiento negativo del Tribunal de Conducta sobre tales 

requisitos .  
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2.1.2. Confección y remisión de las listas contempladas en el artículo 24 

del Reglamento de la Ley de Libertad Condicional. 

 

Según lo establecido por el artículo 24 del Reglamento de la Ley de Libertad 

Condicional, los días 25 de marzo y 25 de septiembre de cada año, el Tribunal 

de Conducta debe confeccionar dos listas:  

 

a) Una que debe comprender a aquellos internos que reúnen a juicio del 

Tribunal de Conducta los requisitos para obtener la libertad condicional; 

y, 

 

b) Otra en la que se incluyan aquellos sujetos privados de libertad que 

cumplan con los requisitos 1º y 2º (tiempo mínimo de cumplimiento de 

condena y  conducta intachable) del artículo 4 del Reglamento de la Ley 

de Libertad Condicional, pero que en opinión del Tribunal de Conducta 

no satisfagan los requisitos 3º y 4º del mismo precepto (haber aprendido 

bien un oficio, y asistencia con regularidad y provecho a la escuela).   

 

De acuerdo al inciso 3º del artículo 24, en las listas elaboradas por el 

Tribunal de Conducta deben ser incluidos aquellos internos condenados que 

alcanzaren el tiempo mínimo de cumplimiento de condena durante los 3 meses 

siguientes a las fechas en que el órgano debe confeccionar las listas (abril, 
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mayo y junio si se trata del 25 de marzo; octubre, noviembre, diciembre si se 

trata del 25 de septiembre). Con todo, los sujetos que se encuentren en el 

supuesto anterior no podrán gozar de la Libertad Condicional sino hasta que 

logren el tiempo mínimo de cumplimiento de condena, y con tal que cumplan a 

esa fecha el requisito de conducta intachable del artículo 4. 

En todo caso, no podrán ser incluidos en ninguna de las dos listas los 

internos que posean una o más notas inferiores a “muy bueno” en los conceptos 

de conducta o aplicación (artículo 21 Reglamento de la Ley de Libertad 

Condicional). 

En relación a los antecedentes que deben contener las listas elaboradas por 

el Tribunal de Conducta, el Reglamento de la Ley de Libertad Condicional 

entrega escasa información. Por una parte, el artículo 24 dispone que debe 

indicarse para cada interno en ambas listas, el lugar que se fijará como 

residencia, el cual sólo puede corresponder a una ciudad en la que funcione un 

Tribunal de Conducta. A su vez, el mismo artículo 24 estipula que en ambas 

listas debe dejarse constancia de las opiniones disidentes, así como de la 

opinión del médico y del representante de la justicia que integren el Tribunal de 

Conducta.  

El oficio circular Nº 14.22.00.66/00 del Subdirector Técnico que “[r]eitera e 

imparte instrucciones del proceso de Libertad Condicional”,  complementa en 

esta materia lo dispuesto por el Reglamento de la Ley de Libertad Condicional, 



83 

 

señalando que las nóminas de postulantes deben contener respecto de cada 

interno los siguientes datos:  

 

· Nombre completo;  

· Delito o delitos por el o los que fue sancionado; 

· Pena inicialmente impuesta;  

· Fecha de inicio del cumplimiento de la condena; 

· Fecha de término de su cumplimiento; 

·  Fecha en que se cumple el tiempo mínimo para postular; y, 

·  Tiempo de la pena que le resta por cumplir. 

 

Las listas y todos los antecedentes sobre los internos incluidos en ellas 

deben ser entregados por el Jefe del establecimiento a la Comisión de Libertad 

Condicional el  1º de abril  y  de octubre, o el día hábil siguiente si fueran 

feriados (inciso 1º del artículo 25 del Reglamento de la Ley de Libertad 

Condicional). Los oficios circulares Nº 14.22.00.135/04 y 14.22.00.66/00, 

precisan la forma en que deben ser enviados los antecedentes para la 

postulación al beneficio de Libertad Condicional. Al respecto, en ambos oficios 

se expresa que junto a la lista, debe ser enviada para cada interno una carpeta 

que debe contener diversos antecedentes. Esta carpeta debe ser enviada por el 

Tribunal de Conducta, tal como lo refiere explícitamente el oficio circular Nº 

14.22.00.66/00. ¿Cuál debe ser específicamente el contenido de dicha carpeta? 
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Si bien, como ya se hizo presente anteriormente, los referidos oficios se 

pronuncian sobre procesos de postulación específicos, ellos permiten tener una 

referencia sobre el contenido de las carpetas referidas. Las carpetas deberían 

contener: 

 

a) Antecedentes estadísticos  y de clasificación; 

 

b) La propuesta del Tribunal de Conducta, expresando en forma clara si 

se sugiere o no otorgar el beneficio. A su vez, en esta “se debe 

fundamentar el acuerdo, considerando el debate y análisis realizado 

por el Tribunal de Conducta”, debiendo por último incluir la fecha de la 

sesión en que se adoptó la propuesta  y la firma del Presidente del 

órgano; 

 

c) Informes profesionales (Informe social y psicológico unificado, laboral, 

escolar, certificado de conducta de los tres bimestres anteriores,  y 

certificado de salud); 

 

d) Extracto de Filiación y antecedentes; 

 

e) Ficha única de condenado; y, 
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f) Copia de Sentencia. 

 

2.2. Respecto a los internos que obtuvieron el beneficio de Libertad 

Condicional 

 

Actualmente, y desde la dictación por parte del Director Nacional de 

Gendarmería de la resolución exenta Nº 4.478 de 8 de mayo de 2012 que 

“Establece Organización Interna de Gendarmería de Chile”112 (en adelante 

resolución exenta Nº 4.478), el Tribunal de Conducta ya no ejercería un control 

respecto de los internos beneficiados con Libertad Condicional a través de las 

facultades que le otorgaba el Reglamento de la Ley de Libertad Condicional, así 

como de los deberes que dicho cuerpo legal imponía al liberto. Actualmente, el 

control de quienes se encuentren beneficiados con la Libertad Condicional es 

competencia del Departamento Post Penitenciario de la Subdirección Técnica, 

según lo dispuesto por los artículos 44 y 45 de la resolución exenta Nº 4.478. 

 

3. En relación a los indultos particulares 

 

3.1.  Elaboración de informe sobre procedencia de indulto 

 

                                                           
112
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El artículo 2 del Decreto Supremo Nº 1.542 que aprueba el “Reglamento 

sobre indultos particulares” (en adelante Reglamento sobre indultos 

particulares) encomienda al Tribunal de Conducta la elaboración de un informe 

fundado que debe contener un pronunciamiento sobre la procedencia de la 

petición de indulto particular. El contenido del informe es descrito por el artículo 

4 del Reglamento sobre indultos particulares, el cual expresa: 

 

“Las menciones que debe contener el informe del Tribunal de Conducta o del 

Alcaide del establecimiento, cuando corresponda, serán las siguientes: 

 

a) Nombre y apellido del solicitante; 

b) Edad y nacionalidad; 

c) Estado civil y cargas familiares que tiene; 

d) Grado de cultura, conducta y moralidad; 

e) Oficio o profesión que posee, días trabajados en Centros de Educación y 

trabajo, bienes de fortuna o medios de vida de que dispone y si tiene 

probabilidades de trabajar al salir del penal; 

f) Delito a que se encuentra condenado, penas impuestas, tiempo cumplido 

y que le falta por cumplir; rebajas de tiempo que haya obtenido, con indicación 

del número y fecha del decreto respectivo, y 

g) Si habiendo sido condenado anteriormente, cumplió la pena, obtuvo 

indulto, salió en libertad condicional y si ésta le fue revocada. 
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Además, se indicarán las causales por las cuales no ha sido beneficiado con la 

libertad condicional y se agregará el certificado de antecedentes del solicitante, 

con todas sus anotaciones”.113 

 

3.2. Remisión de peticiones de indulto en el caso que indica el Decreto 

Supremo Nº 1.542 que aprueba el “Reglamento sobre indultos 

particulares”. 

 

En virtud del artículo 3 del Reglamento de la Ley de Libertad Condicional, 

el liberto que haya cumplido más de la mitad de la pena, y que habiendo 

obtenido “invariablemente las mejores calificaciones por su conducta, aplicación 

al trabajo y dedicación al estudio”, puede solicitar al “Supremo Gobierno” el 

indulto del resto del tiempo de la pena,  petición que debe realizarse a través 

del Tribunal de Conducta. En concordancia con lo anterior, el artículo 8 del 

Reglamento sobre indultos particulares estipula que al cumplirse los requisitos 

del artículo 38 del Reglamento de la Ley de Libertad Condicional, el Tribunal de 

Conducta (o la autoridad correspondiente) elevarán los antecedentes al 

Ministerio de Justicia proponiendo el indulto.  

                                                           
113 CHILE. Ministerio de Justicia. 1982. Decreto 1.542: Reglamento sobre indultos particulares. 
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Sin embargo, según lo dispuesto por el artículo 1 de la Ley Nº 18.050 

que “Fija normas generales para conceder indultas particulares” (en adelante 

Ley Nº 18.050), y los artículos 1 y 2 del Reglamento sobre indultos particulares, 

el interesado debe solicitar el indulto al Presidente de la República por medio 

del Alcaide del establecimiento (si se trata de una pena privativa de libertad) o 

de la autoridad gubernativa local (si se trata de una pena restrictiva de libertad), 

quienes a su vez deben elevar las solicitudes a través de la Dirección Nacional 

o de las Dirección Regional respectiva. 

De lo expuesto deviene imperativo preguntarse si existe compatibilidad 

entre las normas indicadas. Desde nuestro punto de vista, la forma en que 

deben ser interpretadas las normas anteriores de modo que sean compatibles, 

es que sólo en el supuesto descrito por el artículo 38 del Reglamento de la Ley 

de Libertad Condicional sería el Tribunal de Conducta el encargado de elevar la 

solicitud de indulto al Gobierno. En cambio, en los demás supuestos que 

habilitan al interno para solicitar un indulto, establecidos por la Ley Nº 18.050 y 

por el Reglamento sobre indultos particulares, la petición debe ser elevada por 

el Alcaide. 

 

3.3. Vigilancia de beneficiados con indulto particular 

 

El artículo 7 del Reglamento sobre indultos particulares consigna que la 

persona beneficiada con el indulto puede quedar sujeta a la vigilancia del 
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Tribunal de Conducta, por el tiempo que fije el decreto que otorgue el indulto. Al 

igual que con la Libertad Condicional, la vigilancia de quienes se encuentren 

beneficiados con un indulto particular, podría no corresponder actualmente a los 

Tribunales de Conducta. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

CAPÍTULO V 

APLICACIÓN DE LA LEY Nº 19.880 SOBRE BASES DE LOS 

PROCEDIMIENTOS ADMINISTRATIVOS A LA REGULACIÓN DE TRIBUNAL 

DE CONDUCTA 
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Habiendo concluido con anterioridad que el Tribunal de Conducta es un 

órgano administrativo al formar parte de Gendarmería, organismo que a su vez 

goza del mismo carácter, se  estimó que al Tribunal de Conducta le son 

aplicables un conjunto de normas, entre las cuales cabe destacar la ley Nº 

19.880 que “Establece bases de los procedimientos administrativos que rigen 

los actos de los órganos de la administración del Estado”. Cabe hacer notar que 

el artículo 2 de la ley Nº 19.880, dispone la aplicación de dicha ley a los 

servicios públicos, lo que confirma su vigencia para el Tribunal de Conducta, 

pues este último órgano es parte de Gendarmería, servicio público de acuerdo 

al artículo 1 D.L. Nº 2.859.  

Ahora bien, un procedimiento administrativo es –según lo expresado por 

el artículo 18 de la ley Nº 19.880-  “una sucesión de actos trámite vinculados 

entre sí, emanados de la Administración y, en su caso, de particulares 

interesados, que tiene por finalidad producir un acto administrativo terminal”. 

 

1. Forma de aplicación de la ley Nº 19.880 

 

Un punto trascendental sobre la aplicación de la ley Nº 19.880 a la 

regulación del Tribunal de Conducta, es la forma en que debe aplicarse la 

misma. Sobre la aplicación de la ley Nº 19.880, el inciso 1º de su artículo 1 

expresa: 
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“Procedimiento Administrativo. La presente ley establece y regula las bases del 

procedimiento administrativo de los actos de la Administración del Estado. En 

caso de que la ley establezca procedimientos administrativos especiales, la 

presente ley se aplicará con carácter de supletoria”. 

 

Sobre el precepto citado y la aplicación supletoria de la ley Nº 19.880, la 

Contraloría General de la República (en adelante “Contraloría”) ha sostenido114: 

 

“De acuerdo a las normas indicadas, la ley N° 19.880 se aplica a todos los 

procedimientos administrativos que desarrollan los órganos de la 

Administración, salvo que la ley establezca procedimientos especiales, en cuyo 

evento dicha preceptiva rige con carácter supletorio. Precisando este último 

aspecto, la jurisprudencia administrativa (dictamen N° 20.119, de 2006) ha 

señalado que los procedimientos administrativos especiales que la ley 

establece deben regirse por las normas contenidas en el ordenamiento que les 

da origen, quedando sujetos supletoriamente a las prescripciones de la ley N° 

19.880 en aquellos aspectos o materias respecto de las cuales la preceptiva 

especial no ha previsto regulaciones específicas […]”115. 

                                                           
114 Sobre la aplicación de la ley Nº 19.880 ver en particular los dictámenes Nº  39.348/2007 y 
42.639/2007. Para un estudio más acabado sobre el tema, véanse los dictámenes 44314/2007, 
3441/2008, 14643/2008, 20944/2008, 28936/2008, 33448/2008, 37540/2008, 38028/2008, 
32762/2009, 33796/2009, 44851/2009, 49696/2009, 62396/2008, 64972/2009, 64990/2009, 
24808/2010, 26019/2010, 44459/2011, 60748/2011, 68178/2011, 81036/2011,  25245/2012, 
54769/2012, 16766/2013, 19860/2013 ,25469/2013, 30077/2013, 31796/2013, 34217/2013, 
7439/2014. 
115 CONTRALORÍA GENERAL DE LA REPÚBLICA. Dictamen Nº 39.348/2007. 
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Con todo, la aplicación supletoria de la ley Nª 19.880 además se 

encontraría condicionada, pues sólo tendría lugar en cuanto sea conciliable con 

la naturaleza del procedimiento especial116. 

Sin perjuicio de la posibilidad de aplicar supletoriamente la ley Nº 19.880, 

Contraloría también ha reconocido la posibilidad de dar aplicación a dicha 

norma en forma directa. Al respecto, se ha expresado: 

 

“Siendo ello así, corresponde la aplicación directa de la Ley N° 19.880 en 

aquellos procedimientos especiales desarrollados en normas de jerarquía infra 

legal, como son las de carácter reglamentario, aun cuando su existencia 

obedezca al hecho de haber sido convocada expresamente la potestad 

reglamentaria por la norma de rango legal. Ello, debido a que la aludida ley de 

procedimientos prima, en el ámbito de materias que regula, por sobre otra 

fuente normativa que no sea de su misma jerarquía, exigencia que, por lo 

demás, es plenamente concordante con la reserva legal que consagra el 

artículo 63, N° 18, de la Constitución Política de la República. 

 

De este modo, tratándose de procedimientos desarrollados en disposiciones 

reglamentarias, como el contenido en el mencionado Decreto N° 1.825, de 

1998, la Ley N° 19.880 rige en plenitud, incluso produciendo la derogación de 

                                                           
116 CONTRALORÍA GENERAL DE LA REPÚBLICA Dictamen Nº 30.077/2013. 
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aquellos preceptos de ese texto reglamentario que sean incompatibles con las 

disposiciones de este cuerpo legal, en virtud de la aplicación del principio de 

jerarquía normativa”117.   

 

Por consiguiente, según lo expresado por Contraloría, pueden 

identificarse dos formas de aplicación de la ley Nº 19.880 respecto de los 

procedimientos administrativos especiales:  

 

a) En forma supletoria, es decir, aplicándose sólo respecto de aquellos 

aspectos específicos no regulados por el procedimiento administrativo 

especial, y con respeto de la naturaleza de este último. Esta forma de 

aplicación tendría lugar en el supuesto de que el procedimiento especial 

se encuentre regulado en una norma de rango legal. 

 

b) De manera directa, es decir, aplicándose en su totalidad sin tomarse en 

consideración si el procedimiento administrativo especial ha regulado o 

no específicamente cualquier aspecto. Incluso, en caso de que existir en 

el procedimiento especial disposiciones contrarias a las de la ley Nº 

19.880, se produciría la derogación de las primeras. Esta forma de 

aplicación tendría lugar en aquellos casos en los cuales el procedimiento 

                                                           
117 CONTRALORÍA GENERAL DE LA REPÚBLICA Dictamen Nº 42.639/2007. 
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especial se encuentre regulado en normas de rango infralegal (por 

ejemplo un Decreto Supremo).  

 

2. Forma de aplicación de la ley Nº 19.880 a la regulación del 

Tribunal de Conducta 

 

Dicho lo anterior, es necesario determinar cómo se aplica concretamente 

la ley Nº 19.880 a las normas del Tribunal de Conducta. Remontándonos a lo 

expuesto sobre la calificación de la conducta y las funciones en general del 

Tribunal de Conducta, es posible apreciar que los preceptos correspondientes 

se encuentran contenidos en normas de jerarquía infralegal (REP, Reglamento 

de la Ley de Libertad Condicional, Reglamento sobre indultos particulares, 

Resolución Exenta Nº 4.779, oficios circulares). No obstante, existen 

referencias al órgano en comento en normas legales (por ejemplo la ley Nº 

18.050, que establece el deber para el Tribunal de Conducta de informar sobre 

la petición del indulto), situaciones en las cuales la aplicación de la ley Nº  

19.880 sería supletoria.  

En todo caso, la referencia de la ley Nº 18.050 es genérica, 

encontrándose  lo relativo al deber de informar precisado con un mayor grado 

de detalle en el Reglamento sobre indultos particulares, razón por la cual en ese 

caso coexistirían una aplicación supletoria (respecto a la ley Nº 18.050) y una 
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directa (con respecto al Reglamento sobre indultos particulares) de la ley Nº 

19.880. 

Respecto al resto de las normas sobre el Tribunal de Conducta, de 

jerarquía infralegal, la aplicación de la ley Nº 19.880 sería directa y sin límite. 

 

3. Consecuencias de la aplicación de la ley Nº 19.880: Los 

principios del procedimiento administrativo 

 

Una de las consecuencias de la aplicación de la ley Nº 19.880 a la 

regulación del Tribunal de Conducta, es el sometimiento de los procedimientos 

de este último órgano, a los principios rectores del procedimiento administrativo 

–y por consiguiente a la normas que son expresión de los mismos-, reconocidos 

por el artículo  4 de la ley Nº 19.880. Éste último precepto dispone que “[e]l 

procedimiento administrativo estará sometido a los principios de escrituración, 

gratuidad, celeridad, conclusivo, economía procedimental, contradictoriedad, 

imparcialidad, abstención, no formalización, inexcusabilidad, impugnabilidad, 

transparencia y publicidad”118. 

Si bien todos los principios contemplados por el artículo 4 gozan de 

importancia no existiendo una jerarquía entre ellos, debido a las características 

                                                           
118 CHILE. Ministerio Secretaría General de la Presidencia. 2003. Ley 19.880: Establece las 
bases de los procedimientos administrativos que rigen los actos de los órganos de la 
administración del Estado.   
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(y puntos críticos119) del órgano en estudio, el presente trabajo de investigación 

se centrará sobre los principios de impugnabilidad, contradictoriedad, 

imparcialidad, abstención, inexcusabilidad, transparencia y publicidad.  

 

3.1. Impugnabilidad  

 

Ciertamente, un asunto que imperativamente debe ser planteado al 

estudiar el funcionamiento del Tribunal de Conducta es, ¿qué ocurre en 

aquellos casos en los que el interno no se siente satisfecho con la decisión 

adoptada por el Tribunal de Conducta? La cuestión es de total pertinencia 

considerando que por ejemplo una calificación distinta a la exigida por las 

normas jurídicas penitenciarias impedirá al interno acceder a la libertad 

condicional, a un indulto particular, a una reducción de la condena, o a los 

permisos de salida. 

 En este sentido, el Tribunal de Conducta carga con una gran 

responsabilidad, pues de su buen funcionamiento, y en definitiva de su buen 

juicio (tanto respecto de los hechos como del derecho) dependerá – como 

señalamos anteriormente- el acceso del interno los referidos beneficios. 

Ahora bien, en la práctica se ha constatado que el Tribunal de  Conducta 

no cumple con entregar “una resolución fundada que precise los fundamentos 

                                                           
119 Los puntos críticos serán analizados en profundidad en el siguiente capítulo. 
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que se tuvieron a la vista por el Tribunal para calificar su conducta”120. En 

consideración de lo anterior, resulta fundamental que los internos puedan 

recurrir a mecanismos de impugnación frente a las decisiones del Tribunal de 

Conducta, no sólo cuando ellas no se encuentren fundamentadas, sino que en 

general cuando adolezcan de algún defecto o simplemente se estimen 

erróneas. Sin embargo, se ha constatado que en la práctica tales mecanismos 

no existen121.  

Independientemente de lo que se ha constatado en la práctica, y 

estrictamente desde un punto de vista normativo: frente a las decisiones del 

Tribunal de Conducta ¿cuentan los internos con mecanismos de impugnación? 

Por ejemplo, frente a una calificación juzgada como errónea por el interno, 

¿debe este necesariamente aceptar la decisión del Tribunal de Conducta y por 

consiguiente esperar el siguiente proceso de calificación, o podría impugnarla?  

En el articulado normativo penitenciario, salvo por los artículos 6, 9 y 58 

del REP que se refieren al derecho de petición122, no existen normas que 

establezcan mecanismos de impugnación específicos respecto de las 

resoluciones de Gendarmería y del Tribunal de Conducta. Con todo, en 

                                                           
120 FUNDACIÓN PAZ CIUDADANA y CENTRO DE ESTUDIOS EN SEGURIDAD CIUDADANA 
DEL INSTITUTO DE ASUNTOS PÚBLICOS DE LA UNIVERSIDAD DE CHILE. 2012. Estudio 
de evaluación del programa de Fortalecimiento de los Consejos Técnicos y Seguimiento de los 
Beneficiarios con Salida Controlada al Medio Libre. [en línea] <http://www.pazciudadana.cl/wp-
content/uploads/2013/07/2012-01-02_Estudio-de-evaluaci%C3%83%C2%B3n-del-programa-de-
fortalecimiento-de-los-Consejos-T%C3%83%C2%A9cnicos-y-seguimiento-de-los-beneficiarios-
con-salida-controlada-al-medio-libre.pdf> [consulta: 10 de octubre de 2014]. p.180. 
121 Loc. cit. 
122 Incluso, el derecho a petición no es estrictamente un mecanismo de impugnación. Se trata 
de más bien de un mecanismo de tutela de derechos. 
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términos generales, el artículo 9 del Reglamento de Establecimientos 

Penitenciarios estipula:  

 

“Los internos, en defensa de sus derechos e intereses, podrán dirigirse a las 

autoridades competentes y formular las reclamaciones y peticiones pertinentes, 

a través de los recursos legales. 

 

También podrán presentar a las autoridades peticiones y quejas relativas a su 

tratamiento o al régimen del establecimiento”123. 

 

Como puede observarse, el artículo 9º parece aceptar la posibilidad de 

una impugnación a través de mecanismos contemplados fuera de la legislación 

penitenciaria específica, pues se refiere en términos genéricos a los “recursos 

legales”.  

Ahora bien, la ley Nº 19.880 por su parte, en consonancia con lo 

dispuesto por el artículo 9 del REP, establece en su artículo 15 el principio de 

impugnabilidad: 

 

“Principio de impugnabilidad. Todo acto administrativo es impugnable por el 

interesado mediante los recursos administrativos de reposición y jerárquico, 

                                                           
123 CHILE. Ministerio de Justicia. 1998. Decreto 518: Reglamento de establecimientos 
penitenciarios. El destacado es nuestro. 
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regulados en esta ley, sin perjuicio del recurso extraordinario de revisión y de 

los demás recursos que establezcan las leyes especiales. 

 

Sin embargo, los actos de mero trámite son impugnables sólo cuando 

determinen la imposibilidad de continuar un procedimiento o produzcan 

indefensión. 

 

La autoridad que acogiere un recurso interpuesto en contra de un acto 

administrativo, podrá dictar por sí misma el acto de reemplazo”124. 

 

Reconocida la posibilidad de recurrir a mecanismos de impugnación en 

virtud de lo preceptuado por los artículos 9 del REP y 15 de la ley N° 19.880, se 

hace necesario determinar qué actos del Tribunal de Conducta pueden ser 

impugnados y qué mecanismos de impugnación específicos pueden ser 

utilizados. 

 

3.1.1. Actos del Tribunal de Conducta que podrían ser objeto de 

impugnación 

 

                                                           
124 CHILE. Ministerio Secretaría General de la Presidencia. 2003. Ley 19.880: Establece las 
bases de los procedimientos administrativos que rigen los actos de los órganos de la 
administración del Estado.   
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La ley Nº 19.880 en el inciso 2º del artículo 3 define el concepto de acto 

administrativo como “las decisiones formales que emitan los órganos de la 

administración del Estado en las cuales se contienen declaraciones de 

voluntad, realizadas en el ejercicio de una potestad pública”125. A continuación, 

los incisos 3º a 6º se pronuncian sobre la forma que pueden adoptar los actos 

administrativos, pudiendo manifestarse en decretos supremos, resoluciones, 

dictámenes o declaraciones de juicio. Las resoluciones son definidas por el 

inciso 4º del artículo 3 como “actos de análoga naturaleza [en referencia a 

órdenes escritas sobre asuntos de la competencia del órgano126]  que dictan las 

autoridades administrativas dotadas de poder de decisión”127. Por último el 

inciso 7º del mismo artículo preceptúa que “[l]as decisiones de los órganos 

administrativos pluripersonales se denominan acuerdos”128. 

Por su parte el Reglamento de la Ley de Libertad Condicional, en los 

artículos 6, 7 y 11 se refiere genéricamente a los “acuerdos” del Tribunal de 

Conducta, expresión también utilizada en la resolución exenta Nº 4.779. Al 

utilizar las normas anteriores la misma expresión que el inciso 7º del artículo 3 

de la ley Nº 19.880, y correspondiendo los acuerdos del Tribunal de Conducta a 
                                                           
125 CHILE. Ministerio Secretaría General de la Presidencia. 2003. Ley 19.880: Establece las 
bases de los procedimientos administrativos que rigen los actos de los órganos de la 
administración del Estado.   
126 Se trata de características del Decreto Supremo, definido por el inciso 3º del artículo 3º de la 
Ley Nº 19.880 como una “orden escrita que dicta el Presidente de la República o un Ministro 
“Por orden del Presidente de la República”, sobre asuntos propios de su competencia”. 
127 CHILE. Ministerio Secretaría General de la Presidencia. 2003. Ley 19.880: Establece las 
bases de los procedimientos administrativos que rigen los actos de los órganos de la 
administración del Estado.   
128 CHILE. Ministerio Secretaría General de la Presidencia. 2003. Ley 19.880: Establece las 
bases de los procedimientos administrativos que rigen los actos de los órganos de la 
administración del Estado.   
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decisiones de un órgano pluripersonal, es posible concluir que los acuerdos de 

dicho órgano corresponden a actos administrativos. Luego, como el 

Reglamento de la Ley de Libertad Condicional y la resolución exenta Nº 4.779 

utilizan la expresión “acuerdo” sin referirse a alguna función específica del 

Tribunal de Conducta, es dable concluir que todas las decisiones de dicho 

órgano constituyen actos administrativos, siendo en consecuencia impugnables 

todas sus decisiones. Concretamente, a modo de ejemplo, estimamos que 

podrían impugnarse los siguientes actos: la calificación de conducta, el 

pronunciamiento sobre el cumplimiento de los requisitos para postular a la 

libertad condicional, el pronunciamiento contenido en un informe sobre la 

procedencia de la petición de indulto, entre otros. 

 

3.1.2. Mecanismos de impugnación en particular 

 

3.1.2.1 Mecanismos de impugnación administrativos 

 

3.1.2.1.1 Recurso de reposición y jerárquico 

 

3.1.2.1.1.1. Recurso de reposición 

 

Los artículos 59 de la ley Nº 19.880 y el 10 de la LBGAE establecen el 

recurso de reposición, el que tiene por objeto “obtener la invalidación, 
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revocación o modificación del acto administrativo en contra del cual recurre, de 

manera que la Administración, que ha manifestado ya su voluntad, debe 

estudiar nuevamente el asunto concreto y decretar otra vez”129. Este recurso 

debe ser interpuesto en contra del acto administrativo en un plazo de 5 días 

contados desde la notificación del mismo, siendo conocido por el órgano que 

dictó el acto impugnado, en este caso el Tribunal de Conducta.  

 

3.1.2.1.1.2. Recurso jerárquico 

 

Los artículos 59 de la ley Nº 19.880 y 10 de la ley Nº 18.575 consagran el 

recurso jerárquico, el que consiste en una reclamación que “[s]e interpone 

directamente o en subsidio del de reposición, ante el superior jerárquico de 

quien hubiere dictado el acto impugnado, con el fin de que éste lo modifique o 

revoque”130. 

El recurso jerárquico, tal como lo señala la definición anterior, debe ser 

interpuesto ante el superior de quien dictó el acto impugnado en orden a ser 

resuelto por este último, en un plazo de 5 días contados desde la notificación 

del acto impugnado, de manera subsidiaria al de reposición o en forma 

independiente.  

                                                           
129 CORDERO, L. 2003. El procedimiento administrativo. Lexis Nexis, Santiago. p. 165. 
130 ROJAS, J. 2004. Notas sobre el procedimiento administrativo establecido en la ley Nº 
19.880. [en línea] <http://www.cde.cl/wps/wcm/connect/d7ca1f3a-366a-4105-a1d1-
e173592c4eda/4.pdf?MOD=AJPERES> [consulta: 20 de noviembre de 2014]. p. 11. 
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En el caso del Tribunal de Conducta, el conocimiento y resolución de los 

recursos jerárquicos interpuestos en contra de los actos administrativos 

emanados de éste estimamos corresponderían al Alcaide. Lo anterior resultaría 

preocupante pues al poseer el Alcaide la calidad de integrante permanente del 

Tribunal de Conducta, se genera una posibilidad seria de que el conocimiento y 

resolución del recurso jerárquico por parte del Alcaide no sea más que una 

reproducción del razonamiento y decisión del Tribunal de Conducta, privando 

de efectos útiles al recurso. Incluso en el evento en que no se produjera la 

aludida reproducción, el conocimiento del recurso jerárquico por parte del 

Alcaide envuelve el peligro de que éste podría imponer su punto de vista 

personal con respecto a un asunto determinado. 

 

3.1.2.1.1.3. Disposiciones comunes a los recursos de reposición y 

jerárquico 

 

En cuanto a las causales de interposición, a diferencia del recurso 

extraordinario de revisión, la ley Nº 19.880 no contempla causales específicas 

para los recursos de reposición y jerárquico. Empero, se ha señalado con base 

en los artículos 2 y 10 de la ley Nº 19.880 que estos recursos permitirían revisar 

la legalidad y la oportunidad o conveniencia de los actos administrativos131.  

                                                           
131 FERRADA, J. 2011. Los procesos administrativos en el derecho chileno. Revista de Derecho 
de la Pontificia Universidad Católica de Valparaíso (36): 251-277. [en línea] 
<http://www.scielo.cl/pdf/rdpucv/n36/a07.pdf [consulta: 21 de noviembre de 2014]. p. 253. 
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Respecto al plazo de resolución de los recursos analizados, el inciso 5º 

del artículo 59 estipula que la autoridad debe resolver la impugnación en un 

plazo máximo de 30 días.  

Por último, en relación al evento en que los recursos en cuestión sean 

acogidos, el artículo 59 de la ley Nº 19.880 consigna que “[l]a resolución que 

acoja el recurso podrá modificar, reemplazar o dejar sin efecto el acto 

impugnado”132. 

 

3.1.2.1.2.  Recurso extraordinario de revisión 

 

El artículo 60 de la ley Nº 19.880 regula el recurso extraordinario de 

revisión, el cual, sólo puede interponerse respecto de actos administrativos 

firmes y en determinadas circunstancias, a saber: 

 

a) Que la resolución se haya dictado sin el debido emplazamiento; 

 

b) Haber incurrido en un error de hecho manifiesto y determinante al dictar 

la resolución; 

 

                                                           
132 CHILE. Ministerio Secretaría General de la Presidencia. 2003. Ley 19.880: Establece las 
bases de los procedimientos administrativos que rigen los actos de los órganos de la 
administración del Estado.   
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c) La aparición de documentos esenciales para la resolución del asunto, 

ignorados al dictarse el acto o que no hayan podido ser acompañados en 

aquel momento; 

 

d) Que por sentencia ejecutoriada se haya declarado que el acto se dictó 

como consecuencia de prevaricación, cohecho, violencia u otra 

maquinación fraudulenta; y, 

 

e)  Que en la resolución hayan influido de modo esencial documentos o 

testimonios declarados falsos por sentencia ejecutoriada posterior al acto 

impugnado, o anterior cuando no fuera conocida por el interesado al 

momento de la resolución. 

 

El recurso extraordinario de revisión puede interponerse en todos los 

casos dentro de 1 año, plazo que debe comenzar a contarse desde la dictación 

de la resolución en el caso de las tres primeras causales, y en el caso de las 

dos últimas, desde que la sentencia que declare las circunstancias referidas 

quede ejecutoriada o desde el día siguiente al de su notificación, dependiendo 

de si dicha sentencia es posterior o anterior a la resolución impugnada (artículo 

60).   

Por último, cabe destacar que el recurso extraordinario de revisión debe 

ser conocido y resuelto por el superior jerárquico, en el evento en que el órgano 
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que dictó la resolución impugnada cuente con un superior jerárquico (artículo 

60). Como ya se indicó previamente, en el caso del Tribunal de Conducta, el 

recurso analizado debería ser conocido y resuelto por el Alcaide.  

 

3.1.2.1.3 Recurso de aclaración 

  

  El recurso de aclaración tiene su origen en el artículo 62 de la ley 

Nº 19.880, el cual señala: 

 

“Aclaración del acto. En cualquier momento, la autoridad administrativa 

que hubiere dictado una decisión que ponga término a un procedimiento podrá, 

de oficio o a petición del interesado, aclarar los puntos dudosos u obscuros y 

rectificar los errores de copia, de referencia, de cálculos numéricos y, en 

general, los puramente materiales o de hechos que aparecieren de manifiesto 

en el acto administrativo”133.  

 

 El recurso de aclaración entonces sólo tendría por objeto resolver 

puntos dudosos o confusos o rectificar errores. Tales errores sólo pueden ser 

observados a partir de la información que proporciona el expediente 

administrativo, y aún más importante, la rectificación no puede implicar en 

                                                           
133 CHILE. Ministerio Secretaría General de la Presidencia. 2003. Ley 19.880: Establece las 
bases de los procedimientos administrativos que rigen los actos de los órganos de la 
administración del Estado.   
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ningún caso la invalidación o revocación del acto administrativo134. Por último, el 

recurso en comento puede interponerse en cualquier momento, a condición que 

el acto administrativo se encuentre vigente135.  

 

3.1.2.1.4 Disposiciones comunes a la revisión (administrativa) de los actos 

administrativos 

 

El párrafo 1º del Capítulo IV de la ley Nº 19.880 titulado  “Principios 

generales”, contiene un conjunto de disposiciones comunes a los  recursos 

administrativos descritos,  las que debiesen ser aplicadas subsidiaria o 

directamente (dependiendo el rango jerárquico de la norma referida al Tribunal 

de Conducta) a la impugnación de las decisiones del Tribunal de Conducta. 

 Al respecto, el artículo 53 prescribe que la administración se encuentra 

facultada para invalidar total o parcialmente los actos administrativos contrarios 

a derecho, de oficio o a petición de parte. De acuerdo al mismo precepto, la 

referida invalidación debe efectuarse previa audiencia del interesado, dentro de 

un periodo de 2 años contados desde la notificación o publicación del acto. 

En el evento de la interposición de un recurso, esta debe notificarse a 

terceros interesados que hayan tenido participación en el procedimiento 

                                                           
134 ROJAS, op. cit. pp. 11-12. 
135 Loc. cit. 
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administrativo, ello con el fin que en un plazo de 5 días realicen observaciones 

“en defensa de sus intereses” (artículo 55). 

Cabe tener en cuenta que el acto invalidatorio puede ser impugnado ante 

los Tribunales de Justicia, en un procedimiento breve y sumario (artículo 53). 

Luego, en lo que respecta a los efectos del acto administrativo frente a la 

interposición de recursos administrativos, el artículo 57 indica con claridad que 

dicha interposición no suspende la ejecución del acto impugnado. Empero, el 

inciso 2º del mismo artículo otorga a la autoridad que resuelva el recurso, la 

facultad de suspender la ejecución del acto impugnado como consecuencia de 

una petición fundada por parte del interesado basada en alguno de los 

siguientes supuestos: (i) el cumplimiento del acto podría causar un daño 

irreparable, o (ii) la ejecución haría imposible el cumplimiento de lo resuelto si 

se acogiera el recurso. 

Finalmente, en relación a la publicidad de la impugnación, el artículo 58 

ordena que las resoluciones que acojan los recursos interpuestos en contra de 

actos que hubieran sido publicados en el Diario Oficial, sean publicadas en 

extracto en el mismo, específicamente en la edición de los días 1º o 15º de 

cada mes o el día siguiente si fuera inhábil. 

 

3.1.2.2. Mecanismos de impugnación jurisdiccional 
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La posibilidad de recurrir a instancia jurisdiccionales con el fin de 

impugnar las resoluciones del Tribunal de Conducta no se encuentra excluida 

por la normativa penitenciaria ni por la ley Nº 19.880.  En este sentido, es 

preciso recordar que el artículo 9 del REP permite a los internos dirigirse a las 

autoridades competentes para “formular las reclamaciones y peticiones 

pertinentes, a través de los recursos legales”136.  Por su parte, la ley Nº 19.880 

en su artículo 15 al establecer el principio de impugnabilidad incluye dentro de 

los mecanismos de impugnación de actos administrativos “los demás recursos 

que establezcan las leyes especiales”137. Incluso, como veremos, el artículo 54 

de la ley Nº 19.880, regula la relación entre las “reclamaciones” administrativas 

y judiciales.  

A pesar de la posibilidad de impugnar actos administrativos a través de 

mecanismos jurisdiccionales, reconocida por las normas anteriormente 

referidas, se ha sostenido que la potestad de los tribunales de revisión de los 

actos administrativos sería menor que la de la propia Administración, pues a los 

primeros sólo les correspondería el control de los aspectos jurídicos de fondo y 

forma, no pudiendo examinar la conveniencia u oportunidad de tales actos138. 

Sin perjuicio de lo anterior, se ha estimado que los tribunales sí podrían revisar 

“los presupuestos de hecho que establece la norma para el ejercicio de la 

                                                           
136 CHILE. Ministerio de Justicia. 1998. Decreto 518: Reglamento de establecimientos 
penitenciarios. 
137 CHILE. Ministerio Secretaría General de la Presidencia. 2003. Ley 19.880: Establece las 
bases de los procedimientos administrativos que rigen los actos de los órganos de la 
administración del Estado.   
138 FERRADA,  op. cit. pp. 253-254. 
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potestad, ya que éstos forman parte del control de juridicidad del ejercicio de la 

potestad por parte del órgano de la Administración del Estado”139. 

Ahora bien, resulta imperativo precisar qué mecanismos jurisdiccionales 

son aquellos que podrían ser utilizados para impugnar las decisiones del 

Tribunal de Conducta. A pesar de que se han propuesto varios mecanismos 

para tutelar los derechos de las personas privadas de libertad (procedimientos 

ante el juez de garantía, acción constitucional de protección, acción 

constitucional de amparo, recurso de inaplicabilidad por inconstitucionalidad, 

entre otros), para los efectos del presente trabajo estimamos como 

especialmente relevantes la acción constitucional de protección, y la cautela de 

garantía en cuanto procedimiento ante el juez de garantía.  

 

3.1.2.2.1.  Acción constitucional de protección 

 

El artículo 20 de la Constitución establece la acción constitucional de 

protección, la que tiene como objetivo restablecer el imperio del derecho, frente 

a actos u omisiones arbitrarias o ilegales que priven, perturben o amenacen 

ciertos derechos constitucionales especificados por el mismo artículo. 

Resulta necesario apuntar que, de acuerdo a lo establecido por el Auto 

Acordado sobre tramitación y fallo del recurso de protección de las garantías 

                                                           
139 Ibídem, p. 254. 
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constitucionales (en adelante “Auto acordado sobre la acción de protección”)140,  

la acción de protección debe ser interpuesta ante la Corte de Apelaciones en 

cuyo territorio jurisdiccional se cometió el acto u omisión en que se funda la 

acción, en un plazo de 30 días corridos contados desde la ocurrencia del hecho 

o desde que se tuvo conocimiento del mismo (artículo 1 del Auto acordado 

sobre la acción de protección). 

 Por otro lado, cabe destacar que la acción constitucional de protección 

puede ser interpuesta por la persona natural o jurídica o grupo de personas que 

hayan sufrido la perturbación o amenaza de los derechos, o por un tercero en 

representación de ellas (artículo 2 del Auto Acordado sobre la acción de 

protección).  

Por último, debe tenerse en cuenta que la decisión de la Corte de 

Apelaciones que conozca de la acción es apelable dentro del plazo de 5 días 

hábiles contados desde la notificación de la sentencia, debiendo ser conocido y 

resuelto dicho recurso por la Corte Suprema (artículos 6 a 8 del Auto Acordado 

sobre la acción de protección). 

Ahora bien, a partir de un análisis jurisprudencial de acciones 

constitucionales de protección interpuestas respecto de actos u omisiones de 

funcionarios y órganos penitenciarios vinculados al otorgamiento de 

                                                           
140 CHILE. Corte Suprema. 1992. Auto Acordado sobre tramitación y fallo del recurso de 
protección de las garantías constitucionales. 
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beneficios141, estimamos que es posible la interposición de la acción en análisis 

respecto de actos u omisiones del Tribunal de Conducta cuando ellas afecten el 

derecho a la igualdad ante la ley, consagrado por el artículo 19 Nº 2 de la 

Constitución.  Específicamente, en base a la jurisprudencia analizada, creemos 

que sólo podría alegarse una afectación del artículo 19 Nº 2 en casos 

excepcionales, como por ejemplo si el Tribunal de Conducta omitiera 

fundamentar sus decisiones, si éstas fuese manifiestamente parciales o 

arbitrarias, o si no se notificaran las mismas a los internos. En otras palabras, 

opinamos que la acción de protección no podría ejercerse fundándose 

exclusivamente en que la decisión del Tribunal de Conducta se ha estimado 

como errónea. 

 

3.1.2.2.2. Procedimiento ante el juez de garantía: la cautela de 

garantías 

 

                                                           
141 Se tomaron como base para el análisis las sentencias dictadas en las siguientes causas: 
“Barra Salgado, Juan con Tribunal de Conducta del Centro de Readaptación Social”, Corte de 
Apelaciones de Concepción; “Lavanderos Illanes, Jorge con Seremi Metropolitano de Justicia”, 
Corte de Apelaciones de Santiago, número de ingreso 612-2008 (Trabajo-menores-policía 
local); “Mencarini Neumann Luis con Secretario Regional Ministerial de Justicia”, Corte de 
Apelaciones de Temuco, número de ingreso 1548-2009 (civil); “José Belisario Llanquileo Antilie 
con Comisión de Libertad Condicional”, Corte de Apelaciones de Temuco, número de ingreso 
1240-2010 (civil); “Rolando Castro Vega con Comisión de Beneficio de Reducción de Condena 
CPP de Antofagasta”, Corte de Apelaciones de Antofagasta, número de ingreso 57-2013 
(protección). 
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La idea de una intervención del juez de garantía durante la etapa de la 

ejecución de la pena, tiene su principal sustento normativo en el inciso 1º del 

artículo 7 del Código Procesal Penal, el que estipula:  

 

“Las facultades, derechos y garantías que la Constitución Política de la 

República, este Código y otras leyes reconocen al imputado, podrán hacerse 

valer por la persona a quien se atribuyere participación en un hecho punible 

desde la primera actuación del procedimiento dirigido en su contra y hasta la 

completa ejecución de la sentencia”142. 

 

Si bien el artículo citado utiliza el concepto de “imputado”, no tendría 

sentido excluir de la aplicación de esta disposición a aquellas personas 

condenadas, pues entonces no tendría justificación la última parte del inciso 1º. 

¿Cómo puede manifestarse la intervención del juez de garantía durante 

la ejecución de la pena? Al respecto, se han señalado como mecanismos la 

cautela de garantías (artículo 10 del CPP) y el amparo ante el juez de garantía 

(artículo 95 del CPP).  Debido al objeto del presente trabajo, sólo será objeto de 

análisis la cautela de garantías. 

El artículo 10 del CPP, que consagra la cautela de garantías, señala: 

 

                                                           
142 CHILE. Ministerio de Justicia. 2000. Ley 19.696. Establece Código Procesal Penal. El 
destacado es nuestro. 
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“Cautela de garantías. En cualquiera etapa del procedimiento en que el juez de 

garantía estimare que el imputado no está en condiciones de ejercer los 

derechos que le otorgan las garantías judiciales consagradas en la Constitución 

Política, en las leyes o en los tratados internacionales ratificados por Chile y que 

se encuentren vigentes, adoptará, de oficio o a petición de parte, las medidas 

necesarias para permitir dicho ejercicio. 

 

Si esas medidas no fueren suficientes para evitar que pudiere producirse una 

afectación sustancial de los derechos del imputado, el juez ordenará la 

suspensión del procedimiento y citará a los intervinientes a una audiencia que 

se celebrará con los que asistan. Con el mérito de los antecedentes reunidos y 

de lo que en dicha audiencia se expusiere, resolverá la continuación del 

procedimiento o decretará el sobreseimiento temporal del mismo”. 

 

Sobre esta última disposición, NASH expresa que “[s]i bien este artículo 

fue pensado para proteger a los imputados durante el procedimiento penal, el 

mecanismo que éste consagra puede ser utilizado, dada su amplitud gramatical 

y el fin protector que gobierna su sentido, para resguardar los derechos de las 

personas que estén cumpliendo una pena privativa de libertad”143. En este 

sentido, a favor de esta tesis puede señalarse que siendo la cautela de 

garantías un mecanismo para tutelar los derechos y garantías que el 

                                                           
143 CENTRO DE DERECHOS HUMANOS. Op. Cit. p. 127. 
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ordenamiento jurídico otorga al imputado y cuyo ejercicio le es reconocido por el 

artículo 7 del CPP desde la primera actuación del procedimiento hasta la 

completa ejecución de la sentencia, en orden a mantener la coherencia entre 

los artículos 7 y 10 del CPP, en este último habría que interpretar la expresión 

“imputado” en un sentido amplio al igual que en el artículo 7.  

El ejercicio de la cautela de garantías por parte del juez de garantía 

respecto a personas condenadas ha sido reconocido por la Corte Suprema, 

tribunal que, expresó: 

 

 “Sin perjuicio de lo resuelto, el juez de garantía de Ancud, en uso de las 

facultades conferidas en los artículos 10 y 95 del Código Procesal Penal, 

verificará si al sentenciado se le han respetado efectivamente los derechos que 

le confiere la Ley Nº20.588”144.   

 

Al igual que en el caso de la acción de protección, estimamos que la 

cautela de garantías no podría tener lugar sólo por el hecho de estimarse como 

errónea la decisión del Tribunal de Conducta, pues ese sólo hecho opinamos no 

presenta por sí mismo una afectación de los derechos del interno. En 

consecuencia, una cautela de garantías por parte del juez de garantía frente a 

la actividad del Tribunal de Conducta sólo sería admisible excepcionalmente en 

casos como los señalados previamente en relación a la acción de protección.  

                                                           
144 Corte Suprema. Sentencia de fecha 23 de julio de 2012. Rol Nº 5538-2012. El destacado es 
nuestro. 
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3.1.3. Relación de  los mecanismos administrativos y de los 

jurisdiccionales 

 

El artículo 54 de la Ley Nº 19.880 regula la relación entre los 

mecanismos de impugnación administrativos y los de naturaleza jurisdiccional, 

cuestión de suma importancia si existe la posibilidad de recurrir 

administrativamente y judicialmente los actos administrativos que emanen del 

Tribunal de Conducta. 

 Concretamente, el inciso 1º del artículo 54 estipula que la interposición 

de una reclamación ante la Administración no permite al interesado hacer valer 

la misma pretensión en sede judicial mientras no sea resuelta la primera o hasta 

que transcurra el plazo para que deba entenderse desestimada. En el caso en 

que se realice la reclamación administrativa, el inciso 2º del artículo 54 dispone 

la suspensión del plazo para ejercer la acción jurisdiccional, debiendo 

reanudarse el conteo a partir de la fecha en que efectúe la notificación del acto 

que la resuelve, o desde que la reclamación se entienda desestimada por haber 

transcurrido el plazo. Finalmente, en el caso en que se deduzca primero una 

pretensión por medio de una acción jurisdiccional, el inciso 3º del artículo 54 

ordena a la Administración “inhibirse de conocer cualquier reclamación” que el 

interesado realice por la vía administrativa. Sobre este último inciso, se ha 

sostenido que se trataría de una especie de preclusión pues la Administración 
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se vería imposibilitada de emitir un pronunciamiento frente al conocimiento del 

asunto por parte de los tribunales, toda vez que de lo contrario se estaría 

incurriendo en un desacato de lo resuelto judicialmente145. 

 

3.2. Contradictoriedad 

 

El artículo 10 de la ley Nº 19.880 establece el principio de 

contradictoriedad, disponiendo: 

 

“Principio de contradictoriedad. Los interesados podrán, en cualquier momento 

del procedimiento, aducir alegaciones y aportar documentos u otros elementos 

de juicio. 

 

Los interesados podrán, en todo momento, alegar defectos de tramitación, 

especialmente los que supongan paralización, infracción de los plazos 

señalados o la omisión de trámites que pueden ser subsanados antes de la 

resolución definitiva del asunto. Dichas alegaciones podrán dar lugar, si hubiere 

razones para ello, a la exigencia de la correspondiente responsabilidad 

disciplinaria.  

 

                                                           
145 FERRADA, op. cit., p. 255. 
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Los interesados podrán, en todo caso, actuar asistidos de asesor cuando lo 

consideren conveniente en defensa de sus intereses. 

 

En cualquier caso, el órgano instructor adoptará las medidas necesarias para 

lograr el pleno respeto a los principios de contradicción y de igualdad de los 

interesados en el procedimiento”.  

 

El artículo citado reviste gran importancia en varios aspectos, los que 

serán tratados a continuación. 

 

3.2.1. Participación del interesado en el procedimiento administrativo. 

 

El  inciso 1º del citado artículo 10 de la ley Nº 19.880, otorga al 

interesado la facultad de realizar alegaciones así como de presentar 

documentos u otros elementos de juicio. ¿Dónde radica la importancia de este 

inciso en relación a las normas del Tribunal de Conducta? Considerando que 

ninguna norma (leyes, decretos, resoluciones exentas y oficios) referida al 

Tribunal de Conducta menciona la posibilidad de intervención de los internos en 

los distintos procedimientos que conllevan a un pronunciamiento por parte de 

dicho órgano, el inciso 1º del artículo debe valorarse por cuanto permite 

expresamente la participación del interno. 
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Ahora bien, existen en la ley Nº 19.880 artículos que materializan esta 

arista del principio de contradictoriedad contenida en el inciso 1º del artículo 10. 

Así el artículo 17 letra f de la ley Nº 19.880  otorga a las personas en sus 

relaciones con la Administración el derecho a “[f]ormular alegaciones y aportar  

documentos en cualquier fase del procedimiento anterior al trámite de 

audiencia, que deberán ser tenidos en cuenta por el órgano competente al 

redactar la propuesta de resolución”146. 

Asimismo, la facultad de realizar alegaciones también se manifiesta en el 

inciso 1º del artículo 35 pues este reconoce al interesado la facultad de 

proponer actuaciones que requieran su intervención, o que constituyan trámites 

legales o reglamentarios establecidos. 

No obstante lo anterior, quizás la concreción más importante del inciso 1º 

del artículo 10 se encuentra en el artículo 35 referido a la prueba pues posibilita 

al interesado acreditar los hechos relevantes a través de “cualquier medio de 

prueba admisible en derecho”. Este último precepto otorgaría al interno la 

prerrogativa de presentar medios probatorios con el objeto de acreditar el 

cumplimiento de requisitos o hechos que el Tribunal de Conducta deba tomar 

en consideración al momento de acordar un pronunciamiento. En definitiva, lo 

anterior implicaría que el Tribunal de Conducta tendría que tomar sus 

decisiones ya no exclusivamente sobre las apreciaciones de los distintos 

                                                           
146 CHILE. Ministerio Secretaría General de la Presidencia. 2003. Ley 19.880: Establece las 
bases de los procedimientos administrativos que rigen los actos de los órganos de la 
administración del Estado.   
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funcionarios de Gendarmería, sino que también a partir de los antecedentes 

proporcionados por el propio interno. 

En relación con lo anterior, según el inciso 2º del artículo 35, el período 

de prueba deberá abrirse si el órgano instructor considera que los hechos 

alegados por el interesado no le constan o si la naturaleza del procedimiento así 

lo exige. El órgano instructor se encuentra obligado a aceptar todo tipo de 

pruebas propuestas por el interesado, excepto aquellas que manifiestamente 

improcedentes o innecesarias, las cuales deben ser rechazadas por medio de 

una resolución fundada (inciso 3º artículo 35). 

 Como último punto a destacar sobre la prueba, de acuerdo al inciso 1º 

del artículo 35º, esta debe ser apreciada en conciencia por el órgano instructor. 

Si bien un tratamiento de la apreciación de la prueba en consciencia escapa al 

objeto del presente trabajo, cabe destacar que la mayoría de la doctrina 

coincide en que dicho sistema corresponde al de la sana crítica147.  

  

3.2.2.  Representación del interesado 

  

El inciso 3º del artículo 10 de la ley Nº 19.880 dispone que el interesado 

puede actuar asesorado para la defensa de sus intereses si así lo desea. 

Concretizando lo anterior, el artículo 22 de la ley Nº 19.880 otorga al interesado 

la facultad de actuar a través de apoderados, quienes tendrán “todas las 

                                                           
147 LEPIN, C. 2007. Breve estudio sobre la sana crítica. Gaceta jurídica (319): 7-13. 
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facultades necesarias para la consecución  del acto administrativo, salvo 

manifestación expresa en contrario”148. Para los efectos del presente trabajo,  el 

inciso anterior permite concluir que el interno estaría habilitado para actuar 

asesorado y representado por un abogado ante el Tribunal de Conducta 

Las normas anteriores deben ser comprendidas como un complemento 

de otras normas que se refieren directa o indirectamente a la defensa jurídica 

de personas privadas de libertad149. A pesar de lo anterior, al no existir 

referencia alguna a la representación del interno en la regulación específica del 

Tribunal de Conducta, las normas anteriores deben ser sin duda valoradas. 

 

3.2.3. Rol del órgano instructor 

 

El inciso 4º del artículo 10º impone al órgano instructor –en este caso el 

Tribunal de Conducta- la obligación de tomar todas las medidas necesarias 

para respetar el principio de contradicción y de igualdad de los interesados en el 

procedimiento. Por lo tanto, el órgano instructor debe adoptar una actitud activa 

con miras a la realización del principio de contradicción.  

 

3.3.   Imparcialidad 

                                                           
148 CHILE. Ministerio Secretaría General de la Presidencia. 2003. Ley 19.880: Establece las 
bases de los procedimientos administrativos que rigen los actos de los órganos de la 
administración del Estado.   
149 Ver por ejemplo artículo 19 Nº3 de la Constitución, artículo 102 del Código Procesal Penal, y 
artículo 1 del Decreto 643 que aprueba el “Reglamento de Visita de Abogados y demás 
Personas Habilitadas a los Establecimientos Penitenciarios”. 
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El principio de imparcialidad se encuentra establecido por el artículo 11 

de la ley Nº 19.880, el cual dispone: 

 

“Principio de imparcialidad. La Administración debe actuar con objetividad y 

respetar el principio de probidad consagrado en la legislación, tanto en la 

substanciación del procedimiento como en las decisiones que adopte. 

 

Los hechos y fundamentos de derecho deberán siempre expresarse en aquellos 

actos que afectaren los derecho de los particulares, sea que los limiten, 

restrinjan, priven de ellos, perturben o amenacen su legítimo ejercicio, así como 

aquellos que resuelvan recursos administrativos”150. 

   

Por su parte, el inciso 2º del artículo 54 de la LBGAE define el principio 

de probidad administrativa como “observar una conducta funcionaria intachable 

y un desempeño honesto y leal de la función o cargo, con preeminencia del 

interés general sobre el particular”151.  

Sobre el principio de la imparcialidad, se ha señalado que la comprensión 

de este dogma en el ámbito administrativo difiere de  su comprensión en el 

                                                           
150 CHILE. Ministerio Secretaría General de la Presidencia. 2003. Ley 19.880: Establece las 
bases de los procedimientos administrativos que rigen los actos de los órganos de la 
administración del Estado.   
151 CHILE. Ministerio del Interior. 1986. Ley 18.575: Ley Orgánica Constitucional de Bases 
Generales de la Administración del Estado. 
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ámbito judicial, toda vez en el primero la imparcialidad no supondría en sí 

independencia ya que la Administración siempre será parte, Más bien, el 

principio de imparcialidad en el terreno administrativo diría relación con la 

objetividad a propósito de la fundamentación y adopción de decisiones152, idea 

que se encuentra reflejada en el inciso 2º del artículo 54ºy en el artículo 55 de la 

LBGAE153, en el inciso 1º del artículo 11 de la ley Nº 19.880, pero también en el 

inciso 2º del mismo. En efecto, el inciso 2º del artículo 11 de la ley Nº 19.880 

obliga a los órganos administrativos a expresar los hechos y los fundamentos 

de derecho en aquellos actos que resuelvan recursos administrativos, pero 

también en aquellos que afecten los derechos de los particulares. 

Si bien es cierto que la imparcialidad es un dogma al cual la 

Administración ya se encontraba sujeta en virtud de la LBGAE, lo que podría 

sugerir que la ley Nº 19.880 no contiene disposiciones novedosas en esta 

materia, resulta destacable que esta último consagre la imparcialidad como un 

principio del procedimiento administrativo, recordando a los órganos 

administrativos que deben actuar con objetividad y de manera fundada, no sólo 

en el procedimiento sino que en todas sus decisiones. 

Las exigencias planteadas tanto por la ley Nº 19.880 como por la LBGAE 

en torno a la imparcialidad son enteramente pertinentes  para el caso del 

Tribunal de Conducta por varias razones. En primer lugar, las aludidas 

                                                           
152 JARA, J. Apuntes sobre acto y procedimiento administrativo. Ley N° 19.880. Facultad de 
Derecho, Universidad de Chile. Santiago.2009. pp. 99-100. 
153 El artículo 55 de la ley Nº 18.575 señala que el interés general se expresa en lo razonable e 
imparcial de las decisiones de la Administración. 
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disposiciones son importantes pues las normas que regulan la actividad del 

Tribunal de Conducta no explicitan el deber de éste de fundamentar sus 

decisiones, ni tampoco de actuar con objetividad en todas sus decisiones154. En 

segundo lugar, si se toma en consideración que el Tribunal de Conducta se 

encuentra compuesto en gran parte por funcionarios de Gendarmería –lo que lo 

hace poco independiente-, la existencia de exigencias normativas de 

imparcialidad resultan ser no sólo importantes sino que también absolutamente 

necesarias. Por último,  la consagración normativa del principio de imparcialidad 

es pertinente por cuanto se ha constatado en más de una ocasión que el 

Tribunal de Conducta no habría actuado bajo tales parámetros (por ejemplo al 

no fundamentar las resoluciones, o al rebajar la calificación de conducta sin un 

motivo fundado155), siento vital para las personas afectadas por los actos del 

referido órgano, la existencia de normas en las que puedan sustentar sus 

reclamaciones. 

 

3.4.  Abstención 

 

Relacionado con el principio de imparcialidad, el principio de abstención 

se encuentra establecido por el artículo 12 de la ley Nº 19.880, el cual estipula: 
                                                           
154 La obligación de actuar con objetividad se encontraría contemplada parcialmente, ya que la 
resolución exenta Nº 4.779 expresa que la calificación de conducta es un acto objetivo que 
debe encontrarse libre de criterios subjetivos. 
155 FUNDACIÓN PAZ CIUDADANA y CENTRO DE ESTUDIOS EN SEGURIDAD CIUDADANA 
DEL INSTITUTO DE ASUNTOS PÚBLICOS DE LA UNIVERSIDAD DE CHILE, loc. Cit. Véase 
también oficio circular Nº 14.22.00/219/04 del Subdirector Técnico que “Instruye respecto de 
evaluación de conducta” de 18 de marzo de 2004. 
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“Principio de abstención. Las autoridades y los funcionarios de la Administración 

en quienes se den algunas de las circunstancias señaladas a continuación, se 

abstendrán de intervenir en el procedimiento y lo comunicarán a su superior 

inmediato, quien resolverá lo procedente”156. 

 

Entre las diversas circunstancias que deben motivar la abstención, la que 

podría recibir mayor aplicación respecto del Tribunal de Conducta -tomando en 

cuenta su composición y el carácter conflictivo de la relación jurídica 

penitenciaria- sería la Nº 3 consistente en “[t]ener amistad íntima o enemistad 

manifiesta con alguna de las personas mencionadas anteriormente 

[interesados, representantes legales, mandatarios, entre otros]”.  

Según el artículo 12, la actuaciones de un funcionario en quien concurra 

alguna de las circunstancias establecidas no produce necesariamente la 

invalidez de las mismas, pero sí su responsabilidad. El mismo precepto expresa 

que el interesado puede hacer valer por escrito la circunstancia de abstención, 

potestad que se ve posibilitada por el artículo 17 letra b por cuanto otorga al 

interesado el derecho a “[i]dentificar a las autoridades y al personal al servicio 

de la Administración, bajo cuya responsabilidad se tramiten los procedimientos”. 

                                                           
156 CHILE. Ministerio Secretaría General de la Presidencia. 2003. Ley 19.880: Establece las 
bases de los procedimientos administrativos que rigen los actos de los órganos de la 
administración del Estado.   
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No existiendo un tratamiento sobre inhabilidades o incompatibilidades en 

la regulación del Tribunal de Conducta, la existencia del artículo 12 de la ley Nº 

19.880 favorece al interno pues le permite reclamar la existencia de  

circunstancias que podrían atentar en contra de la objetividad de las 

actuaciones del órgano  en estudio. 

 

3.5.  Transparencia y publicidad 

 

Los principios de transparencia y de publicidad se encuentran 

contemplados por el artículo 16 de la ley Nº 19.880, el que estipula: 

 

“Principio de Transparencia y de Publicidad. El procedimiento administrativo se 

realizará con transparencia, de manera que permita y promueva el 

conocimiento, contenidos y fundamentos de las decisiones que se adopten en 

él. 

 

En consecuencia, salvo las excepciones establecidas en la Ley de 

Transparencia de la Función Pública y de Acceso a la Información de la 

Administración del Estado y en otras disposiciones legales aprobadas con 

quórum calificado, son públicos los actos y resoluciones de los órganos de la 

Administración del Estado, así como sus fundamentos y documentos en que 
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éstos se contengan, y los procedimientos que utilicen en su elaboración o 

dictación”157. 

 

Los principios de transparencia y de publicidad encuentran en parte su 

correlato en el artículo 17 letras a) y d) pues estos otorgan al interesado el 

derecho a “[c]onocer, en cualquier momento, el estado de la tramitación de los 

procedimientos en los que tengan la condición de interesados, y a obtener copia 

autorizada de los documentos que rolan en el expediente y la devolución de los 

originales […]”158, y a “[a]cceder a los actos administrativos y sus documentos, 

en los términos previstos por la ley”159.   

Por otra parte los principios en comento  se manifiestan en la exigencia 

de contar con un registro actualizado en el que consten las distintas 

actuaciones (documentos, resoluciones, notificaciones, entre otras) y al cual 

tengan acceso los interesados (inciso 3º del artículo 18).  

A su vez, el Capítulo III de la ley Nº 19.880 en los párrafos 1º y 2º 

contiene normas sobre las notificaciones y la publicación de los actos 

administrativos. En lo que respecta a las notificaciones, cabe resaltar que los 

actos administrativos por regla general deben ser notificados  íntegramente a 

                                                           
157 CHILE. Ministerio Secretaría General de la Presidencia. 2003. Ley 19.880: Establece las 
bases de los procedimientos administrativos que rigen los actos de los órganos de la 
administración del Estado.   
158 CHILE. Ministerio Secretaría General de la Presidencia. 2003. Ley 19.880: Establece las 
bases de los procedimientos administrativos que rigen los actos de los órganos de la 
administración del Estado.   
159 CHILE. Ministerio Secretaría General de la Presidencia. 2003. Ley 19.880: Establece las 
bases de los procedimientos administrativos que rigen los actos de los órganos de la 
administración del Estado.   
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los interesados dentro de un plazo de 5 días contados desde que el acto queda 

totalmente tramitado (artículo 45). Las notificaciones pueden realizarse por 

carta certificada, de manera personal en el domicilio o en la oficina o servicio de 

la Administración (artículo 46), o incluso en forma tácita (artículo 47).  

En cuanto a las publicaciones, el artículo 48 impone a la Administración 

el deber de publicar en el Diario Oficial ciertos actos administrativos, entre los 

cuales deben destacarse los señalados por las letras a) y b) que corresponden 

a los “que contengan normas de general aplicación o que miren al interés 

general” y aquellos “que interesen a un número indeterminado de personas”. En 

el caso del Tribunal de Conducta, estimamos que las resoluciones exentas que 

se refieren a su funcionamiento deberían quedar sujetas a una publicación en el 

Diario Oficial. La idea anterior se sustenta en que tales actos administrativos 

pueden ser considerados ya sea como normas de general aplicación o que 

miran al interés general, y  o como actos que interesan a un número 

indeterminado de personas (los internos).  

Los principios de transparencia y publicidad en todo caso ya se 

encontraban reconocidos y consagrados pero de manera general (no 

especialmente para el procedimiento administrativo), por la LBGAE en su 

artículo 3. El artículo 1 bis de la misma ley impone a la Administración el deber 

de ejercer con transparencia la función pública, permitiendo y promoviendo “el 

conocimiento de los procedimientos, contenidos y fundamento de las 

decisiones”. El artículo 11 bis de la LBGAE también declara públicos “los actos 
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administrativos de los órganos de la Administración del Estado y los 

documentos que les sirvan de sustento o complemento directo y esencial”. 

Por otra parte, las normas de la ley Nº 19.880 deben ser 

complementadas con las disposiciones de la ley Nº 20.285 “Sobre acceso a la 

información pública”, la que resulta aplicable a los servicios públicos, dentro de 

los cuales se encuentra Gendarmería (artículo 2). Principalmente, destacamos 

de la ley Nº 20.285 sus artículos 3 y 4, los que prescriben que la función pública 

debe ejercerse con transparencia (lo cual supone permitir el conocimiento de 

las decisiones, procedimientos y contenidos), y ordenan a la Administración dar 

cumplimiento al principio de transparencia de la función pública el que “consiste 

en respetar y cautelar la publicidad de los actos, resoluciones, procedimientos y 

documentos de la Administración, así como la de sus fundamentos, y en facilitar 

el acceso de cualquier persona a esa información, a través de los medios y 

procedimientos que al efecto establezca la ley”160.   

La presencia de normas de publicidad y transparencia en la ley Nº 

19.880 debe ser apreciada positivamente pues refuerza las normas referidas a 

los mismos principios que ya se encontraban presentes en la LBGAE, pero 

enfocándose en el ámbito del procedimiento administrativo. Adicionalmente, 

debe valorarse la existencia misma del conjunto de normas sobre estos 

principios en la LBGAE, y en las leyes Nº 19.880 y 20.285, pues así como 

ocurre con los principios anteriores, en este caso no existen en general normas 

                                                           
160 CHILE. Ministerio Secretaría General de la Presidencia. 2008. Ley 20.285: Sobre acceso a la 
información pública. 



130 

 

sobre publicidad y transparencia en la regulación del Tribunal de Conducta161.  

A mayor abundamiento, la existencia de tales normas debe ser valorada por 

cuanto se ha constatado que en la práctica el Tribunal de Conducta no notifica 

sus decisiones162.  

En definitiva, el conglomerado normativo formado por la LBGAE, y por 

las leyes Nº  19.880 y 20.285 debería permitir al interno acceder al Libro de 

Vida, al Libro de Actas, a las resoluciones del Tribunal de Conducta, a las notas 

que los funcionarios le asignen, entre otras informaciones. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

                                                           
161 Salvo por el artículo 6 inciso 2º del REP que consagra el derecho a la información, y por el 
artículo 11º del Reglamento de la Ley de Libertad Condicional que ordena publicar a través de 
carteles las anotaciones del Libro de Vida durante el bimestre de su vigencia. 
162 FUNDACIÓN PAZ CIUDADANA y CENTRO DE ESTUDIOS EN SEGURIDAD CIUDADANA 
DEL INSTITUTO DE ASUNTOS PÚBLICOS DE LA UNIVERSIDAD DE CHILE, Loc. Cit. 
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CAPÍTULO VI 

PUNTOS CRÍTICOS DE LA REGULACIÓN DEL TRIBUNAL DE 

CONDUCTA 

 

1. Puntos críticos sobre la regulación 

 

1.1.  Ausencia de regulación  

 

Al efectuar un análisis de la regulación del Tribunal de Conducta, es posible 

constatar que diversos aspectos no se encuentran regulados por las normas 

referidas explícitamente al Tribunal de Conducta como por ejemplo la  

participación del interno (impugnación de los actos administrativos, aportación 

de medios probatorios),  notificaciones, transparencia y acceso a información, 

entre otros.  

Una solución inmediata para estos vacíos legales, es la aplicación de 

aquellas normas que rigen a todos los órganos de la Administración del Estado, 

especialmente la LBGAE y la ley Nº 19.880. Sin embargo, la aplicación 

supletoria e incluso directa de tales cuerpos legales estimamos no constituye 

una solución idónea. La apreciación anterior se funda, por una parte, en que la 

aplicación de las normas anteriormente indicadas no logra llenar las lagunas 

jurídicas en su totalidad. Por ejemplo, no se define en el bloque normativo que 

rige al Tribunal de Conducta, qué debe entenderse específicamente por 
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conducta intachable (más allá de que el sentido común, la lógica y la relación de 

ciertas normas y actos administrativos nos lleven a concluir que se trata de una 

conducta calificada como muy buena163). 

Por otra parte, si bien la aplicación supletoria o directa de las normas 

señaladas logra colmar la mayoría de los vacíos legales dejados por los 

preceptos directamente relacionados con el Tribunal de Conducta, e incluso 

somete el funcionamiento de dicho órgano a  importantes principios (como los 

principios de impugnación y de contradicción), opinamos que  la aplicación 

directa y supletoria de cuerpos legales como la ley Nº 19.880 a las normas del 

Tribunal de Conducta  no constituye la solución más óptima desde un punto de 

vista de técnica legislativa. En efecto, las normas que rigen a todos los órganos 

de la Administración del Estado (como la ley Nº 19.880), se encuentran 

justamente formuladas de manera tal que resulten aplicables a todo tipo de 

órgano administrativos, sin atender las particularidades de cada organismo. 

Sobre este último punto, en el caso de la aplicación supletoria de una norma 

que rige a todos los órganos de la Administración, no se producirían problemas 

de coherencia entre estas y las normas que se refieren específicamente a un 

determinado órgano administrativo, toda vez que según lo sostenido por 

Contraloría, esta forma de aplicación  debe respetar la naturaleza del 

procedimiento administrativo especial. Empero, tratándose de la aplicación 

directa, ella no toma en consideración la naturaleza del procedimiento 

                                                           
163 Véase pie de página Nº 102. 
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administrativo especial, debiendo aplicarse en su totalidad la norma que rige a 

todos los órganos de la Administración. 

 Luego, deviene imperativo recordar que prácticamente todas las normas 

que se refieren específicamente al Tribunal de Conducta poseen una jerarquía 

infralegal, lo que conlleva a que la ley Nº 19.880 se aplique directamente 

respecto de la gran mayoría de las disposiciones referidas al Tribunal de 

Conducta. Por consiguiente, en el estado actual de la legislación penitenciaria, 

el funcionamiento del Tribunal de Conducta se encontraría –por lo menos 

teóricamente- en gran parte gobernado por la aplicación directa de la ley Nº 

19.880, sin que se respete la naturaleza de los procedimientos del órgano en 

estudio. Si bien ello –como analizamos anteriormente- comporta la aplicación 

de principios que le son  ajenos y que benefician a las personas privadas de 

libertad (como los principios de impugnación y de contradicción), la aplicación 

directa de principios ajenos al mismo tiempo genera una sensación de 

discordancia entre las normas que regulan al Tribunal de Conducta y la ley Nº 

19.880, como también puede  producir confusión en quien estudie el 

funcionamiento de dicho órgano o a los miembros del mismo. 

 

1.2.  Sobre la jerarquía de las normas que regulan al Tribunal de 

Conducta 
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La mayoría de las disposiciones que explícitamente se refieren al Tribunal 

de Conducta, se encuentran insertas en normas infralegales. En este sentido, 

exceptuando al D.L. 321 sobre Libertad Condicional, y a las leyes Nº 18.050 

que “fija normas generales para conceder indultos particulares”  y 19.856 que 

“crea un sistema de reinserción social de los condenados sobre la base de la 

observación de buena conducta que poseen rango legal” (y en los cuales sólo 

se hacen pequeñas referencias al Tribunal de Conducta), la casi totalidad de la 

regulación del Tribunal de Conducta se encuentra concentrada en el 

Reglamento de la Ley de Libertad Condicional, en la resolución exenta 4.779, y 

en diversos oficios circulares.  

Si lo que se pretende regular, es el funcionamiento de un órgano 

penitenciario que –como ha sido posible apreciar- posee funciones que tienen 

una significativa incidencia en el tiempo de la condena de los internos, en la 

forma en que esta se cumple e incluso en la responsabilidad penal misma,  las 

normas infralegales presentan a nuestro juicio diversas desventajas.  

Por una parte, desde el punto de vista de su  vigencia, las normas 

infralegales son en principio menos estables que aquellas de rango legal. Lo 

anterior, se explica en que las normas infralegales pueden ser reemplazadas 

con mayor facilidad que una ley  pues su génesis está sujeta a la voluntad de 

una sola autoridad, a diferencia de las normas legales que en general -salvo por 
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la figura del Decreto Ley164- están sujetas a un quórum.  Por ejemplo, los 

Decretos Supremos son dictados discrecionalmente por el Presidente de la 

República en uso de su potestad reglamentaria (artículo 32 Nº 6 de la 

Constitución). Lo mismo ocurre con las resoluciones exentas, que en el caso de 

Gendarmería, son dictadas por el Director Nacional de este servicio público 

(artículo 10 Nº6 de la Ley Orgánica de Gendarmería).  

Por otra parte, específicamente en el ámbito del Derecho Penitenciario, es 

posible considerar que algunas normas infralegales poseen un déficit de 

imparcialidad. En el caso de los Decretos Supremos (como el Reglamento de la 

Ley de Libertad Condicional y el REP), se trata de normas que emanan 

específicamente del Presidente, siendo difícil concluir que se trata de normas 

parciales pues dicha autoridad  no forma parte directa de la relación jurídica 

penitenciaria. Empero, no puede decirse lo mismo de las resoluciones exentas 

en el ámbito penitenciario, toda vez que estas son dictadas por el Director 

Nacional de Gendarmería, máxima autoridad de una de las partes de la relación 

antedicha. A pesar de que resulta necesario y lógico que quien dirige un 

servicio público (como lo es Gendarmería) goce de facultades normativas para 

velar por el mejor funcionamiento del mismo, necesariamente la imparcialidad 

de las normas que emanen de dichas facultades quedará en entredicho, si 

quien las dicta dirige un servicio público que tiene la calidad de parte de una 

                                                           
164 Los Decretos ley corresponden a normas dictadas por el Poder Ejecutivo en períodos de 
anormalidad sin la intervención del Poder Legislativo. Entonces, al ser normas que son dictadas 
discrecionalmente sin encontrarse sometidas a un quórum, no pueden ser consideradas como 
estables. 
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relación particularmente conflictiva como la relación jurídica penitenciaria. 

Particularmente en el caso del Tribunal de Conducta, suscita preocupación que 

procedimientos tan importantes como por ejemplo la calificación de conducta, 

se encuentren regulados  casi en su totalidad por normas dictadas por 

Gendarmería. 

 

1.3.  Posibles vicios de la resolución exenta Nº 4779 de Gendarmería 

que aprueba el nuevo procedimiento de calificación de conducta 

 

A nuestro entender, la resolución exenta Nº 4.779 -que recordemos regula el 

procedimiento de calificación de conducta, así como aspectos orgánicos del 

Tribunal de Conducta, entre otros- podría adolecer de dos vicios.  

Primeramente, estimamos que, a partir de una determinada jurisprudencia 

del Tribunal Constitucional (en adelante TC), sería posible cuestionar la 

constitucionalidad de la aludida resolución. Específicamente, nos referimos a la 

causa Rol Nº 591 de 2008, en la que el TC declaró que la resolución exenta Nº 

584 del Ministerio de Salud que aprobaba las “Normas Nacionales sobre 

Regulación de la Fertilidad”, contravenía desde una perspectiva formal la Carta 

Fundamental. El TC, recurriendo al principio de la primacía de la realidad, 

entendió que la verdadera naturaleza de dicha resolución era la de un Decreto 

Supremo “reglamentario” pues “ese acto administrativo contiene un conjunto de 

normas; cuyo alcance es nacional o de aplicación general a todos los 
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destinatarios de ellas; y dotadas de carácter permanente, es decir, que no 

agotan o pierden vigencia por su aplicación en un caso determinado”165. Por 

ende, el tribunal sostuvo que al corresponder en realidad a un Decreto Supremo 

“reglamentario”, la resolución no cumplía las exigencias formales de la 

Constitución, por cuanto debería haber sido suscrito por el Presidente de la 

República (y no por la Ministra de Salud) y sometida al trámite de toma de razón 

en la Contraloría166.  

En el caso de la resolución exenta Nº 4.779, si bien es correcto que no 

establece formalmente un reglamento ni contiene artículos, recurriendo al 

principio de la primacía de la realidad puede apreciarse que precisamente la 

resolución exenta en cuestión sí establece disposiciones normativas. A este 

respecto, cabe considerar que el título de la resolución exenta Nº 4779 es “Deja 

sin efecto resolución Nº 3856 Ex. de 5 de diciembre de 2003 y aprueba nuevo 

procedimiento de calificación de conducta”167,  título que representa un indicio 

de que se trata de una resolución que contiene disposiciones normativas. 

Luego, aunque la resolución, como señalamos, no contiene formalmente 

artículos, el contenido de esta da cuenta de la existencia de prescripciones 

                                                           
165 TRIBUNAL CONSTITUCIONAL. Sentencia de 11 de enero de 2007. Rol Nº 591-2008, 
requerimiento de inconstitucionalidad. Considerando trigésimo tercero. Para un análisis sobre la 
posición jurisprudencial analizada, véase CORDERO, E. 2010. Las normas administrativas y el 
sistema de fuentes. Revista de derecho de la Universidad Católica del Norte 17(1): 21-50. [en 
línea] <http://www.scielo.cl/pdf/rducn/v17n1/art02.pdf> [consulta: 11 de noviembre de 2014]. pp. 
27-31. 
166 Cabe prevenir que la posición del Tribunal Constitucional en la causa Rol Nº 591 de 2008 ha 
sido objeto de críticas, por lo que no puede sostenerse con total certeza que la resolución 
exenta Nº 4779 adolezca de problemas de constitucionalidad. Véase CORDERO, E. Loc. cit. 
167 El destacado es nuestro 
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normativas. Por ejemplo, en la resolución en comento se regulan aspectos 

orgánicos del Tribunal de Conducta (llegando incluso a contradecir en algunos 

lo establecido por el Reglamento de la Ley de Libertad Condicional, como por 

ejemplo con respecto a la composición del órgano), el procedimiento de 

calificación de la conducta, entre otras. De esta forma, al establecer 

disposiciones normativas la resolución exenta N° 4779, en base a lo sostenido 

por el TC sobre la resolución exenta Nº 584 del Ministerio de Salud, podría 

concluirse que la resolución exenta Nº 4779 sería en realidad  un Decreto 

Supremo “reglamentario”, de manera que no cumpliría con las exigencias 

formales de la Constitución.  

En segundo lugar, la resolución exenta Nº 4779 en su calidad de acto 

administrativo adolecería de un vicio en cuanto a su publicidad. A este respecto 

resulta pertinente distinguir los actos administrativos de efectos individuales de 

aquellos cuyos efectos son generales (artículos 45 y 48 de la ley Nº 19.880). 

Mientras los primeros deben ser notificados a los interesados, los segundos 

deben ser publicados en el Diario Oficial. Luego, ¿es la resolución exenta Nº 

4.779 un acto administrativo de efectos individuales o generales? Creemos que 

la referida resolución es de efectos generales, porque se encuentra dirigida a 

todos los Tribunales de Conducta, y porque su contenido afecta directamente e 

interesa a un número indeterminado de personas, como son las personas 

privadas de libertad. Entonces, si consideramos que la resolución Nº 4.779 es 

un acto administrativo de efectos generales, la misma debería haber sido objeto 
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de publicación en el Diario Oficial, trámite que no se realizó168. Por 

consiguiente, en virtud de una interpretación a contrario sensu del artículo 49 de 

la ley Nº 19.880, si  la resolución exenta Nº 4.779 no fue publicada en el Diario 

Oficial, entonces no podría tenérsele por notificada oficialmente y no podría 

obligar a su cumplimiento. En otras palabras, la resolución exenta Nº 4.779 

sería inoponible.  

 

1.4. Compatibilidad de la resolución exenta N° 4.779 de Gendarmería 

que aprueba el nuevo procedimiento de calificación de conducta  

con el Reglamento de la Ley de Libertad Condicional. 

 

Resulta completamente pertinente preguntarse por la relación de la 

resolución exenta Nº 4.779 con el Reglamento de la Ley de Libertad 

Condicional. En este sentido, la resolución en comento no sólo complementa lo 

establecido por el Reglamento de la Ley de Libertad Condicional sino que 

incluso lo modifica en ciertas materias (por ejemplo en lo relativo a la 

composición169). Ahora bien, tanto el Reglamento de la Ley de Libertad 

Condicional como la resolución exenta Nº 4.779 son actos administrativos e 

infralegales. Entonces, frente a una incompatibilidad ¿cuál de los dos debe 

prevalecer? En virtud de un criterio jerárquico, consideramos que es el 

                                                           
168 De acuerdo a una revisión de las ediciones del Diario Oficial del período comprendido entre 
el 28 de diciembre de 2006 y el 29 de diciembre de 2007. 
169 Ver pie de página Nº 80. 
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Reglamento de la Ley de Libertad Condicional el que debe prevalecer frente a 

incompatibilidad. Dicha conclusión se explica en que este último acto fue 

dictado por el Presidente de la República en uso de una potestad reglamentaria 

otorgada por la Constitución Política de 1925 (artículo 72 Nº 2), mientras que la 

resolución exenta Nº 4.779 fue dictada por el Director Nacional de Gendarmería 

en virtud de una facultad normativa otorgada por el D.L. 2.859 (artículo 6 Nº 7, 

actual Nº 10), norma jerárquicamente inferior a la Constitución. En otras 

palabras, frente a una contradicción, debería estarse a aquella norma que fue 

dictada en uso de una potestad establecida por una norma jerárquicamente 

superior (en este caso el Reglamento de la Ley de Libertad Condicional). 

 

1.5. Regulación a través de oficios circulares 

 

 Dentro de los actos administrativos que se refieren al Tribunal de 

Conducta, existen oficios circulares de Gendarmería que se pronuncian sobre 

distintos asuntos que guardan relación con dicho órgano. Así por ejemplo, es 

posible encontrar oficios circulares que  imparten instrucciones sobre la 

calificación de conducta170 o sobre el envío de antecedentes171. Por una parte, 

lo que suscita la atención de estos oficios, es que por medio de ellos se han 

                                                           
170 Por ejemplo véase oficio circular Nº 14.22.00/135/04 del Subdirector Técnico que “Imparte 
instrucciones respecto al proceso de postulación a Libertad Condicional correspondiente al 
segundo semestre del año 2004” de 29 de julio de 2004. 
171 Por ejemplo véanse oficio circular Nº 14.11.0086/1998 del Director Nacional de Gendarmería 
que “Imparte instrucciones sobre trámite administrativo de peticiones de indulto de 30 de marzo 
de 1998. 
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realizado interpretaciones de normas172, se han precisado aspectos que no se 

encuentran comprendidos ellas173, o se han  reprochado ciertas prácticas a los 

Tribunales de Conducta174. Lo anterior da cuenta de que la regulación del 

Tribunal de Conducta es insuficiente pues reiteradamente ha requerido 

interpretaciones o complementación. Sin perjuicio de lo anterior, también da 

cuenta de que no ha existido necesariamente claridad sobre el funcionamiento 

del órgano en cuestión por parte de los integrantes del mismo. 

 Por otra parte, llama la atención que Gendarmería pretenda interpretar o 

complementar normas legales o administrativas cuya vigencia no tiene una 

duración definida, a través de actos administrativos cuya vigencia se encuentra 

limitada a un determinado espacio de tiempo (a un bimestre o semestre por 

ejemplo175). En este sentido, el hecho de que Gendarmería por medio de oficios 

circulares imparta constantemente instrucciones sobre una determinada 

materia, realizando interpretaciones o complementando las normas existentes 

sin que tales interpretaciones y complementos tengan una cierta estabilidad en 

el tiempo, atenta en contra de la seguridad jurídica. Concretamente, lo anterior 

atenta en contra de la seguridad jurídica no sólo por cuanto se impide que los 

                                                           
172 Por ejemplo véase oficio circular Nº 14.22.00/135/04 del Subdirector Técnico que “Imparte 
instrucciones respecto al proceso de postulación a Libertad Condicional correspondiente al 
segundo semestre del año 2004” de 29 de julio de 2004. 
173 Por ejemplo véase oficio circular Nº 13.00.00157/2009 del Director Regional Metropolitano 
que imparte “[i]instrucciones para Tribunales de Conducta” de 15 de junio de 2009. 
174 Por ejemplo véase oficio circular Nº 14.22.00/219/04 del Subdirector Técnico que “Instruye 
respecto de evaluación de conducta” de  18 de marzo de 2004.  
175 Por ejemplo véase oficio circular Nº 14.22.00/135/04 del Subdirector Técnico que “Imparte 
instrucciones respecto al proceso de postulación a Libertad Condicional correspondiente al 
segundo semestre del año 2004” de 29 de julio de 2004. 
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internos (o quienes los asesoran) tengan un claridad suficientes sobre el marco 

regulatorio, sino que también porque podría confundir a los miembros de los 

Tribunales de conducta, lo que redundaría en un mal funcionamiento de este 

órgano. 

 

1.6. Diversidad de interpretaciones a nivel regional 

 

 En el oficio ordinario Nº 14.11.00.1365.2014, Gendarmería indica que “[a] 

nivel regional y producto de acuerdos con diversas Cortes de Apelaciones, se 

han realizado indicaciones, interpretaciones o complementos a la Resolución 

Exenta Nº 4.779 de 29 de diciembre de 2006, […] por lo que es importante 

solicitar la información a cada región, en relación a la posibilidad de 

instrucciones impartidas por los Directores Regionales”176. Conforme a lo 

señalado por Gendarmería, y a modo de ejemplo, el Director Regional 

Metropolitano por medio del oficio circular Nº 157 de junio de 2009, impartió 

instrucciones a los Tribunales de Conducta de la Región Metropolitana, 

estableciendo ciertos criterios relacionados con la “medición de la conducta”; 

asimismo, el jefe del Complejo Arica, por medio de la Providencia Nº 555 de 8 

de mayo de 2014, impartió instrucciones a los Tribunales de Conducta de los 

distintos establecimientos penitenciarios de la región, con el objetivo de unificar 

                                                           
176 Oficio ordinario Nº 14.11.00.1365.2014 del Abogado Jefe  de la Unidad de Fiscalía de 
Gendarmería que “Remite información y da respuesta a lo solicitado en Solicitud de 
Transparencia Nº AK006C-0001016 de la Sr. Felipe González Ampuero”. 
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criterios respecto a la rebaja de conducta como consecuencia de la aplicación 

de medidas disciplinarias.  

El hecho de que en cada  Región existan o puedan existir actos 

administrativos que imparten instrucciones a los Tribunales de Conducta, 

interpretando o complementando la Resolución Exenta Nº 4.779 no puede sino 

criticarse. En efecto, estimamos que no existe razón alguna que permita 

justificar someter a las personas privadas de libertad a la existencia de distintos 

criterios o interpretaciones según la región del país en la que se encuentren 

recluidos. Conjuntamente, la inexistencia de criterios o interpretaciones 

unificados a nivel nacional dificulta el asesoramiento jurídico de las personas 

privadas de libertad, pues tal como indica el oficio ordinario Nº 

14.11.00.1365.2014, se hace necesario pedir a cada autoridad regional la 

información acerca de la existencia de instrucciones impartidas a los distintos 

Tribunales de Conducta. 

  

2. Puntos críticos sobre aspectos orgánicos del Tribunal de Conducta 

 

Respecto a la composición del Tribunal de Conducta, debe observarse 

que la mayor parte (sino la totalidad) de sus integrantes permanentes son 

funcionarios de Gendarmería. Por el contrario, las personas ajenas a dicha 

institución que integran el Tribunal de Conducta (como el miembro del Poder 

Judicial o del Colegio de Abogados) sólo lo hacen facultativamente. Esa 
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composición a nuestro juicio, debilita la posibilidad de control del órgano en 

estudio por parte de agentes externos a Gendarmería. Específicamente en el 

caso del control judicial, el hecho que el Poder Judicial tenga una casi 

inexistente representación en el Tribunal de Conducta, acentúa el déficit de 

control de Gendarmería en cuanto órgano de la Administración por parte de los 

tribunales. En este sentido, cabe recordar que la antedicha falta de control se 

vincula con la comprensión de la relación penitenciaria como una relación de 

sujeción especial.  

Por otra parte, la pertenencia del órgano en estudio y de la casi totalidad 

de sus miembros a Gendarmería no puede ser valorada positivamente desde el 

punto de vista de la independencia, por cuanto Gendarmería es sujeto 

participante de la relación jurídica penitenciaria, la que recordemos se 

caracteriza por ser conflictiva en la práctica177. Ahora bien,  teniendo en cuenta 

que es propio del ámbito del derecho administrativo el hecho que el órgano 

deliberador pertenezca a la Administración, la circunstancia de que el Tribunal 

de Conducta se encuentre compuesto principalmente por funcionarios de 

Gendarmería, no permite afirmar que dicha composición por sí sola lesiona el 

derecho al debido proceso administrativo, ni tampoco permite sostener que se 

trata de un órgano en sí parcial. Además, no puede negarse que dado el 

contacto directo que guardan con las personas privadas de libertad, los 

                                                           
177Con todo, debe reconocerse que el grado de contacto directo con la población penal no es el 
mismo respecto de todos los miembros del Tribunal de Conducta, de manera que no todos 
están sometidos al mismo grado de conflictividad con la población penal. 
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funcionarios de Gendarmería son sin duda los observadores más indicados 

(salvo quizás por el médico y el abogado designado) para constatar el 

cumplimiento de las exigencias que el ordenamiento jurídico penitenciario 

pueda imponer a los internos (como por ejemplo la conducta).   

No obstante lo anterior, al observar la integración del Tribunal de 

Conducta, deviene inevitable cuestionar que en el desempeño de sus 

funciones, quienes integran el Tribunal de Conducta puedan actuar con total 

objetividad e imparcialidad, y con ausencia de criterios subjetivos178. La misma 

duda  también debe extenderse a aquellos funcionarios que sin integrar el 

Tribunal de Conducta, inciden en las decisiones del órgano referido (como 

aquellos que asignan las notas y  las entregan al órgano en estudio). Sobre este 

punto, se ha señalado específicamente en relación a la calificación de conducta 

que “es posible señalar que el procedimiento asociado a la determinación de la 

conducta no asegura imparcialidad en la decisión, poniendo el acento en las 

percepciones que tenga el personal uniformado acerca del interno, las que sin 

duda se encuentran permeadas por el grado de cercanía o empatía con el 

mismo”179.  

                                                           
178 En este sentido, cabe recordar que la resolución exenta Nº 4779 señala en su considerando 
primero que “[l]a calificación de la conducta, por parte de un Tribunal de Conducta, representa 
un acto objetivo y es la consecuencia de la aplicación de normas legales y reglamentarias, 
comunes a todo establecimiento penitenciario, razón por la cual, su graduación, no puede 
quedar sujeta a criterios subjetivos, ajenos a la normativa vigente ni a actos que no le son 
imputables al condenado”. El destacado es nuestro. 
179 FUNDACIÓN PAZ CIUDADANA y CENTRO DE ESTUDIOS EN SEGURIDAD CIUDADANA 
DEL INSTITUTO DE ASUNTOS PÚBLICOS DE LA UNIVERSIDAD DE CHILE, op. cit., p. 192. 
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 A mayor abundamiento, debemos recordar que el actuar del Tribunal de 

Conducta ha sido cuestionado incluso por el Subdirector Técnico de 

Gendarmería, quien a través del oficio circular Nª 14.22.00/219/04 y a propósito 

de la aplicación de la resolución exenta Nº3856 de 5 de diciembre de 2004 

(antecesora de la resolución exenta Nº 4779), dictó instrucciones respecto de la 

evaluación de la conducta. En el oficio circular referido, el Subdirector Técnico 

califica como incomprensible e inaceptable que ciertos Tribunales de Conducta 

“con un alto nivel de incoherencia”180, al calificar la conducta de sujetos que la 

Comisión de Beneficio de Reducción de Condena calificó con comportamiento 

sobresaliente (órgano que a su vez tomó en consideración los antecedentes 

proporcionados por los Tribunales de Conducta), hayan rebajado la calificación 

de conducta de estas personas “sin existir un hecho objetivo que le de 

fundamento”181. En el mismo oficio circular, el Subdirector Técnico ordenó a los 

Tribunales de Conducta recalificar la conducta de las personas afectadas, 

además de ordenar la realización de capacitaciones a los mismos órganos. Por 

otra parte, también resulta pertinente recordar que se ha constatado que el 

Tribunal de Conducta no emite decisiones fundadas, como tampoco las 

notifica182. 

                                                           
180Oficio circular Nº 14.22.00/219/04 del Subdirector Técnico que “Instruye respecto de 
evaluación de conducta” de  18 de marzo de 2004. 
181Oficio circular Nº 14.22.00/219/04 del Subdirector Técnico que “[i]nstruye respecto de 
evaluación de conducta” de  18 de marzo de 2004. 
182 FUNDACIÓN PAZ CIUDADANA y CENTRO DE ESTUDIOS EN SEGURIDAD CIUDADANA 
DEL INSTITUTO DE ASUNTOS PÚBLICOS DE LA UNIVERSIDAD DE CHILE, op. cit., p. 180. 
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Aunque se desconocen los motivos por los cuales el Tribunal de 

Conducta ha actuado deficientemente en  algunas ocasiones, tales deficiencias 

perfectamente podrían vincularse a la falta de independencia de la casi totalidad 

de los miembros al ser funcionarios de una de las partes de la relación jurídica 

penitenciaria. Asimismo, tales deficiencias podrían vincularse a la inexistencia 

en general de miembros externos permanentes que pudieran cumplir una 

función de control respecto del actuar de aquellos miembros que pertenecen a 

Gendarmería.  

En definitiva, al existir la posibilidad de que la falta de independencia de 

los miembros de Tribunal de Conducta impida o haya impedido que su actuar 

se ajuste completamente a derecho, se genera el riesgo de que los internos se 

vean perjudicados por las decisiones del órgano en cuestión, situación que no 

puede ser permitida.  

Por último, en cuanto a la facultad del Alcaide para objetar  las 

decisiones que tome el Tribunal de Conducta, en nuestra opinión esta última 

potestad no se condice la lógica de deliberación democrática del Tribunal de 

Conducta, toda vez que a través de ella se empodera excesivamente uno de 

sus miembros que  a su vez es Jefe del establecimiento, no existiendo motivo 

alguno (ni legal ni teórico) que sustente razonablemente esa atribución. 

 

3. Puntos críticos sobre funciones  
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3.1.  Discrecionalidad en la calificación de conducta 

 

En el ámbito de la calificación de la conducta, llama la atención el poder 

decisorio que se le entrega al Tribunal de Conducta. En efecto, tanto en la 

resolución exenta Nº 4.779 como en el REP es posible apreciar que el órgano 

en comento puede operar con discrecionalidad en la calificación de la conducta.  

Al respecto, recordemos que la calificación de la conducta implica la 

fijación de notas para tres conceptos, determinación que se efectúa a través del 

consenso de los integrantes, quienes deben pronunciarse sobre cada uno de 

los conceptos. Es decir, como ya se había hecho presente, la calificación no 

resulta del mero promedio de notas entregadas al Tribunal de Conducta, sino 

que la nota se encuentra sujeta a la apreciación de cada integrante183.   

Por otra parte, el artículo 88 del REP dispone que para los efectos de la 

concesión de la libertad condicional, la calificación de conducta deberá 

rebajarse en uno o más grados frente a la aplicación de una sanción por una 

falta grave o menos grave, entregándose la graduación de dicha rebaja a la 

discreción del Tribunal de Conducta184.  

En este punto, es preciso recordar que la resolución exenta Nº 4.779 

caracteriza a la calificación de conducta como un acto objetivo que debe 

                                                           
183 Abona esta idea el hecho que los antecedentes psico-sociales deben enriquecer la discusión  
del Tribunal de Conducta para la fijación bimestral de la conducta (Resolución exenta Nº 4.779). 
184 Sólo en el caso de la región de Arica y Parinacota nos consta, de acuerdo a lo informado por 
Gendarmería en el oficio ordinario Nº 15.00.014116/14  que se han acordado criterios para 
determinar la graduación de la rebaja de la conducta a través de la providencia  Nº 555 de 8 de 
mayo de 2014. 
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conllevar la aplicación de normas y que no puede verse contaminado con 

consideraciones subjetivas. Luego, la atribución de facultades discrecionales 

por parte de las normas penitenciarias al Tribunal de Conducta, no guarda 

coherencia con la conceptualización de esta última. Es cierto que la atribución 

de facultades discrecionales no es en sí objetable, pues el sujeto que recibe 

esas facultades puede actuar con apego a los estándares administrativos de 

probidad e imparcialidad. Empero, resulta pertinente recordar que las prácticas 

del Tribunal de Conducta referidas en el apartado anterior han dado cuenta de 

un funcionamiento que no se adecúa a los estándares aludidos. Por ende, es 

dable sospechar que el Tribunal de Conducta pueda no hacer un buen uso de la 

discrecionalidad que le ha sido conferida en este ámbito. 

De esta manera, otorgarle al Tribunal de Conducta potestades altamente 

discrecionales ciertamente no resulta aconsejable, no sólo por su falta de 

independencia y por las incorrectas prácticas que se han constatado, sino que 

también por la casi inexistencia185 de controles respecto del actuar de este 

órgano. 

  

3.2. Un poder decisorio no reconocido 

 

                                                           
185  El único mecanismo de control corresponde a los mecanismos de impugnación que han sido 
analizados, cuya aplicación en la práctica no ha sido constatada. Véase FUNDACIÓN PAZ 
CIUDADANA y CENTRO DE ESTUDIOS EN SEGURIDAD CIUDADANA DEL INSTITUTO DE 
ASUNTOS PÚBLICOS DE LA UNIVERSIDAD DE CHILE, op. cit., p. 193. 
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Como ha sido posible apreciar en el presente trabajo de investigación, 

aparentemente el Tribunal de Conducta no posee facultades que impliquen 

directamente una toma de decisión respecto al otorgamiento de beneficios 

penitenciarios (en un sentido amplio). En otras palabras, no es el Tribunal de 

Conducta quien resuelve otorgar por ejemplo una salida dominical, la libertad 

condicional, un indulto o una reducción en la condena. No obstante lo anterior, 

estimamos que el Tribunal de Conducta posee en determinados ámbitos un 

cierto poder decisorio que no se encuentra expresamente reconocido por las 

normas penitenciarias. Específicamente nos referimos a la libertad condicional, 

a los permisos de salida, y al beneficio de reducción de pena186. Pero, ¿cómo 

se ejerce el referido poder de decisión el Tribunal de Conducta? A nuestro 

entender el Tribunal de Conducta ejerce un poder de decisión a través de la 

calificación de la conducta de los sujetos privados de libertad. Con todo, la 

forma específica en que se exprese dicho poder de decisión dependerá como 

veremos del beneficio penitenciario de que se trate.  

Por ejemplo, en el ámbito de la libertad condicional, el ordenamiento 

jurídico penitenciario le entrega a nuestro juicio al Tribunal de Conducta un 

poder decisorio implícito respecto al otorgamiento o denegación de la libertad 

condicional. Pero, si la libertad condicional es otorgada o denegada por la 
                                                           
186 La calificación de conducta también tiene incidencia en el otorgamiento de otros beneficios 
como la salida esporádica o los indultos. Sin embargo, en los casos que se describen en este 
acápite, una calificación de conducta buena o muy buena determina en un mayor grado el 
acceso de los internos a los beneficios, pues se constituye como un requisito sine qua non. Por 
el contrario, para los demás beneficios, la calificación de conducta y los informes del Tribunal de 
Conducta, constituye un factor a tener en cuenta (pero no vinculante) por el órgano o 
funcionario que decide otorgar o no el beneficio. 
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Comisión de Libertad Condicional, órgano compuesto exclusivamente por 

jueces, ¿cómo se expresaría el poder de decisión del Tribunal de Conducta? En 

orden a responder esta interrogante, debe tenerse en cuenta que la Comisión 

de Libertad Condicional decide sobre la base de dos listas que han sido 

confeccionadas por el Tribunal de Conducta, contemplándose en ambas a 

aquellas personas que cumplen con el nivel de conducta exigido. Por ende, en 

dichas listas no se encuentran contemplados aquellos internos que no han 

cumplido con la conducta exigida, quienes no tendrán en ese proceso 

posibilidad alguna de obtener la libertad condicional. Luego, si a lo anterior se 

agrega el hecho que el Tribunal de Conducta es quien califica la conducta de 

los internos, y que lo hace no exclusivamente en base al promedio de las notas 

que se le entregan, sino que integrando la valoración de sus miembros, 

entonces  aparece que el Tribunal de Conducta tiene un grado importante de 

injerencia en el otorgamiento o denegación de la Libertad Condicional.  

En definitiva, si bien es la Comisión de Libertad Condicional, quien otorga 

o deniega dicho beneficio, ese poder de decisión puede considerarse 

compartido con el Tribunal de Conducta. Puesto de otra manera, de acuerdo a 

lo que hemos señalado, podría considerarse que el procedimiento de 

otorgamiento de libertad condicional estaría compuesto por dos instancias de 

decisión, correspondiendo la primera al Tribunal de Conducta, pues es este 

último órgano quien confecciona las listas que recibe la Comisión, fundándose 
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en parte en las calificaciones de conducta hechas por el mismo órgano en 

estudio. 

Por otro lado, tratándose de los permisos de salida, específicamente de 

la salida dominical, de fin de semana y controlada al medio libre, también es 

posible observar que el Tribunal de Conducta posee un cierto poder decisorio 

implícito. En estos casos, si bien es el Alcaide quien otorga de los permisos de 

salida indicados a partir de un informe favorable por parte del Consejo Técnico, 

el artículo 110 del REP establece como uno de los requisitos para la obtención 

de dichos permisos el haber observado muy buena conducta durante los tres 

bimestres anteriores a la postulación. Por lo tanto, nuevamente, al igual que en 

el caso de la Libertad Condicional, no es el Tribunal de Conducta quien decide 

otorgar los permisos de salida dominical, de fin de semana y controlada al 

medio libre, pero a través de la calificación de conducta puede condicionar la 

obtención de los mismos, toda vez que la conducta muy buena es un requisito 

esencial. 

Por último, en relación al beneficio de reducción de pena, si bien el 

Tribunal de Conducta no es quien decide otorgarlo, perteneciendo la decisión a 

la Comisión de Beneficio de Reducción de Pena, el primero posee también en 

este ámbito un cierto poder de decisión. El antedicho poder se manifiesta en 

que para ser presentado por la administración penitenciaria al proceso de 

calificación de comportamiento realizado por la Comisión de Beneficio de 

Reducción de Condena, se exige que el interno haya sido  calificado por el 
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Tribunal de Conducta con buena o muy buena conducta durante los últimos tres 

bimestres, ello de acuerdo al artículo 33 del Decreto Supremo Nº 685 que 

aprueba el reglamento de la ley Nº 19.856. De esta manera, tratándose del 

beneficio de reducción de pena, el Tribunal de Conducta puede –a través de la 

calificación de la conducta- condicionar el acceso de los internos al 

procedimiento para obtener el referido beneficio, y por ende, al beneficio 

mismo187. 

Ahora bien, ¿por qué debe criticarse la atribución de un poder decisorio 

implícito al Tribunal de Conducta? A este respecto, hacemos extensivo el 

razonamiento sobre las facultades discrecionales en la calificación conducta, en 

el sentido que el hecho de entregar facultades decisorias a un órgano carente 

de independencia conlleva permanentemente el riesgo de que los 

pronunciamientos emanados de este puedan no ajustarse a derecho.  El 

perjuicio producido por esta última posibilidad se agrava si el pronunciamiento 

del órgano es vinculante, tal como ocurre con la calificación de conducta en los 

ámbitos recién referidos. Sobre la incidencia de un pronunciamiento vinculante 

por parte de la administración penitenciaria, se ha señalado que “de admitirse lo 

contrario [un pronunciamiento vinculante] se estaría dejando en manos de la 

                                                           
187 Con respecto al rol del Tribunal de Conducta en el otorgamiento del beneficio de reducción, 
debe recordarse que la Comisión en orden a calificar el comportamiento de un interno, puede 
tener en cuenta las calificaciones de conducta realizadas por el Tribunal de Conducta, así como 
informes emitidos por dicho órgano. Sin embargo, no se observa en este caso un poder de 
decisión toda vez que los antecedentes antedichos no son de obligatoria consideración ni 
tampoco se exige una determinada calificación de conducta para acceder al beneficio. 
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agencia carcelaria la suerte del derecho de soltura anticipado requerido”188. A 

mayor abundamiento, se ha señalada que un pronunciamiento vinculante por 

parte de la administración penitenciaria “violaría de manera indirecta el principio 

de judicialización, ya que la administración podría impedir el otorgamiento de 

las salidas transitorias o el acceso a la semilibertad con sólo pronunciarse des-

favorablemente sobre el concepto (a lo que nosotros agregamos, “y/o la 

conducta”) del condenado”189. 

 

4. Puntos críticos sobre los criterios de evaluación 

 

4.1.  Imprecisión de criterios de evaluación 

 

Tanto en las normas sobre beneficios penitenciarios como en las que se 

refieren específicamente al Tribunal de Conducta y a su funcionamiento existen 

varios conceptos vagos e imprecisos.  

Así por ejemplo, el artículo 4 del Reglamento de la Ley de Libertad 

Condicional prescribe que uno de los requisitos para la concesión de la libertad 

condicional es haber observado una conducta intachable. ¿Qué significa 

intachable en el contexto penitenciario? A pesar de que anteriormente hemos 

propuesto una interpretación de dicho vocablo que lleva a concluir que se trata 

                                                           
188 GUILLAMONDEGUI, L. 2013. Reflexiones acerca de las calificaciones de conducta y 
concepto. Revista Derecho Penal 6(2): 265-275. p. 267. 
189 Ibídem. p. 272. 
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de observar una conducta muy buena durante los 3 últimos bimestres, no existe 

una norma que fije el sentido específico de dicha expresión.  

Luego, las normas penitenciarias tampoco señalan qué debe entenderse 

específicamente por los conceptos de conducta, la aplicación y el 

aprovechamiento. Aun cuando no puede desconocerse que el Reglamento de la 

Ley de Libertad Condicional y la resolución exenta Nº 4.779 proporcionan 

información al respecto detallando cuáles son las notas cuyo promedio 

representa la nota de cada uno de los conceptos anteriores, al abrir las mismas 

normas espacios de discrecionalidad para los integrantes del Tribunal de 

Conducta, las mismas debieron precisar el significado de los conceptos para 

que los integrantes del antedicho órgano supieran exactamente sobre qué 

pronunciarse. 

Por último, ninguna de las normas determina el significado de  ciertas 

expresiones contenidas en el artículo 19 del Reglamento de la Ley de Libertad 

Condicional que constituyen criterios para calificar la conducta, como son las 

manifestaciones del carácter, las tendencias, la educación y la moralidad. 

Ahora, si bien el contenido de tales expresiones (salvo la educación) se 

encuentra establecido por el oficio circular N°14.22.00/219/04, este último acto 

administrativo adolece de dos problemas. En primer lugar, el oficio circular en 

cuestión se refería a la aplicación de la resolución exenta Nº 3.856, acto 

administrativo dejado sin efecto por la resolución exenta Nº 4.779. En segundo 

lugar, teniendo presente que los efectos de los oficios circulares se agotan con 
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su aplicación, no resulta idóneo como técnica legislativa definir en ellos 

expresiones como las señaladas que a su vez constituyen criterios de 

evaluación. 

La ausencia de una definición para conceptos que constituyen requisitos 

para acceder a un beneficio (como la expresión “conducta intachable”) o que 

son objeto de evaluación por parte del Tribunal de Conducta, atenta contra la 

seguridad jurídica y  perjudica gravemente a quienes se encuentran privados de 

libertad. 

 

4.2.  Idoneidad de los criterios 

 

En este punto, resulta pertinente recordar que en nuestro ordenamiento 

jurídico, el régimen penitenciario debería encontrarse normativamente orientado 

a la reinserción social de las personas privadas de libertad (artículo 1 del REP, 

artículos 10 del PIDCP y 5 de la CADH en relación al artículo 5 inciso 2º de la 

Constitución). Si la reinserción social de los internos es un fin esencial del 

régimen penitenciario, ello ciertamente debiera reflejarse en la orientación de 

los criterios sobre los cuales el Tribunal de Conducta.  

Los criterios sobre los cuales se pronuncia el Tribunal de Conducta dicen 

relación con la conducta en general (conducta), así como con el rendimiento y 

la responsabilidad en instancias educativas y laborales (aplicación y 

aprovechamiento). ¿Se relaciona con la rehabilitación social del interno alguno 
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de estos criterios? Ciertamente los criterios de aplicación y aprovechamiento 

podrían guardar alguna relación con la rehabilitación de los internos. Luego, ¿se 

encuentra vinculada la conducta como criterio a la resocialización del sujeto 

privado de libertad? En relación a esta interrogante, se ha sostenido que el 

criterio de la buena conducta ligado a la existencia de sanciones disciplinarias 

(nuestro país sigue este criterio, pues la existencia de sanciones implica la 

rebaja automática de la calificación de conducta190) no se encuentra 

necesariamente ligada a la resocialización ni tampoco es garantía de ella, pues 

podría estarse resocializado sin poder soportar el régimen de la prisión191. 

Incluso, funcionarios de Gendarmería (profesionales del Nivel Central y Unidad 

Penal) han expresado que “[n]os dimos cuenta que tener una buena conducta 

dentro de la cárcel no significa de ningún modo que sea una buena conducta 

para el medio libre, porque son conductas adaptativas que tiene que ver 

simplemente con la nota y también los criterios de clasificación son pésimos” 

192, y que “[l]a conducta en términos formales considera si trabaja, si estudia y el 

comportamiento en la torre, y eso no necesariamente va ligado a un pronóstico 

de reinserción, no tiene relación una cosa con otra., [… considera sólo la] 

conducta netamente externa […] pero no dice caso con el nivel del reflexión en 

torno al delito, o a la trayectoria delictual sino que sólo refleja un 

                                                           
190 Artículo 88 del REP. 
191 TÉBAR, B. 2004. El modelo de libertad condicional español. Tesis doctoral. Bellaterra, 
Universidad Autónoma de Barcelona. 280 p. p. 154. 
192 FUNDACIÓN PAZ CIUDADANA y CENTRO DE ESTUDIOS EN SEGURIDAD CIUDADANA 
DEL INSTITUTO DE ASUNTOS PÚBLICOS DE LA UNIVERSIDAD DE CHILE, op. cit., p.189. 
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comportamiento de ellos acá adentro”193. De esta forma, el criterio de la 

conducta no se encontraría vinculado a la rehabilitación social del interno. 

El criterio de la conducta no sólo ha sido criticado por su errónea 

orientación, sino que también se ha cuestionado la validez del criterio mismo. 

En efecto, se ha señalado que los criterios expresados por el Reglamento de la 

Ley de Libertad Condicional y que permiten determinar la conducta (la conducta 

en el patio o calle, en el taller y la escuela; el aseo personas de la celda y útiles; 

las manifestaciones del carácter, las tendencias, la educación y la moralidad) 

serían criterios “eminentemente subjetivos y que atendida la fecha de dictación 

del reglamento (1926) se encuentran absolutamente obsoletos en relación a los 

avances criminológicos sobre la materia y prácticas internacionales, que 

apuntan a estandarizar y objetivar el proceso de otorgamiento de beneficios 

intrapenitenciarios”194. A mayor abundamiento, se ha manifestado que en la 

determinación de la conducta los factores psicológicos y sociales no tienen 

relevancia195.  

En este punto, debemos preguntarnos si existe algún elemento –más allá 

de la posible pertinencia de los criterios de aplicación y aprovechamiento- sobre 

el cual el Tribunal de Conducta deba pronunciarse o que deba tomar en cuenta, 

y que esté directamente relacionado con las posibilidades de reinserción social 

del interno. La respuesta a dicha interrogante debe ser afirmativa pues de 

                                                           
193 Loc. cit. 
194 Ibídem, p. 193. 
195 Ibídem, pp. 192-193. 
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acuerdo a la resolución Nº 4.779, los antecedentes psicosociales (compuestos 

por las fichas e informes social y psicológico) conforme avance  el tiempo de 

reclusión deben enfocarse en un pronóstico criminológico de reinserción social. 

Empero, tal como lo refiere la resolución Nº 4.779, tales antecedentes sólo 

tienen por objeto enriquecer la discusión del Tribunal de Conducta y no pueden 

traducirse en una nota, de manera que no tienen un carácter vinculante para los 

miembros del órgano en análisis.  

Desde la óptica de la reinserción del interno como fin del régimen 

penitenciario, ciertamente no es aceptable que el elemento que guarda mayor 

relación con la rehabilitación no tenga directa incidencia en la calificación de 

conducta del Tribunal de  Conducta, la que a su vez tiene relevancia en el 

otorgamiento de beneficios penitenciarios. No existe fundamento alguno que 

pueda justificar razonablemente atribuir mayor importancia a criterios que no 

dicen relación alguna con la reinserción del sujeto privado de libertad (conducta) 

o que sólo quizás guardan alguna relación con dicho fin (aplicación y 

aprovechamiento).  

 

4.3.  Niveles de exigencia 

 

Por último debemos referirnos al nivel de exigencia impuesto por el 

ordenamiento jurídico a los internos a través del criterio de la conducta, el orden 

que les permite acceder a los beneficios penitenciarios. En concreto, el 
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ordenamiento jurídico penitenciario exige a los internos observar una conducta 

muy buena, en orden a poder acceder a ciertos beneficios penitenciarios como 

la libertad condicional y a los distintos permisos de salida. 

Es más, según lo prescrito por la resolución exenta Nº 4.779, a los 

internos se les impone un alto nivel de exigencia no sólo para acceder los 

beneficios anteriores, sino que también para ser calificados favorablemente en 

cuanto a su conducta. En este sentido, el considerando tercero de la resolución 

exenta Nº 4.779 señala que “sólo pueden ser calificados con buena o muy 

buena conducta aquellos internos que cumplen los requisitos para reinsertarse 

en la sociedad y que no constituyen un riesgo para la administración 

penitenciaria, de quebrantamiento de condena o reincidencia criminológica o 

legal, en definitiva, que hayan evidenciado un comportamiento meritorio, 

notable y destacado”196. 

En relación a la conducta intachable como requisito, ella fue duramente 

criticada en España como estándar de exigencia para la obtención de la libertad 

condicional pues no sólo se trata de una expresión vaga –defecto que 

señalamos anteriormente-, sino que también se estimó como ilógico exigirle a 

los internos una conducta superior que la que se exige al ciudadano común197. 

Las críticas anteriores resultan sin duda aplicables a la legislación penitenciaria 

chilena.   

                                                           
196 CHILE. Gendarmería de Chile. 2006. Resolución exenta 4.779: Deja sin efecto resolución N° 
3856 ex. De 5 de diciembre de 2003 y aprueba nuevo procedimiento de calificación de 
conducta”. El destacado es nuestro 
197 TÉBAR, op. cit., pp. 152-153. 
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Por otra parte, no se puede esperar razonablemente que los internos 

observen una conducta intachable en un lugar que se caracteriza por su 

conflictividad y por sus deficitarias condiciones materiales. En este sentido, los 

internos han declarado que “es muy difícil contar o mantener muy buena 

conducta, por los conflictos con los otros internos (generalmente estimulados 

por problemas de espacio) y, en algunas ocasiones por provocaciones de los 

mismos funcionarios”198. 

 De esta forma, es evidente que actualmente parece ser casi imposible –

por lo menos teóricamente- acceder a beneficios penitenciarios en general, 

pues el régimen penitenciario chileno plantea absurdamente a los internos 

como requisito niveles perfectos de conducta, muy superiores a lo 

cotidianamente exigido a un ciudadano común. Luego, al obstaculizar el acceso 

a los beneficios penitenciarios, se dificulta la readaptación social. 

 

5. Puntos críticos sobre publicidad y transparencia 

 

5.1.  Falta de publicidad de normas penitenciarias 

 

Un problema que a nuestro juicio resulta crítico es la escasa publicidad 

de la que gozan algunas normas en materia penitenciaria. En el caso del REP, 

del Reglamento de la Ley de Libertad Condicional, del D.L. Nº 321 sobre 

                                                           
198 FUNDACIÓN PAZ CIUDADANA y CENTRO DE ESTUDIOS EN SEGURIDAD CIUDADANA 
DEL INSTITUTO DE ASUNTOS PÚBLICOS DE LA UNIVERSIDAD DE CHILE, op. cit., p.192. 
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Libertad Condicional, de la Ley Nº 18.050, del Reglamento sobre indultos 

particulares, de la Ley Nº 19.856, y del Decreto Supremo Nº 685 que aprueba el 

reglamento de la Ley Nº 19.856, no existe problema pues se encuentran 

disponibles para su consulta en línea. Sin embargo no ocurre lo mismo con la 

resolución exenta Nº 4.779, con los oficios circulares y las providencias, los 

cuales no se encuentran disponibles para su consulta en línea en el sitio web de 

Gendarmería. La única forma de acceder a dichos actos es a través de un 

requerimiento por medio de la ley Nº 20.285 (Ley de Transparencia), 

requerimientos que pueden ser resueltos hasta en 15 días hábiles, de manera 

que el acceso no es inmediato.  

Si a lo anterior, agregamos que los actos administrativos de Gendarmería 

(resoluciones exentas, oficios circulares, providencias) pueden ser modificados 

y dejados sin efecto con facilidad (pues su génesis no depende de un quórum), 

entonces llegaremos a la conclusión de que resulta muy difícil tener un 

conocimiento actualizado y acabado del conjunto de las normas penitenciarias. 

Reiteramos en este punto que en lo que respecta específicamente a la 

resolución exenta Nº 4.779 y a los oficios circulares que contienen información 

de importancia general (como por ejemplo el Nº 14.22.00219/2004 que se 

refiere al contenido de los conceptos de tendencia, moralidad y carácter), estos 

debiesen haber sido publicados en el Diario Oficial, según lo prescrito por la ley 

Nº 19.880. 
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Por otra parte, en relación a la publicidad y al conocimiento de las 

normas penitenciarias, se ha diagnosticado que varios internos desconocen las 

condiciones a las cuales se encuentra afecto el cumplimiento de su condena o 

de la prisión preventiva199. Dicho desconocimiento iría “desde la forma de 

determinar el tiempo de cumplimiento, […] pasando por los aspectos relevantes 

de la progresividad de la intervención (beneficios intrapenitenciarios, rebaja de 

condena y libertad condicional), hasta los aspectos más básicos de la 

convivencia diaria, como es el régimen de sanciones o los procedimientos de 

acceso a prestaciones sociales, laborales y de salud”200. En relación a dicha 

ignorancia, no existe en el terreno del Derecho Penitenciario una instancia o 

mecanismo que asegure que el interno conozca las reglas a las cuales se 

encontrará sujeto, recibiendo información por medio de la transmisión de la 

experiencia de otros internos o a partir de la suya propia, canales que 

probablemente no son fiables201. A mayor abundamiento, si bien el derecho a la 

información y el derecho a petición se encuentran contemplados por el artículo 

6 del REP, se ha constatado que aproximadamente un tercio de los internos no 

han presentado peticiones, mientras que entre los que sí lo han hecho, 

aproximadamente la mitad no ha obtenido respuesta202. 

                                                           
199 INSTITUTO NACIONAL DE DERECHOS HUMANOS. 2013. Estudio de las condiciones 
carcelarias en Chile: diagnóstico del cumplimiento de los estándares internacionales de 
derechos humanos. P. 157. 
200 Loc. Cit. 
201 Loc. cit. 
202 Ibídem. p. 155. 
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Dicho lo anterior, debemos preguntarnos ¿cuáles son para los internos 

las consecuencias de estos problemas de publicidad? La falta de publicidad de 

las normas penitenciarias impide a los internos básicamente conocer en forma 

efectiva lo que podríamos llamar “las reglas del juego”203. Lo anterior implica 

dos cosas. En primer lugar, al no conocer las normas, el interno desconoce 

cuáles son sus derechos, y por ende no sabrá a lo largo de su condena qué 

puede solicitar o exigir (por ejemplo en relación al objeto del presente trabajo, el 

interno podría ignorar que tiene derecho a impugnar las decisiones del Tribunal 

de Conducta).  En segundo lugar, si el interno no tiene la posibilidad de poseer 

un conocimiento acabado del régimen penitenciario, no sabrá qué obligaciones 

tiene, como tampoco sabrá los comportamientos que debe adoptar (por 

ejemplo, el interno podría llevar a cabo una acción que ignora constituye una 

falta grave, la cual se traduciría en una sanción que de acuerdo al artículo 88 

del REP, permitiría al Tribunal de Conducta rebajar la calificación de conducta). 

En el caso de los terceros, las condiciones actuales de publicidad de 

algunas normas penitenciarias impiden tener un conocimiento acabado del 

régimen al cual se encuentran sujetos los internos. Lo anterior no sólo dificulta 

el asesoramiento jurídico de personas privadas de libertad, sino que también 

dificulta la labor crítica y reformadora que puedan desempeñar los terceros.  

 

                                                           
203 No es posible suponer que un interno ignora todas las normas penitenciarias, pues como se 
hizo presente, existen canales informales de acceso a la información como ocurre con la 
transmisión de interno a interno. 
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5.2.  Falta de publicidad y transparencia de pronunciamientos y 

documentos  

 

Tal como se hizo presente, se ha constatado que el Tribunal de Conducta no 

notifica sus decisiones a los internos204. La inacción del Tribunal de Conducta 

en este ámbito constituye una práctica a todas luces inadecuada, pues al 

tratarse de un órgano administrativo, se encuentra regido por el principio de 

publicidad y transparencia contemplado en la LBGAE, y en las leyes Nº 19.880, 

y 20.285, en virtud del cual tanto las decisiones y su fundamentación, como los 

documentos emanados del órgano o aquellos administrados por el mismo 

(como el Libro de Vida) deben por regla general ser accesibles para los 

internos.  

Las consecuencias de la falta de publicidad y transparencia en esta materia 

son claras. En primer lugar, si no se notifica la decisión fundamentada junto con 

los documentos en los que se basa la misma (incluyendo las actas de las 

sesiones pertinentes), el interno no conocerá el pronunciamiento o bien no 

sabrá fundamentar una impugnación del mismo.  En segundo lugar, si el interno 

no cuenta con los antecedentes anteriores, es difícil que pueda poner atención 

y mejorar aquellos aspectos que el Tribunal de Conducta ha considerado como 

deficientes. 

                                                           
204 FUNDACIÓN PAZ CIUDADANA y CENTRO DE ESTUDIOS EN SEGURIDAD CIUDADANA 
DEL INSTITUTO DE ASUNTOS PÚBLICOS DE LA UNIVERSIDAD DE CHILE, op. cit. p.180. 
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 Por otro lado, cabe destacar que han existido casos en los cuales se ha 

producido un conflicto entre el interno y Gendarmería, basado en la negativa del 

servicio a proporcionar ciertas informaciones (fundamentos de una decisión o 

las actas en las que  se plasma la discusión de los sujetos pertinente), 

principalmente basado en la seguridad de los integrantes del órgano 

penitenciario, la cual se vería fuertemente amenazada por los internos205. En 

definitiva, asistimos a un conflicto entre el principio de publicidad, y las causales 

de reserva contempladas por la Ley Nº 20.285 (Gendarmería invocaría con 

frecuencia los artículos 21  Nº1, letra b), 2 y 5, relacionado como el artículo 2 

letra g) de la Ley Nº 19.628 sobre protección de la vida privada).   

Ahora, si bien estos casos no se refieren en su mayoría al órgano en estudio 

(en general se refieren al Consejo Técnico), resulta sumamente interesante 

analizar los pronunciamientos del Consejo para la Transparencia, para observar 

cómo estos conflictos han sido resueltos. Al respecto, el Consejo para la 

Transparencia por lo general ha resuelto los casos a favor de los internos. En 

este sentido, se ha indicado por ejemplo que “la información solicitada en el 

presente amparo [las actas del Consejo Técnico], en aplicación de los artículos 

5º y 10º de la Ley de Transparencia, serían, en principio, públicos, toda vez que 

se trata de documentos que dan cuenta de los fundamentos para la adopción 

de resoluciones de un órgano de la Administración del Estado”206. A mayor 

                                                           
205 Ibídem, p.182. 
206 CONSEJO PARA LA TRANSPARENCIA. Decisión de 3 de septiembre de 2010, Amparo Rol 
C-237-2010, considerando séptimo. 
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abundamiento, ponderando los distintos intereses, el Consejo ha señalado que 

“el interés público y el necesario ejercicio del control social de los informes que 

se evacúen respecto de una solicitud de indulto es mayor, que el posible riesgo 

que pudiera ocasionar la comunicación de esta información al reclamante”207. 

En relación con este último punto, el Consejo ha sostenido que “[e]n efecto, 

este Consejo estima que el conocimiento de los informes y demás antecedentes 

fundantes que han dado lugar al otorgamiento o concesión de un determinado 

beneficio penitenciario, como ocurre en la especie, pueden posibilitar a la 

ciudadanía, no sólo tomar conocimiento con respecto a una materia que es de 

suyo particularmente relevante, cual es la forma en que se administra la política 

penitenciaria del país en lo concerniente al otorgamiento de tal tipo de 

beneficios, sino además, y precisamente, permite propiciar un adecuado nivel 

de control social con respecto a los criterios, antecedentes o fundamentos 

tenidos en cuenta por la autoridad respectiva para conceder dichos beneficios y 

si las personas beneficiadas con ellos cumplían o no con los requisitos para 

optar a los mismos”208. 

 

 

 

 

                                                           
207 Ibídem, considerando duodécimo. 
208 CONSEJO PARA LA TRANSPARENCIA. Decisión de 14 de septiembre de 2011, Amparo 
Rol C-629-2011, considerando decimoprimero. 
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CONCLUSIONES 

 

En el régimen penitenciario chileno, la conducta es un elemento 

fuertemente ligado al acceso por parte de los sujetos privados de libertad a 

beneficios penitenciarios, los que pueden conllevar a una alteración de la forma 

en que se da cumplimiento a la pena, una reducción del tiempo de la misma o la 

extinción de la responsabilidad penal. En dicho contexto, aparece el Tribunal de 

Conducta, órgano pluripersonal perteneciente a Gendarmería, y presente en 

cada establecimiento penitenciario. Al pertenecer a un servicio público que a su 

vez integra la Administración Penitenciaria, el Tribunal de Conducta es parte de 

la denominada relación jurídica penitenciaria, vínculo jurídico existente entre el 

Estado y las personas privadas de libertad.  

A pesar de haber sido despojado recientemente de su competencia 

respecto del control de los internos beneficiados con la Libertad Condicional, el 

Tribunal de Conducta aún conserva diversas y destacadas funciones vinculadas 

de una u otra manera con el otorgamiento de beneficios penitenciarios. Sin 

embargo, entre sus funciones, la más importante (sin que por ello restemos 

importancia a funciones como la confección de listas para la postulación a la 

libertad condicional o la evacuación de informes sobre la procedencia de 

otorgar indultos particulares) es sin lugar a dudas la calificación de conducta de 

los sujetos privados de libertad. 
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El procedimiento de calificación de conducta tiene por objetivo la 

obtención de una nota de conducta, a partir de la fijación por parte de los 

integrantes del órgano en estudio de calificaciones para tres conceptos 

(conducta, aplicación y aprovechamiento), las que a su vez tienen como 

antecedente el promedio para cada concepto de un conjunto de notas fijadas 

por diversos funcionarios de Gendarmería.  

Ahora bien, la importancia de la calificación de conducta radica en que la 

misma es considerada por el ordenamiento jurídico penitenciario como un 

antecedente –más o menos vinculante dependiendo del beneficio específico- en 

relación a la concesión o denegación de beneficios penitenciarios. Por ejemplo, 

tratándose la libertad condicional y de los permisos de salida (salvo la salida 

esporádica), el haber observado una muy buena conducta durante los tres 

bimestres anteriores se configura como un requisito necesario para el 

otorgamiento de los tales beneficios. En el caso del beneficio de reducción de 

condena, aun cuando la calificación de la conducta es un antecedente que la 

Comisión de Beneficio de Reducción de Condena podrá –es decir, no 

obligatoriamente- tener a la vista para calificar su comportamiento, para poder 

ser presentado al procedimiento de calificación por parte de la Comisión, resulta 

indispensable haber sido calificado con buena o muy buena conducta durante 

los últimos tres bimestres. Por último, respecto de los indultos particulares, si 

bien conducta no aparece expresamente como un requisito para su obtención, 
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el Tribunal de Conducta debe evacuar un informe sobre la procedencia del 

indulto debiendo referirse a varios aspectos, entre ellos la conducta. 

Dada la importancia que respecto del acceso a beneficios penitenciarios 

poseen el elemento de la conducta, su calificación por parte del Tribunal de 

Conducta, y en general las funciones de este último, es dable esperar un 

adecuado diseño normativo y un buen funcionamiento por parte del órgano 

analizado. Sin embargo, como ha sido posible apreciar en el presente trabajo, la 

regulación y el funcionamiento del Tribunal de Conducta presentan una serie de 

puntos críticos relacionados con la regulación misma (desde el punto de vista 

de la técnica legislativa), con su orgánica, con sus atribuciones, con los criterios 

de evaluación, y con los principios de publicidad y transparencia.  

A pesar de que la aplicación (teórica al menos pues no se constatado 

que en la práctica se haga) a la regulación del Tribunal de Conducta en cuanto 

órgano administrativo, de diversas normas a las cuales se encuentran 

sometidos todos los órganos de la Administración del Estado (en especial de la 

LBGAE y de la Ley Nº 19.880), permita contrarrestar en cierto grado algunas de 

las falencias detectadas, ello no evita que, a nuestro entender, dichas falencias 

perjudiquen en forma evidente y de manera exclusiva a una de las partes de la 

relación jurídica penitenciaria, esto es, a las personas privadas de libertad. Si 

bien cada uno de los puntos críticos genera un perjuicio que se expresa de una 

manera específica para los internos (por ejemplo la falta de independencia de 

los integrantes del Tribunal de Conducta puede redundar en un 
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pronunciamiento no ajustado a derecho, o la falta de publicidad de algunas 

normas penitenciarias evita su conocimiento acabado por parte de la población 

penal), el conjunto de las falencias detectadas en definitiva provoca un grave 

perjuicio consistente en dificultar el acceso de los sujetos privados de libertad a 

los distintos beneficios penitenciarios. En este punto, y  en respuesta a la 

interrogante formulada al comienzo del presente trabajo de investigación, 

debemos señalar que resulta claro que la calidad de la regulación referida al 

Tribunal de Conducta es deficiente, de manera que no se condice con la 

importancia de las funciones del órgano en análisis y del acceso a los 

beneficios penitenciarios. 

Ahora bien, teniendo en cuenta que en nuestro país –según lo sostenido 

en el primer acápite del presente trabajo-, la relación jurídica penitenciaria debe 

ser comprendida e interpretada a la luz de lo prescrito por el PIDCP y la CADH 

en cuanto instrumentos de derecho internacional jurídicamente vinculantes, 

debemos responder la interrogante consistente en si la legislación referida al 

Tribunal de Conducta en su estado actual, y las prácticas constatadas de dicho 

órgano lesionan alguna disposición de los referidos instrumentos. En concreto, 

debemos responder si ellas se ajustan o contravienen el propósito al que 

debería orientarse el régimen penitenciario chileno en virtud de lo estipulado por 

el PIDCP y la CADH, que es la readaptación o reinserción social de los internos. 

Al respecto, estimamos que ni la regulación ni las prácticas del Tribunal de 

Conducta se encuentran orientadas a la reinserción social de las personas 
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privadas de libertad. En efecto, por una parte, tal como se señaló anteriormente, 

se ha cuestionado que la conducta, concepto integrante de la calificación 

efectuada por el Tribunal de Conducta se encuentre ligada a la reinserción 

social del sujeto privado de libertad; por su parte, los antecedentes 

psicosociales, único elemento que con certeza se encontraría vinculado a las 

posibilidades de reinserción, no tiene un carácter vinculante para el Tribunal de 

Conducta. De esta manera, se produce una cierta contradicción, por cuanto la 

calificación de conducta en cuanto función del Tribunal de Conducta, posee una 

incidencia directa en las posibilidades de acceso a los beneficios penitenciarios, 

los que se encuentran a su vez directamente relacionados con las posibilidades 

de readaptación social del interno. Sin embargo, la calificación de conducta no 

está orientada necesariamente a evaluar las posibilidades de reinserción del 

sujeto privado de libertad, toda vez que sólo los criterios de aplicación y 

aprovechamiento podrían guardar algún tipo de vínculo con la reinserción, más 

no la conducta. Por otra parte, como se refirió previamente, a nuestro juicio el 

conjunto de puntos críticos detectados en la regulación y en el funcionamiento 

del Tribunal de Conducta perjudica a los internos dificultando indebidamente el 

acceso a los beneficios penitenciarios. Por consiguiente, si el acceso a los 

beneficios se ve dificultado, entonces las posibilidades de alcanzar la 

reinserción social disminuyen notablemente. En consecuencia, se entienda la 

reinserción social como un derecho fundamental que puede hacerse valer como 
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derecho subjetivo, o se entienda como un principio orientador de las normas209, 

es evidente que la regulación del Tribunal de Conducta y sus prácticas no se 

encuentran ajustadas a la reinserción social del interno como fin del régimen 

penitenciario. 

Una vez que se ha reconocido el déficit de la calidad de la regulación del 

Tribunal de Conducta, deviene importante referirse someramente a la 

posibilidad de una reforma legislativa en esta materia y a su orientación. Al 

respecto, opinamos que una posible reforma debiera resolver en primer lugar 

como cuestión fundamental, si la competencia para calificar la conducta y para 

desempeñar las demás funciones del Tribunal de Conducta, debieran continuar 

radicadas en este último órgano o debieran ser entregadas a otro. Sobre este 

último punto, estimamos que la decisión más óptima sería derogar la figura del 

Tribunal de Conducta, trasladando las funciones de dicho órgano desde el 

ámbito de la administración al ámbito jurisdiccional. Concretamente, opinamos 

que las actuales funciones del Tribunal de Conducta debieran ser competencia 

de un juez de garantía, o aún mejor, de la figura de un juez encargado 

exclusivamente  de la ejecución de la pena. Con todo, la posibilidad de 

mantener las actuales competencias del Tribunal de Conducta es también una 

opción válida. Empero, optar por esta última alternativa requeriría una serie de 

                                                           
209 Para un tratamiento de la discusión en España sobre la naturaleza normativa de la 
reinserción social, véase ZAPICO, M. 2009. ¿Un derecho fundamental a la reinserción social? 
Reflexiones acerca del artículo 25.2 de la CE. Anuario da Facultade de Dereito da Universidade 
da Coruña (13): 919-946. [en línea] 
<http://ruc.udc.es/bitstream/2183/7505/1/AD_13_art_41.pdf> [consulta: 28 de noviembre de 
2014]. 
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modificaciones a la actual legislación, de manera de que puedan corregirse en 

su totalidad las falencias que han sido detectadas. En términos someros, las 

referidas reformas debiesen apuntar por una parte, a integrar los principios de la 

ley Nº 19.880, pero a través de normas especialmente creadas para el Tribunal 

de Conducta. Por otra parte, una reforma que mantenga las actuales 

competencias del Tribunal de Conducta, debiese instaurar un mayor control 

jurisdiccional hacia la actividad de dicho órgano, ya sea por medio del 

establecimiento de mecanismos de impugnación jurisdiccional, ya sea a través 

de la inclusión de miembros de integración obligatoria del Poder Judicial en la 

composición del Tribunal de Conducta. Sólo en virtud de las dos reformas 

anteriores, el funcionamiento del Tribunal de Conducta podría ajustarse a 

derecho. 

Sea cual sea la alternativa que se escoja en relación a quien detentará la 

competencia actual del Tribunal de Conducta (mantenerlas o entregarlas a otro 

órgano) una reforma legislativa debiera -teniendo en cuenta que el fin del 

régimen penitenciario debe ser la readaptación social de los internos- modificar 

la importancia que se le otorga a cada uno de los conceptos involucrados en el 

proceso de calificación de conducta. En este sentido, al encontrarse 

cuestionada la existencia de una relación entre la conducta y las posibilidades 

de reinserción social del sujeto privado de libertad, sería aconsejable restarle 

importancia a este criterio y priorizar aquellos que podrían guardar algún tipo de 

relación con la rehabilitación (como la aplicación y el aprovechamiento) o que 
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derechamente se encuentran vinculados a ella como los antecedentes 

psicosociales. 

Desde el punto de vista de la técnica legislativa, en el evento de 

realizarse una reforma, resulta imperativo que la regulación se encuentre 

contenida preferentemente en una norma legislativa, o en un Decreto Supremo, 

mas no en una resolución exenta o en oficios circulares emanados de 

Gendarmería. En otras palabras, se requiere que la regulación se encuentre 

contenida en una norma estable, única a nivel nacional, y que no pueda ser 

cuestionada desde un punto de vista formal. 

Por último, una reforma legislativa en esta materia, debiese poner 

atención en la publicidad de la regulación, posibilitando un acceso inmediato y 

actualizado a las normas pertinentes, posibilitando un conocimiento acabado de 

las mismas por parte de los internos pero también por parte de terceros. 

Ahora bien, mientras una reforma legislativa como la esbozada no se 

concrete, el adecuado funcionamiento del Tribunal de Conducta deberá ser 

controlado y asegurado a través de los mecanismos de impugnación 

administrativos y –en especial- los de tipo judicial a los que nos hemos referido 

en el presente trabajo. 

Finalmente, creemos que no puede dejar de advertirse, que la situación 

actual de la regulación sobre el Tribunal de Conducta, no es más que el duro 

reflejo de la escasa importancia que en nuestro país se le da al Derecho 

Penitenciario y en general al régimen penitenciario. En todo caso, no nos debe 
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llamar la atención que la precaria situación carcelaria chilena no suscite en 

mayor medida la atención de las autoridades legislativas y gubernamentales, 

por cuanto el adoptar medidas que beneficien a las personas privadas de 

libertad se configura como una decisión impopular entre quienes sí gozan del 

derecho a sufragar. Por lo tanto, asumiendo la realidad anterior, la sociedad civil 

y el mundo académico, quienes están llamados a promover y provocar en el 

Derecho Penitenciario los cambios que permitan lograr la existencia de un 

adecuado equilibrio entre la Administración Penitenciaria y las personas que se 

se encuentran privadas de libertad, quienes recordemos, deben ser tratados 

humanamente. 
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LISTA DE ABREVIATURAS 
 

- Decreto Supremo Nº 2.442 que “Fija el texto del Reglamento de la Ley 

de Libertad Condicional”: Reglamento de la Ley de Libertad Condicional. 

- Decreto Supremo Nº 1.542 que aprueba el “Reglamento sobre indultos 

particulares”: Reglamento sobre indultos particulares. 

- Derecho Internacional de los Derechos Humanos: DIDH. 

- Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos: PIDCP. 

- Convención Americana de Derechos Humanos: CADH. 

- Corte Interamericana de Derechos Humanos: Corte IDH. 

- Decreto Nº 518 de 1998 que establece el Reglamento de 

Establecimientos Penitenciarios: REP. 

- Ley Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración 

del Estado: LBGAE 

- Tribunal Constitucional: TC. 
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